
LOS MÁS PREGUNTADOS TEMARIO DE LA CONVOCATORIA

TEMARIO A2
EDICIÓN

2026

EN FORMATO LEY
MUESTRA GRATIS · 3 DE 29 TEMAS

Cuerpo especial de 
ayudantes de auditoría

29 DE 66 TEMAS

Sindicatura de Cuentas de las Illes Balears

El texto literal de las 42 normas de esta 
parte de tu programa, sin resúmenes ni 
explicaciones, ordenado en sus 29 temas

Este temario incluye solo los temas 1 a 8, 10 a 28, 33 
y 34: 29 de los 66 temas del programa oficial. No 
incluye los temas 9, 29 a 32 y 35 a 66.

Señalados los artículos más 
preguntados en examen

3
de los 29 temas, de 
muestra

42
normas, sin artículos 
derogados

5
preguntas explicadas por 
tema

94
páginas

oposicionesexpress.com
Texto vigente de cada norma, con su fecha

Programa oficial de la convocatoria
Edición octubre de 2026



Cómo se usa este temario Léelo antes de empezar

Este es un temario en formato ley: reúne, tema a tema, el texto literal y vigente de los artículos que entran en el
programa oficial de Cuerpo especial de ayudantes de auditoría (29 de 66 temas) · Sindicatura de Cuentas de las Illes
Balears. Son 42 normas, en el orden de tus 29 temas y sin los artículos derogados. No trae resúmenes ni explicaciones
de los temas: es la ley, ordenada y señalada.

Este temario incluye solo los temas 1 a 8, 10 a 28, 33 y 34: 29 de los 66 temas del programa oficial. No incluye los
temas 9, 29 a 32 y 35 a 66.

Esto es una muestra gratis: lleva 3 de los 29 temas. En el índice, los que no lleva van en gris.

La barra amarilla
Artículo 47. Nulidad de pleno derecho.
1. Los actos de las Administraciones 
Públicas son nulos de pleno derecho en 
los casos…

Un artículo con barra amarilla a su izquierda es uno de los más 
preguntados: tiene 20 preguntas de examen real o más. En este temario 
son 116 artículos. Que un artículo no lleve barra no significa que no 
pueda caer: entra en tu programa.

La cuenta sale de las preguntas de exámenes reales de Administraciones Públicas españolas clasificadas por ley y artículo en

HazteFuncionario.com. Cuenta cerrada en octubre de 2026.

Cómo encontrar un artículo
1 Por el tema: el índice se puede pulsar y los marcadores del PDF llevan a cada tema y, dentro, a cada norma.

2 Por la página: la cabecera dice en qué tema estás y qué artículos hay en esa página, como en un diccionario.

3 Por lo que más se pregunta: cada tema abre con sus artículos más preguntados, y la lista de la página 6 reúne 
los de todo el temario con su página.

Cómo estudiarlo
1 Lee el tema entero una vez y marca la casilla de la 1.ª vuelta.

2 En la 2.ª vuelta, ve directo a los artículos con barra amarilla.

3 Haz las 5 preguntas del final. En la página siguiente está cada solución, con su explicación y el artículo del que 
sale.

4 Sigue practicando: el código del final abre el test de ese tema en haztefuncionario.com.

Créditos y aviso legal. © 2026 OposicionesExpress. Licencia de uso personal: no se permite su reventa ni su difusión pública. Publicación 
sin carácter oficial. Basado en datos de la Agencia Estatal Boletín Oficial del Estado (https://www.boe.es), de EUR-Lex (© Unión Europea, 
https://eur-lex.europa.eu) y del boletín o la sede oficial de las demás normas. Los textos de las normas son textos consolidados de carácter 
meramente informativo: el único con validez legal es el publicado en los boletines oficiales. El de cada norma se reproduce según su 
versión consolidada en la fecha que figura al empezar esa norma en cada tema; una reforma posterior no figura. Programa: el de las bases 
de la convocatoria de Cuerpo especial de ayudantes de auditoría (29 de 66 temas) · Sindicatura de Cuentas de las Illes Balears. Edición de 
octubre de 2026.
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Índice Pulsa en un tema para ir a él

En gris, los temas que solo trae el temario completo.

Tema 1 La Constitución española de 1978. Características y estructura. Las Cortes Generales. El Gobierno. El 
Tribunal Constitucional. El poder judicial.
CE 1-8, 66-96, 97-102, 104-105, 107, 108-116, 117-127, 159-165, 166-169 · LOTC 1-26 · Ley-Gobierno 1-21 · LOPJ 1-20

7

Tema 2 La organización territorial del Estado en la Constitución y la distribución de competencias entre el 
Estado y las comunidades autónomas. Estructura, competencias y características básicas de la 
financiación de las comunidades autónomas.
CE 137-139, 143-152, 154-158 · LOFCA 1-24 · L22-2009-Cesion 1-11, 21-29, 45-53

44

Tema 3 El Estatuto de autonomía de las Illes Balears: contenidos básicos y principios fundamentales. 
Clasificación competencial y características generales de las competencias exclusivas, de desarrollo 
legislativo y ejecución, y competencias ejecutivas.
EA-BAL 1-38, 139

80

Tema 4 Los consejos insulares: regulación, naturaleza, composición, organización y funcionamiento. 
Características básicas de la financiación de los consejos insulares.
EA-BAL 61-74, 137-138 · LBRL 41 · TRLRHL 157

—

Tema 5 La Administración local en la Constitución y en el Estatuto de autonomía de las Illes Balears. 
Organización, funciones y competencias de los municipios. Régimen de bienes, actividades y servicios 
de las entidades locales. Recursos económicos y financiación.
CE 140-142 · EA-BAL 75 · LBRL 1-4, 11, 19-30, 79-86, 105-116 · TRRL 18-24, 74-88, 90-109 · RBEL 1-119 · RSCL 1-7, 9-36 ·…

—

Tema 6 El Parlamento de las Illes Balears: composición, regulación y órganos. Función legislativa. Función de 
control político. Otros órganos estatutarios de la Comunidad Autónoma: Consejo Consultivo, Consejo 
Económico y Social, Consejo Audiovisual, Sindicatura de Agravios (concepto y funciones de cada uno).
EA-BAL 40-53, 76-78 · CConsultivo-BAL 1-4, 18-20 · LGob-BAL 12-13, 23-25

—

Tema 7 La Presidencia de la Comunidad Autónoma: elección, nombramiento, cese y funciones. El Gobierno de 
la Comunidad Autónoma: competencias, estructura y funcionamiento. Régimen de incompatibilidades 
de los miembros del Gobierno. La potestad reglamentaria.
EA-BAL 54-60 · LGob-BAL 2-11, 14-22, 26-41, 46-62, 67-68

—

Tema 8 El control externo de la actividad económica, financiera y contable del sector público. Concepto, clases 
y competencias. Los órganos institucionales de control externo a nivel autonómico y estatal. El 
Tribunal de Cuentas: referencia a las normas reguladoras, organización y funciones. La función 
fiscalizadora y la función jurisdiccional del Tribunal de Cuentas.
CE 136, 153 · LO-TCu 1-49 · LSindicatura-BAL 1-6 · EA-BAL 82

—

Tema 10 La Unión Europea. Objetivos y naturaleza jurídica. El ordenamiento jurídico comunitario: derecho 
originario y derecho derivado. Las principales instituciones europeas: concepto, composición y 
competencias. Especial referencia al Tribunal de Cuentas Europeo.
TUE 1-8, 13-19, 47-55 · TFUE 1, 223-287, 288-292

—

Tema 11 La protección de datos personales: marco normativo, principios y bases legitimadoras de los 
tratamientos. Responsables, encargados, delegado de protección de datos y Agencia Española de 
Protección de Datos. Comunicación y cesión de datos entre administraciones públicas. Derechos de las 
personas. Seguridad de la información.
RGPD 1-34, 37-39 · LOPDGDD 1-18, 28-37, 44-56 · LRJSP 155 · ENS 1-11

—
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Tema 12 La Administración pública: concepto y características. Tipo de administraciones públicas. Fuentes del 
derecho administrativo en el sistema español: los principios constitucionales informadores; los 
estatutos de autonomía; las leyes y su clasificación; los reglamentos. Conceptos y órganos que ejercen 
las potestades legislativas y reglamentarias.
CE 66, 81-92, 97, 147, 150 · EA-BAL 40, 47-49, 57-58, 72, 83-85, 87 · LRJSP 2 · LPACAP 127-133 · LGob-BAL 42-62 · Ley-…

—

Tema 13 Las potestades administrativas. El principio de legalidad y sus manifestaciones. El principio de 
autotutela. La actividad discrecional y sus límites.
CE 9, 106 · LPACAP 97-105

—

Tema 14 La competencia administrativa. Concepto, naturaleza jurídica y clases. Las técnicas de alteración del 
ejercicio de la competencia: delegación, avocación, encomienda de gestión, delegación de firma y 
suplencia. La desconcentración. Las relaciones interorgánicas: la jerarquía administrativa, la 
coordinación administrativa y los conflictos de atribuciones. Las relaciones entre administraciones 
públicas: la descentralización administrativa, la autonomía, la coordinación y la tutela.
LRJSP 3, 6, 8-14, 140-154 · LRJ-BAL 3, 20-21, 24-33, 77, 83-85 · CE 103

—

Tema 15 Los actos administrativos: concepto, elementos y clases. Requisitos. Eficacia: retroactividad y 
suspensión; notificación y publicación de los actos administrativos. La invalidez de los actos 
administrativos: nulidad y anulabilidad. Validación, conservación y conversión de los actos 
administrativos. La revisión de oficio. La declaración de lesividad de actos anulables.
LPACAP 34-52, 106-111, 117 · LRJ-BAL 42, 54-56

—

Tema 16 El procedimiento administrativo: regulación y principios generales. Abstención y recusación. Las 
personas interesadas. Fases del procedimiento. Formas de finalización del procedimiento.
LPACAP 1-8, 21-25, 53-96 · LRJSP 23-24 · LRJ-BAL 22-23, 45-52

—

Tema 17 Los recursos administrativos: concepto, naturaleza jurídica y clases. Recursos en vía administrativa: 
recurso de alzada, recurso potestativo de reposición y recurso extraordinario de revisión.
LPACAP 112-126 · LRJ-BAL 57-60

—

Tema 18 El patrimonio de las administraciones públicas. Concepto y clasificación. Los bienes de dominio 
público y los bienes patrimoniales: concepto y régimen jurídico. Afectación, desafectación y 
mutaciones demaniales. Prerrogativas administrativas para la protección y la defensa del patrimonio.
LPAAP 3-8, 28-31, 41-60, 65-72 · CE 132

—

Tema 19 Contratación del sector público (I). Legislación de contratos del sector público: ámbito de aplicación. 
Ámbito subjetivo: administración pública, poderes adjudicadores y sector público. Ámbito objetivo. 
Delimitación de los tipos contractuales y contratos sujetos a una regulación armonizada. El contratista: 
capacidad, solvencia y prohibiciones para contratar. Garantías exigibles en los contratos 
administrativos.
LCSP 1-5, 7-27, 65-97, 106-114

—

Tema 20 Contratación del sector público (II). El expediente de contratación y su tramitación. El precio y el valor 
estimado. La adjudicación del contrato: procedimientos y criterios de adjudicación. La Plataforma de 
Contratación del Sector Público. Referencia a la regulación especial para las entidades del sector 
público que no tienen el carácter de poder adjudicador.
LCSP 99-102, 115-130, 131-187, 321-322, 347

—

Tema 21 Contratación del sector público (III). Efectos, ejecución, modificación y extinción de los contratos del 
sector público. Especialidades para contratos de obras, de concesión de obra pública, de concesión de 
servicios, de suministro, de servicio.
LCSP 188-217, 231-315

—

Tema 22 Los convenios. Concepto y clasificación. Requisitos de validez y eficacia. Contenido. Trámites. 
Extinción. Efectos. Su exclusión del marco de la Ley de contratos del sector público.
LRJSP 47-53 · LCSP 6 · LRJ-BAL 78-82

—

Índice
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Tema 23 Régimen jurídico de las subvenciones públicas. Normativa estatal. Bases reguladoras y convocatoria. 
Procedimiento de concesión. Obligaciones de los beneficiarios. Justificación de las subvenciones. El 
reconocimiento de la obligación y el pago de las subvenciones. Reintegro y control.
LGS 1-51 · RD-887-2006 1-7, 18-29, 55-101

—

Tema 24 La regulación constitucional de la función pública: principios. El Estatuto básico del empleado público 
y la legislación de función pública en la Comunidad Autónoma de las Illes Balears: ámbito de 
aplicación y contenidos generales. Clases de personal al servicio de las administraciones públicas, 
principios de acceso y sistemas de selección.
CE 23, 103 · TREBEP 1-13, 55-62 · FP-BAL 1-3, 13-20, 44-55

—

Tema 25 La Administración institucional de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears. Regulación del sector 
público instrumental autonómico: tipología y régimen jurídico.
LSPI-BAL 1-62

—

Tema 26 La transparencia en las administraciones públicas. Publicidad activa: principios y contenido. Derecho 
de acceso a la información pública.
LTBG 1-24 · D31-2023-BAL 1-42 · LBAdm-BAL 18-22, 37-40

—

Tema 27 La Administración electrónica: legislación básica estatal. El uso de la firma electrónica en la 
Administración pública. El acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios públicos: derechos y 
deberes. Relaciones electrónicas entre las administraciones.
LPACAP 9-14, 16-17, 26-28 · LRJSP 38-46, 155-158 · RD-203-2021 1-12, 15-31, 56-65 · L-ServiciosConfianza 1-7

—

Tema 28 Políticas de igualdad y de género. La Ley Orgánica para la igualdad efectiva entre hombres y mujeres, y 
la Ley Orgánica de medidas de protección integral contra la violencia de género: idea general de los 
contenidos. Los planes de igualdad.
LO-Igualdad 1-78 · LO-VG 1-72 · Igualdad-BAL 1-11, 40, 44

—

Tema 33 Los presupuestos: principios y reglas de programación y de gestión presupuestaria, objetivo de 
estabilidad, contenido, elaboración y estructura (Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el 
que se aprueba el texto refundido de la Ley reguladora de las haciendas locales; en adelante, TRLRHL).
TRLRHL 162-171 · RD-500-1990 2-23 · LOEPSF 3-17, 29-32 · Orden-EHA-3565-2008 1-9, 11-94

—

Tema 34 El TRLRHL Los créditos presupuestarios. Compromisos de gasto de carácter plurianual. Gastos de 
tramitación anticipada. Modificaciones presupuestarias: concepto, clases y financiación.
TRLRHL 172-182 · RD-500-1990 24-51, 79-88 · LCSP 117

—

Índice
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Lo más preguntado de este temario Por dónde empezar la segunda vuelta

116
artículos llevan barra amarilla: 
tienen 20 preguntas de examen o 
más

258
artículos concentran 8 de cada 10 
preguntas de examen del temario

25
son los de esta lista: los más 
preguntados, con su tema y su 
página

Artículo De qué trata Preguntas de examen Tema Página

1 Art. 21 LBRL Ley 7/1985 bases del régimen local 126 — —

2 Art. 47 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 103 — —

3 Art. 1 CE Constitución Española 100 Tema 1 pág. 7

4 Art. 21 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 100 — —

5 Art. 22 LBRL Ley 7/1985 bases del régimen local 94 — —

6 Art. 26 LBRL Ley 7/1985 bases del régimen local 90 — —

7 Art. 14 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 89 — —

8 Art. 20 LBRL Ley 7/1985 bases del régimen local 85 — —

9 Art. 137 CE Constitución Española 83 Tema 2 pág. 44

10 Art. 41 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 82 — —

11 Art. 35 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 80 — —

12 Art. 16 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 77 — —

13 Art. 24 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 74 — —

14 Art. 140 CE Constitución Española 73 — —

15 Art. 39 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 73 — —

16 Art. 40 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 71 — —

17 Art. 9 CE Constitución Española 70 — —

18 Art. 112 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 67 — —

19 Art. 103 CE Constitución Española 63 — —

20 Art. 48 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 59 — —

21 Art. 8 TREBEP RDLeg 5/2015 Estatuto Básico del Emp… 58 — —

22 Art. 11 LBRL Ley 7/1985 bases del régimen local 56 — —

23 Art. 169 TRLRHL RDLeg 2/2004 haciendas locales 56 — —

24 Art. 23 LBRL Ley 7/1985 bases del régimen local 55 — —

25 Art. 125 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 55 — —

Preguntas de exámenes reales sobre cada artículo, según el banco de HazteFuncionario.com (octubre de 2026). Que un artículo no esté 
aquí no significa que no pueda caer. Los artículos sin página están en temas que solo trae el temario completo.

Lo más preguntado de este temario
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TEMAS INCLUIDOS 3.ª vuelta2.ª vuelta1.ª vuelta

TEMA

1
La Constitución española de 1978. Características y estructura. 
Las Cortes Generales. El Gobierno. El Tribunal Constitucional. El 
poder judicial.

Qué entra en este tema

CE · Constitución Española
arts. 1 a 8, 66 a 96, 97 a 102, 104 a 105, 107, 108 a 116, 117 a 127,…

LOTC · Ley Organica 2/1979 del Tribunal Constitucional
arts. 1 a 26 · 26 artículos

Ley-Gobierno · Ley 50/1997 del Gobierno
arts. 1 a 21 · 21 artículos

LOPJ · LO 6/1985 del Poder Judicial
arts. 1 a 20 · 22 artículos

148 artículos · empieza en la pág. 7

Lo más preguntado de este tema

Art. 1 CE 100
Art. 81 CE 41
Art. 68 CE 38
Art. 159 CE 38
Art. 86 CE 36

Preguntas de examen real sobre cada artículo. 871 sobre el tema entero.

CE
Constitución Española
En este tema: arts. 1 a 8, 66 a 96, 97 a 102, 104 a 105, 107, 108 a 116, 117 a 127, 159 a 165 y 166 a 169 · 79 artículos · texto 
consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-A-1978-31229

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1.
1. España se constituye en un Estado social y democrático de Derecho, que propugna como valores superiores
de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político.

2. La soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan los poderes del Estado.

3. La forma política del Estado español es la Monarquía parlamentaria.

Artículo 2.
La Constitución se fundamenta en la indisoluble unidad de la Nación española, patria común e indivisible de
todos los españoles, y reconoce y garantiza el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones que la
integran y la solidaridad entre todas ellas.

Artículo 3.
1. El castellano es la lengua española oficial del Estado. Todos los españoles tienen el deber de conocerla y el
derecho a usarla.

2. Las demás lenguas españolas serán también oficiales en las respectivas Comunidades Autónomas de
acuerdo con sus Estatutos.

3. La riqueza de las distintas modalidades lingüísticas de España es un patrimonio cultural que será objeto de
especial respeto y protección.

Artículo 4.
1. La bandera de España está formada por tres franjas horizontales, roja, amarilla y roja, siendo la amarilla de

CE · arts. 1-4Tema 1 · La Constitución española de 1978. Características y estructura. Las Cortes Generales. El Gobierno. El Tribunal Constituci…
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doble anchura que cada una de las rojas.

2. Los Estatutos podrán reconocer banderas y enseñas propias de las Comunidades Autónomas. Estas se
utilizarán junto a la bandera de España en sus edificios públicos y en sus actos oficiales.

Artículo 5.
La capital del Estado es la villa de Madrid.

Artículo 6.
Los partidos políticos expresan el pluralismo político, concurren a la formación y manifestación de la
voluntad popular y son instrumento fundamental para la participación política. Su creación y el ejercicio de su
actividad son libres dentro del respeto a la Constitución y a la ley. Su estructura interna y funcionamiento
deberán ser democráticos.

Artículo 7.
Los sindicatos de trabajadores y las asociaciones empresariales contribuyen a la defensa y promoción de los
intereses económicos y sociales que les son propios. Su creación y el ejercicio de su actividad son libres dentro
del respeto a la Constitución y a la ley. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos.

Artículo 8.
1. Las Fuerzas Armadas, constituidas por el Ejército de Tierra, la Armada y el Ejército del Aire, tienen como
misión garantizar la soberanía e independencia de España, defender su integridad territorial y el
ordenamiento constitucional.

2. Una ley orgánica regulará las bases de la organización militar conforme a los principios de la presente
Constitución.

TÍTULO III DE LAS CORTES GENERALES

CAPÍTULO PRIMERO DE LAS CÁMARAS

Artículo 66.
1. Las Cortes Generales representan al pueblo español y están formadas por el Congreso de los Diputados y el
Senado.

2. Las Cortes Generales ejercen la potestad legislativa del Estado, aprueban sus Presupuestos, controlan la
acción del Gobierno y tienen las demás competencias que les atribuya la Constitución.

3. Las Cortes Generales son inviolables.

Artículo 67.
1. Nadie podrá ser miembro de las dos Cámaras simultáneamente, ni acumular el acta de una Asamblea de
Comunidad Autónoma con la de Diputado al Congreso.

2. Los miembros de las Cortes Generales no estarán ligados por mandato imperativo.

3. Las reuniones de Parlamentarios que se celebren sin convocatoria reglamentaria no vincularán a las
Cámaras, y no podrán ejercer sus funciones ni ostentar sus privilegios.

Artículo 68.
1. El Congreso se compone de un mínimo de 300 y un máximo de 400 Diputados, elegidos por sufragio
universal, libre, igual, directo y secreto, en los términos que establezca la ley.

2. La circunscripción electoral es la provincia. Las poblaciones de Ceuta y Melilla estarán representadas cada
una de ellas por un Diputado. La ley distribuirá el número total de Diputados, asignando una representación
mínima inicial a cada circunscripción y distribuyendo los demás en proporción a la población.

CE · arts. 4-8, 66-68Tema 1 · La Constitución española de 1978. Características y estructura. Las Cortes Generales. El Gobierno. El Tribunal Co…
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3. La elección se verificará en cada circunscripción atendiendo a criterios de representación proporcional.

4. El Congreso es elegido por cuatro años. El mandato de los Diputados termina cuatro años después de su
elección o el día de la disolución de la Cámara.

5. Son electores y elegibles todos los españoles que estén en pleno uso de sus derechos políticos. La ley
reconocerá y el Estado facilitará el ejercicio del derecho de sufragio a los españoles que se encuentren fuera
del territorio de España.

6. Las elecciones tendrán lugar entre los treinta días y sesenta días desde la terminación del mandato. El
Congreso electo deberá ser convocado dentro de los veinticinco días siguientes a la celebración de las
elecciones.

Artículo 69.
1. El Senado es la Cámara de representación territorial.

2. En cada provincia se elegirán cuatro Senadores por sufragio universal, libre, igual, directo y secreto por los
votantes de cada una de ellas, en los términos que señale una ley orgánica.

3. En las provincias insulares, cada isla con Cabildo o Consejo Insular constituirá una circunscripción a
efectos de elección de Senadores, correspondiendo tres a cada una de las islas mayores −Gran Canaria,
Mallorca y Tenerife− y uno a cada una de las siguientes islas: Ibiza, Formentera, Menorca, Fuerteventura, La
Gomera, El Hierro, Lanzarote y La Palma.

4. Las poblaciones de Ceuta y Melilla elegirán cada una de ellas dos Senadores.

5. Las Comunidades Autónomas designarán además un Senador y otro más por cada millón de habitantes de
su respectivo territorio. La designación corresponderá a la Asamblea legislativa o, en su defecto, al órgano
colegiado superior de la Comunidad Autónoma, de acuerdo con lo que establezcan los Estatutos, que
asegurarán, en todo caso, la adecuada representación proporcional.

6. El Senado es elegido por cuatro años. El mandato de los Senadores termina cuatro años después de su
elección o el día de la disolución de la Cámara.

Se modifica el apartado 3 por el art. único de la Reforma de 19 de mayo de 2026. Ref. BOE-A-2026-10881 La eficacia de la creación de las 
circunscripciones electorales de Ibiza y Formentera quedará pospuesta hasta la convocatoria de las primeras elecciones al Senado que se 
celebren tras la entrada en vigor de la citada Reforma, según establece su disposición transitoria única.

Artículo 70.
1. La ley electoral determinará las causas de inelegibilidad e incompatibilidad de los Diputados y Senadores,
que comprenderán, en todo caso:

a) A los componentes del Tribunal Constitucional.

b) A los altos cargos de la Administración del Estado que determine la ley, con la excepción de los
miembros del Gobierno.

c) Al Defensor del Pueblo.

d) A los Magistrados, Jueces y Fiscales en activo.

e) A los militares profesionales y miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y Policía en activo.

f) A los miembros de las Juntas Electorales.

2. La validez de las actas y credenciales de los miembros de ambas Cámaras estará sometida al control
judicial, en los términos que establezca la ley electoral.

Artículo 71.
1. Los Diputados y Senadores gozarán de inviolabilidad por las opiniones manifestadas en el ejercicio de sus
funciones.

2. Durante el período de su mandato los Diputados y Senadores gozarán asimismo de inmunidad y sólo
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podrán ser detenidos en caso de flagrante delito. No podrán ser inculpados ni procesados sin la previa
autorización de la Cámara respectiva.

3. En las causas contra Diputados y Senadores será competente la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo.

4. Los Diputados y Senadores percibirán una asignación que será fijada por las respectivas Cámaras.

Artículo 72.
1. Las Cámaras establecen sus propios Reglamentos, aprueban autónomamente sus presupuestos y, de común
acuerdo, regulan el Estatuto del Personal de las Cortes Generales. Los Reglamentos y su reforma serán
sometidos a una votación final sobre su totalidad, que requerirá la mayoría absoluta.

2. Las Cámaras eligen sus respectivos Presidentes y los demás miembros de sus Mesas. Las sesiones conjuntas
serán presididas por el Presidente del Congreso y se regirán por un Reglamento de las Cortes Generales
aprobado por mayoría absoluta de cada Cámara.

3. Los Presidentes de las Cámaras ejercen en nombre de las mismas todos los poderes administrativos y
facultades de policía en el interior de sus respectivas sedes.

Artículo 73.
1. Las Cámaras se reunirán anualmente en dos períodos ordinarios de sesiones: el primero, de septiembre a
diciembre, y el segundo, de febrero a junio.

2. Las Cámaras podrán reunirse en sesiones extraordinarias a petición del Gobierno, de la Diputación
Permanente o de la mayoría absoluta de los miembros de cualquiera de las Cámaras. Las sesiones
extraordinarias deberán convocarse sobre un orden del día determinado y serán clausuradas una vez que éste
haya sido agotado.

Artículo 74.
1. Las Cámaras se reunirán en sesión conjunta para ejercer las competencias no legislativas que el Título II
atribuye expresamente a las Cortes Generales.

2. Las decisiones de las Cortes Generales previstas en los artículos 94, 1, 145, 2 y 158, 2, se adoptarán por
mayoría de cada una de las Cámaras. En el primer caso, el procedimiento se iniciará por el Congreso, y en los
otros dos, por el Senado. En ambos casos, si no hubiera acuerdo entre Senado y Congreso, se intentará
obtener por una Comisión Mixta compuesta de igual número de Diputados y Senadores. La Comisión
presentará un texto que será votado por ambas Cámaras. Si no se aprueba en la forma establecida, decidirá el
Congreso por mayoría absoluta.

Artículo 75.
1. Las Cámaras funcionarán en Pleno y por Comisiones.

2. Las Cámaras podrán delegar en las Comisiones Legislativas Permanentes la aprobación de proyectos o
proposiciones de ley. El Pleno podrá, no obstante, recabar en cualquier momento el debate y votación de
cualquier proyecto o proposición de ley que haya sido objeto de esta delegación.

3. Quedan exceptuados de lo dispuesto en el apartado anterior la reforma constitucional, las cuestiones
internacionales, las leyes orgánicas y de bases y los Presupuestos Generales del Estado.

Artículo 76.
1. El Congreso y el Senado, y, en su caso, ambas Cámaras conjuntamente, podrán nombrar Comisiones de
investigación sobre cualquier asunto de interés público. Sus conclusiones no serán vinculantes para los
Tribunales, ni afectarán a las resoluciones judiciales, sin perjuicio de que el resultado de la investigación sea
comunicado al Ministerio Fiscal para el ejercicio, cuando proceda, de las acciones oportunas.
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2. Será obligatorio comparecer a requerimiento de las Cámaras. La ley regulará las sanciones que puedan
imponerse por incumplimiento de esta obligación.

Artículo 77.
1. Las Cámaras pueden recibir peticiones individuales y colectivas, siempre por escrito, quedando prohibida
la presentación directa por manifestaciones ciudadanas.

2. Las Cámaras pueden remitir al Gobierno las peticiones que reciban. El Gobierno está obligado a explicarse
sobre su contenido, siempre que las Cámaras lo exijan.

Artículo 78.
1. En cada Cámara habrá una Diputación Permanente compuesta por un mínimo de veintiún miembros, que
representarán a los grupos parlamentarios, en proporción a su importancia numérica.

2. Las Diputaciones Permanentes estarán presididas por el Presidente de la Cámara respectiva y tendrán como
funciones la prevista en el artículo 73, la de asumir las facultades que correspondan a las Cámaras, de acuerdo
con los artículos 86 y 116, en caso de que éstas hubieren sido disueltas o hubiere expirado su mandato y la de
velar por los poderes de las Cámaras cuando éstas no estén reunidas.

3. Expirado el mandato o en caso de disolución, las Diputaciones Permanentes seguirán ejerciendo sus
funciones hasta la constitución de las nuevas Cortes Generales.

4. Reunida la Cámara correspondiente, la Diputación Permanente dará cuenta de los asuntos tratados y de sus
decisiones.

Artículo 79.
1. Para adoptar acuerdos, las Cámaras deben estar reunidas reglamentariamente y con asistencia de la
mayoría de sus miembros.

2. Dichos acuerdos, para ser válidos, deberán ser aprobados por la mayoría de los miembros presentes, sin
perjuicio de las mayorías especiales que establezcan la Constitución o las leyes orgánicas y las que para
elección de personas establezcan los Reglamentos de las Cámaras.

3. El voto de Senadores y Diputados es personal e indelegable.

Artículo 80.
Las sesiones plenarias de las Cámaras serán públicas, salvo acuerdo en contrario de cada Cámara, adoptado
por mayoría absoluta o con arreglo al Reglamento.

CAPÍTULO SEGUNDO DE LA ELABORACIÓN DE LAS LEYES

Artículo 81.
1. Son leyes orgánicas las relativas al desarrollo de los derechos fundamentales y de las libertades públicas, las
que aprueben los Estatutos de Autonomía y el régimen electoral general y las demás previstas en la
Constitución.

2. La aprobación, modificación o derogación de las leyes orgánicas exigirá mayoría absoluta del Congreso, en
una votación final sobre el conjunto del proyecto.

Artículo 82.
1. Las Cortes Generales podrán delegar en el Gobierno la potestad de dictar normas con rango de ley sobre
materias determinadas no incluidas en el artículo anterior.

2. La delegación legislativa deberá otorgarse mediante una ley de bases cuando su objeto sea la formación de
textos articulados o por una ley ordinaria cuando se trate de refundir varios textos legales en uno solo.
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3. La delegación legislativa habrá de otorgarse al Gobierno de forma expresa para materia concreta y con
fijación del plazo para su ejercicio. La delegación se agota por el uso que de ella haga el Gobierno mediante la
publicación de la norma correspondiente. No podrá entenderse concedida de modo implícito o por tiempo
indeterminado. Tampoco podrá permitir la subdelegación a autoridades distintas del propio Gobierno.

4. Las leyes de bases delimitarán con precisión el objeto y alcance de la delegación legislativa y los principios
y criterios que han de seguirse en su ejercicio.

5. La autorización para refundir textos legales determinará el ámbito normativo a que se refiere el contenido
de la delegación, especificando si se circunscribe a la mera formulación de un texto único o si se incluye la de
regularizar, aclarar y armonizar los textos legales que han de ser refundidos.

6. Sin perjuicio de la competencia propia de los Tribunales, las leyes de delegación podrán establecer en cada
caso fórmulas adicionales de control.

Artículo 83.
Las leyes de bases no podrán en ningún caso:

a) Autorizar la modificación de la propia ley de bases.

b) Facultar para dictar normas con carácter retroactivo.

Artículo 84.
Cuando una proposición de ley o una enmienda fuere contraria a una delegación legislativa en vigor, el
Gobierno está facultado para oponerse a su tramitación. En tal supuesto, podrá presentarse una proposición
de ley para la derogación total o parcial de la ley de delegación.

Artículo 85.
Las disposiciones del Gobierno que contengan legislación delegada recibirán el título de Decretos Legislativos.

Artículo 86.
1. En caso de extraordinaria y urgente necesidad, el Gobierno podrá dictar disposiciones legislativas
provisionales que tomarán la forma de Decretos-leyes y que no podrán afectar al ordenamiento de las
instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos regulados en el Título
I, al régimen de las Comunidades Autónomas ni al Derecho electoral general.

2. Los Decretos-leyes deberán ser inmediatamente sometidos a debate y votación de totalidad al Congreso de
los Diputados, convocado al efecto si no estuviere reunido, en el plazo de los treinta días siguientes a su
promulgación. El Congreso habrá de pronunciarse expresamente dentro de dicho plazo sobre su
convalidación o derogación, para lo cual el Reglamento establecerá un procedimiento especial y sumario.

3. Durante el plazo establecido en el apartado anterior, las Cortes podrán tramitarlos como proyectos de ley
por el procedimiento de urgencia.

Artículo 87.
1. La iniciativa legislativa corresponde al Gobierno, al Congreso y al Senado, de acuerdo con la Constitución y
los Reglamentos de las Cámaras.

2. Las Asambleas de las Comunidades Autónomas podrán solicitar del Gobierno la adopción de un proyecto de
ley o remitir a la Mesa del Congreso una proposición de ley, delegando ante dicha Cámara un máximo de tres
miembros de la Asamblea encargados de su defensa.

3. Una ley orgánica regulará las formas de ejercicio y requisitos de la iniciativa popular para la presentación
de proposiciones de ley. En todo caso se exigirán no menos de 500.000 firmas acreditadas. No procederá dicha
iniciativa en materias propias de ley orgánica, tributarias o de carácter internacional, ni en lo relativo a la
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prerrogativa de gracia.

Artículo 88.
Los proyectos de ley serán aprobados en Consejo de Ministros, que los someterá al Congreso, acompañados de
una exposición de motivos y de los antecedentes necesarios para pronunciarse sobre ellos.

Artículo 89.
1. La tramitación de las proposiciones de ley se regulará por los Reglamentos de las Cámaras, sin que la
prioridad debida a los proyectos de ley impida el ejercicio de la iniciativa legislativa en los términos regulados
por el artículo 87.

2. Las proposiciones de ley que, de acuerdo con el artículo 87, tome en consideración el Senado, se remitirán
al Congreso para su trámite en éste como tal proposición.

Artículo 90.
1. Aprobado un proyecto de ley ordinaria u orgánica por el Congreso de los Diputados, su Presidente dará
inmediata cuenta del mismo al Presidente del Senado, el cual lo someterá a la deliberación de éste.

2. El Senado en el plazo de dos meses, a partir del día de la recepción del texto, puede, mediante mensaje
motivado, oponer su veto o introducir enmiendas al mismo. El veto deberá ser aprobado por mayoría
absoluta. El proyecto no podrá ser sometido al Rey para sanción sin que el Congreso ratifique por mayoría
absoluta, en caso de veto, el texto inicial, o por mayoría simple, una vez transcurridos dos meses desde la
interposición del mismo, o se pronuncie sobre las enmiendas, aceptándolas o no por mayoría simple.

3. El plazo de dos meses de que el Senado dispone para vetar o enmendar el proyecto se reducirá al de veinte
días naturales en los proyectos declarados urgentes por el Gobierno o por el Congreso de los Diputados.

Artículo 91.
El Rey sancionará en el plazo de quince días las leyes aprobadas por las Cortes Generales, y las promulgará y
ordenará su inmediata publicación.

Artículo 92.
1. Las decisiones políticas de especial trascendencia podrán ser sometidas a referéndum consultivo de todos
los ciudadanos.

2. El referéndum será convocado por el Rey, mediante propuesta del Presidente del Gobierno, previamente
autorizada por el Congreso de los Diputados.

3. Una ley orgánica regulará las condiciones y el procedimiento de las distintas modalidades de referéndum
previstas en esta Constitución.

CAPÍTULO TERCERO DE LOS TRATADOS INTERNACIONALES

Artículo 93.
Mediante ley orgánica se podrá autorizar la celebración de tratados por los que se atribuya a una organización
o institución internacional el ejercicio de competencias derivadas de la Constitución. Corresponde a las Cortes
Generales o al Gobierno, según los casos, la garantía del cumplimiento de estos tratados y de las resoluciones
emanadas de los organismos internacionales o supranacionales titulares de la cesión.

Artículo 94.
1. La prestación del consentimiento del Estado para obligarse por medio de tratados o convenios requerirá la
previa autorización de las Cortes Generales, en los siguientes casos:

a) Tratados de carácter político.
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b) Tratados o convenios de carácter militar.

c) Tratados o convenios que afecten a la integridad territorial del Estado o a los derechos y deberes
fundamentales establecidos en el Título I.

d) Tratados o convenios que impliquen obligaciones financieras para la Hacienda Pública.

e) Tratados o convenios que supongan modificación o derogación de alguna ley o exijan medidas
legislativas para su ejecución.

2. El Congreso y el Senado serán inmediatamente informados de la conclusión de los restantes tratados o
convenios.

Artículo 95.
1. La celebración de un tratado internacional que contenga estipulaciones contrarias a la Constitución exigirá
la previa revisión constitucional.

2. El Gobierno o cualquiera de las Cámaras puede requerir al Tribunal Constitucional para que declare si
existe o no esa contradicción.

Artículo 96.
1. Los tratados internacionales válidamente celebrados, una vez publicados oficialmente en España, formarán
parte del ordenamiento interno. Sus disposiciones sólo podrán ser derogadas, modificadas o suspendidas en
la forma prevista en los propios tratados o de acuerdo con las normas generales del Derecho internacional.

2. Para la denuncia de los tratados y convenios internacionales se utilizará el mismo procedimiento previsto
para su aprobación en el artículo 94.

TÍTULO IV DEL GOBIERNO Y DE LA ADMINISTRACIÓN

Artículo 97. El Gobierno dirige la política interior y exterior, la Administración civil y militar y la defensa 
del Estado.
Ejerce la función ejecutiva y la potestad reglamentaria de acuerdo con la Constitución y las leyes.

Artículo 98.
1. El Gobierno se compone del Presidente, de los Vicepresidentes, en su caso, de los Ministros y de los demás
miembros que establezca la ley.

2. El Presidente dirige la acción del Gobierno y coordina las funciones de los demás miembros del mismo, sin
perjuicio de la competencia y responsabilidad directa de éstos en su gestión.

3. Los miembros del Gobierno no podrán ejercer otras funciones representativas que las propias del mandato
parlamentario, ni cualquier otra función pública que no derive de su cargo, ni actividad profesional o
mercantil alguna.

4. La ley regulará el estatuto e incompatibilidades de los miembros del Gobierno.

Artículo 99.
1. Después de cada renovación del Congreso de los Diputados, y en los demás supuestos constitucionales en
que así proceda, el Rey, previa consulta con los representantes designados por los Grupos políticos con
representación parlamentaria, y a través del Presidente del Congreso, propondrá un candidato a la
Presidencia del Gobierno.

2. El candidato propuesto conforme a lo previsto en el apartado anterior expondrá ante el Congreso de los
Diputados el programa político del Gobierno que pretenda formar y solicitará la confianza de la Cámara.

3. Si el Congreso de los Diputados, por el voto de la mayoría absoluta de sus miembros, otorgare su confianza a
dicho candidato, el Rey le nombrará Presidente. De no alcanzarse dicha mayoría, se someterá la misma
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propuesta a nueva votación cuarenta y ocho horas después de la anterior, y la confianza se entenderá otorgada
si obtuviere la mayoría simple.

4. Si efectuadas las citadas votaciones no se otorgase la confianza para la investidura, se tramitarán sucesivas
propuestas en la forma prevista en los apartados anteriores.

5. Si transcurrido el plazo de dos meses, a partir de la primera votación de investidura, ningún candidato
hubiere obtenido la confianza del Congreso, el Rey disolverá ambas Cámaras y convocará nuevas elecciones
con el refrendo del Presidente del Congreso.

Artículo 100.
Los demás miembros del Gobierno serán nombrados y separados por el Rey, a propuesta de su Presidente.

Artículo 101.
1. El Gobierno cesa tras la celebración de elecciones generales, en los casos de pérdida de la confianza
parlamentaria previstos en la Constitución, o por dimisión o fallecimiento de su Presidente.

2. El Gobierno cesante continuará en funciones hasta la toma de posesión del nuevo Gobierno.

Artículo 102.
1. La responsabilidad criminal del Presidente y los demás miembros del Gobierno será exigible, en su caso,
ante la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo.

2. Si la acusación fuere por traición o por cualquier delito contra la seguridad del Estado en el ejercicio de sus
funciones, sólo podrá ser planteada por iniciativa de la cuarta parte de los miembros del Congreso, y con la
aprobación de la mayoría absoluta del mismo.

3. La prerrogativa real de gracia no será aplicable a ninguno de los supuestos del presente artículo.

Artículo 104.
1. Las Fuerzas y Cuerpos de seguridad, bajo la dependencia del Gobierno, tendrán como misión proteger el
libre ejercicio de los derechos y libertades y garantizar la seguridad ciudadana.

2. Una ley orgánica determinará las funciones, principios básicos de actuación y estatutos de las Fuerzas y
Cuerpos de seguridad.

Artículo 105.
La ley regulará:

a) La audiencia de los ciudadanos, directamente o a través de las organizaciones y asociaciones reconocidas
por la ley, en el procedimiento de elaboración de las disposiciones administrativas que les afecten.

b) El acceso de los ciudadanos a los archivos y registros administrativos, salvo en lo que afecte a la seguridad y
defensa del Estado, la averiguación de los delitos y la intimidad de las personas.

c) El procedimiento a través del cual deben producirse los actos administrativos, garantizando, cuando
proceda, la audiencia del interesado.

Artículo 107.
El Consejo de Estado es el supremo órgano consultivo del Gobierno. Una ley orgánica regulará su composición
y competencia.

TÍTULO V DE LAS RELACIONES ENTRE EL GOBIERNO Y LAS CORTES GENERALES

Artículo 108.
El Gobierno responde solidariamente en su gestión política ante el Congreso de los Diputados.
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Artículo 109.
Las Cámaras y sus Comisiones podrán recabar, a través de los Presidentes de aquéllas, la información y ayuda
que precisen del Gobierno y de sus Departamentos y de cualesquiera autoridades del Estado y de las
Comunidades Autónomas.

Artículo 110.
1. Las Cámaras y sus Comisiones pueden reclamar la presencia de los miembros del Gobierno.

2. Los miembros del Gobierno tienen acceso a las sesiones de las Cámaras y a sus Comisiones y la facultad de
hacerse oír en ellas, y podrán solicitar que informen ante las mismas funcionarios de sus Departamentos.

Artículo 111.
1. El Gobierno y cada uno de sus miembros están sometidos a las interpelaciones y preguntas que se le
formulen en las Cámaras. Para esta clase de debate los Reglamentos establecerán un tiempo mínimo semanal.

2. Toda interpelación podrá dar lugar a una moción en la que la Cámara manifieste su posición.

Artículo 112.
El Presidente del Gobierno, previa deliberación del Consejo de Ministros, puede plantear ante el Congreso de
los Diputados la cuestión de confianza sobre su programa o sobre una declaración de política general. La
confianza se entenderá otorgada cuando vote a favor de la misma la mayoría simple de los Diputados.

Artículo 113.
1. El Congreso de los Diputados puede exigir la responsabilidad política del Gobierno mediante la adopción
por mayoría absoluta de la moción de censura.

2. La moción de censura deberá ser propuesta al menos por la décima parte de los Diputados, y habrá de
incluir un candidato a la Presidencia del Gobierno.

3. La moción de censura no podrá ser votada hasta que transcurran cinco días desde su presentación. En los
dos primeros días de dicho plazo podrán presentarse mociones alternativas.

4. Si la moción de censura no fuere aprobada por el Congreso, sus signatarios no podrán presentar otra
durante el mismo período de sesiones.

Artículo 114.
1. Si el Congreso niega su confianza al Gobierno, éste presentará su dimisión al Rey, procediéndose a
continuación a la designación de Presidente del Gobierno, según lo dispuesto en el artículo 99.

2. Si el Congreso adopta una moción de censura, el Gobierno presentará su dimisión al Rey y el candidato
incluido en aquélla se entenderá investido de la confianza de la Cámara a los efectos previstos en el artículo
99. El Rey le nombrará Presidente del Gobierno.

Artículo 115.
1. El Presidente del Gobierno, previa deliberación del Consejo de Ministros, y bajo su exclusiva
responsabilidad, podrá proponer la disolución del Congreso, del Senado o de las Cortes Generales, que será
decretada por el Rey. El decreto de disolución fijará la fecha de las elecciones.

2. La propuesta de disolución no podrá presentarse cuando esté en trámite una moción de censura.

3. No procederá nueva disolución antes de que transcurra un año desde la anterior, salvo lo dispuesto en el
artículo 99, apartado 5.
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Artículo 116.
1. Una ley orgánica regulará los estados de alarma, de excepción y de sitio, y las competencias y limitaciones
correspondientes.

2. El estado de alarma será declarado por el Gobierno mediante decreto acordado en Consejo de Ministros por
un plazo máximo de quince días, dando cuenta al Congreso de los Diputados, reunido inmediatamente al
efecto y sin cuya autorización no podrá ser prorrogado dicho plazo. El decreto determinará el ámbito
territorial a que se extienden los efectos de la declaración.

3. El estado de excepción será declarado por el Gobierno mediante decreto acordado en Consejo de Ministros,
previa autorización del Congreso de los Diputados. La autorización y proclamación del estado de excepción
deberá determinar expresamente los efectos del mismo, el ámbito territorial a que se extiende y su duración,
que no podrá exceder de treinta días, prorrogables por otro plazo igual, con los mismos requisitos.

4. El estado de sitio será declarado por la mayoría absoluta del Congreso de los Diputados, a propuesta
exclusiva del Gobierno. El Congreso determinará su ámbito territorial, duración y condiciones.

5. No podrá procederse a la disolución del Congreso mientras estén declarados algunos de los estados
comprendidos en el presente artículo, quedando automáticamente convocadas las Cámaras si no estuvieren
en período de sesiones. Su funcionamiento, así como el de los demás poderes constitucionales del Estado, no
podrán interrumpirse durante la vigencia de estos estados. Disuelto el Congreso o expirado su mandato, si se
produjere alguna de las situaciones que dan lugar a cualquiera de dichos estados, las competencias del
Congreso serán asumidas por su Diputación Permanente.

6. La declaración de los estados de alarma, de excepción y de sitio no modificarán el principio de
responsabilidad del Gobierno y de sus agentes reconocidos en la Constitución y en las leyes.

TÍTULO VI DEL PODER JUDICIAL

Artículo 117.
1. La justicia emana del pueblo y se administra en nombre del Rey por Jueces y Magistrados integrantes del
poder judicial, independientes, inamovibles, responsables y sometidos únicamente al imperio de la ley.

2. Los Jueces y Magistrados no podrán ser separados, suspendidos, trasladados ni jubilados, sino por alguna
de las causas y con las garantías previstas en la ley.

3. El ejercicio de la potestad jurisdiccional en todo tipo de procesos, juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado,
corresponde exclusivamente a los Juzgados y Tribunales determinados por las leyes, según las normas de
competencia y procedimiento que las mismas establezcan.

4. Los Juzgados y Tribunales no ejercerán más funciones que las señaladas en el apartado anterior y las que
expresamente les sean atribuidas por ley en garantía de cualquier derecho.

5. El principio de unidad jurisdiccional es la base de la organización y funcionamiento de los Tribunales. La
ley regulará el ejercicio de la jurisdicción militar en el ámbito estrictamente castrense y en los supuestos de
estado de sitio, de acuerdo con los principios de la Constitución.

6. Se prohíben los Tribunales de excepción.

Artículo 118.
Es obligado cumplir las sentencias y demás resoluciones firmes de los Jueces y Tribunales, así como prestar la
colaboración requerida por éstos en el curso del proceso y en la ejecución de lo resuelto.

Artículo 119.
La justicia será gratuita cuando así lo disponga la ley y, en todo caso, respecto de quienes acrediten
insuficiencia de recursos para litigar.
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Artículo 120.
1. Las actuaciones judiciales serán públicas, con las excepciones que prevean las leyes de procedimiento.

2. El procedimiento será predominantemente oral, sobre todo en materia criminal.

3. Las sentencias serán siempre motivadas y se pronunciarán en audiencia pública.

Artículo 121.
Los daños causados por error judicial, así como los que sean consecuencia del funcionamiento anormal de la
Administración de Justicia, darán derecho a una indemnización a cargo del Estado, conforme a la ley.

Artículo 122.
1. La ley orgánica del poder judicial determinará la constitución, funcionamiento y gobierno de los Juzgados y
Tribunales, así como el estatuto jurídico de los Jueces y Magistrados de carrera, que formarán un Cuerpo
único, y del personal al servicio de la Administración de Justicia.

2. El Consejo General del Poder Judicial es el órgano de gobierno del mismo. La ley orgánica establecerá su
estatuto y el régimen de incompatibilidades de sus miembros y sus funciones, en particular en materia de
nombramientos, ascensos, inspección y régimen disciplinario.

3. El Consejo General del Poder Judicial estará integrado por el Presidente del Tribunal Supremo, que lo
presidirá, y por veinte miembros nombrados por el Rey por un período de cinco años. De éstos, doce entre
Jueces y Magistrados de todas las categorías judiciales, en los términos que establezca la ley orgánica; cuatro a
propuesta del Congreso de los Diputados, y cuatro a propuesta del Senado, elegidos en ambos casos por
mayoría de tres quintos de sus miembros, entre abogados y otros juristas, todos ellos de reconocida
competencia y con más de quince años de ejercicio en su profesión.

Artículo 123.
1. El Tribunal Supremo, con jurisdicción en toda España, es el órgano jurisdiccional superior en todos los
órdenes, salvo lo dispuesto en materia de garantías constitucionales.

2. El Presidente del Tribunal Supremo será nombrado por el Rey, a propuesta del Consejo General del Poder
Judicial, en la forma que determine la ley.

Artículo 124.
1. El Ministerio Fiscal, sin perjuicio de las funciones encomendadas a otros órganos, tiene por misión
promover la acción de la justicia en defensa de la legalidad, de los derechos de los ciudadanos y del interés
público tutelado por la ley, de oficio o a petición de los interesados, así como velar por la independencia de los
Tribunales y procurar ante éstos la satisfacción del interés social.

2. El Ministerio Fiscal ejerce sus funciones por medio de órganos propios conforme a los principios de unidad
de actuación y dependencia jerárquica y con sujeción, en todo caso, a los de legalidad e imparcialidad.

3. La ley regulará el estatuto orgánico del Ministerio Fiscal.

4. El Fiscal General del Estado será nombrado por el Rey, a propuesta del Gobierno, oído el Consejo General
del Poder Judicial.

Artículo 125.
Los ciudadanos podrán ejercer la acción popular y participar en la Administración de Justicia mediante la
institución del Jurado, en la forma y con respecto a aquellos procesos penales que la ley determine, así como
en los Tribunales consuetudinarios y tradicionales.
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Artículo 126.
La policía judicial depende de los Jueces, de los Tribunales y del Ministerio Fiscal en sus funciones de
averiguación del delito y descubrimiento y aseguramiento del delincuente, en los términos que la ley
establezca.

Artículo 127.
1. Los Jueces y Magistrados así como los Fiscales, mientras se hallen en activo, no podrán desempeñar otros
cargos públicos, ni pertenecer a partidos políticos o sindicatos. La ley establecerá el sistema y modalidades de
asociación profesional de los Jueces, Magistrados y Fiscales.

2. La ley establecerá el régimen de incompatibilidades de los miembros del poder judicial, que deberá
asegurar la total independencia de los mismos.

TÍTULO IX DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Artículo 159.
1. El Tribunal Constitucional se compone de 12 miembros nombrados por el Rey; de ellos, cuatro a propuesta
del Congreso por mayoría de tres quintos de sus miembros; cuatro a propuesta del Senado, con idéntica
mayoría; dos a propuesta del Gobierno, y dos a propuesta del Consejo General del Poder Judicial.

2. Los miembros del Tribunal Constitucional deberán ser nombrados entre Magistrados y Fiscales, Profesores
de Universidad, funcionarios públicos y Abogados, todos ellos juristas de reconocida competencia con más de
quince años de ejercicio profesional.

3. Los miembros del Tribunal Constitucional serán designados por un período de nueve años y se renovarán
por terceras partes cada tres.

4. La condición de miembro del Tribunal Constitucional es incompatible: con todo mandato representativo;
con los cargos políticos o administrativos; con el desempeño de funciones directivas en un partido político o
en un sindicato y con el empleo al servicio de los mismos; con el ejercicio de las carreras judicial y fiscal, y
con cualquier actividad profesional o mercantil. En lo demás los miembros del Tribunal Constitucional
tendrán las incompatibilidades propias de los miembros del poder judicial.

5. Los miembros del Tribunal Constitucional serán independientes e inamovibles en el ejercicio de su
mandato.

Artículo 160.
El Presidente del Tribunal Constitucional será nombrado entre sus miembros por el Rey, a propuesta del
mismo Tribunal en pleno y por un período de tres años.

Artículo 161.
1. El Tribunal Constitucional tiene jurisdicción en todo el territorio español y es competente para conocer:

a) Del recurso de inconstitucionalidad contra leyes y disposiciones normativas con fuerza de ley. La
declaración de inconstitucionalidad de una norma jurídica con rango de ley, interpretada por la
jurisprudencia, afectará a ésta, si bien la sentencia o sentencias recaídas no perderán el valor de cosa
juzgada.

b) Del recurso de amparo por violación de los derechos y libertades referidos en el artículo 53, 2, de esta
Constitución, en los casos y formas que la ley establezca.

c) De los conflictos de competencia entre el Estado y las Comunidades Autónomas o de los de éstas entre sí.

d) De las demás materias que le atribuyan la Constitución o las leyes orgánicas.

2. El Gobierno podrá impugnar ante el Tribunal Constitucional las disposiciones y resoluciones adoptadas por
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los órganos de las Comunidades Autónomas. La impugnación producirá la suspensión de la disposición o
resolución recurrida, pero el Tribunal, en su caso, deberá ratificarla o levantarla en un plazo no superior a
cinco meses.

Artículo 162.
1. Están legitimados:

a) Para interponer el recurso de inconstitucionalidad, el Presidente del Gobierno, el Defensor del Pueblo,
50 Diputados, 50 Senadores, los órganos colegiados ejecutivos de las Comunidades Autónomas y, en su
caso, las Asambleas de las mismas.

b) Para interponer el recurso de amparo, toda persona natural o jurídica que invoque un interés legítimo,
así como el Defensor del Pueblo y el Ministerio Fiscal.

2. En los demás casos, la ley orgánica determinará las personas y órganos legitimados.

Artículo 163.
Cuando un órgano judicial considere, en algún proceso, que una norma con rango de ley, aplicable al caso, de
cuya validez dependa el fallo, pueda ser contraria a la Constitución, planteará la cuestión ante el Tribunal
Constitucional en los supuestos, en la forma y con los efectos que establezca la ley, que en ningún caso serán
suspensivos.

Artículo 164.
1. Las sentencias del Tribunal Constitucional se publicarán en el boletín oficial del Estado con los votos
particulares, si los hubiere. Tienen el valor de cosa juzgada a partir del día siguiente de su publicación y no
cabe recurso alguno contra ellas. Las que declaren la inconstitucionalidad de una ley o de una norma con
fuerza de ley y todas las que no se limiten a la estimación subjetiva de un derecho, tienen plenos efectos frente
a todos.

2. Salvo que en el fallo se disponga otra cosa, subsistirá la vigencia de la ley en la parte no afectada por la
inconstitucionalidad.

Artículo 165.
Una ley orgánica regulará el funcionamiento del Tribunal Constitucional, el estatuto de sus miembros, el
procedimiento ante el mismo y las condiciones para el ejercicio de las acciones.

TÍTULO X DE LA REFORMA CONSTITUCIONAL

Artículo 166.
La iniciativa de reforma constitucional se ejercerá en los términos previstos en los apartados 1 y 2 del artículo
87.

Artículo 167.
1. Los proyectos de reforma constitucional deberán ser aprobados por una mayoría de tres quintos de cada
una de las Cámaras. Si no hubiera acuerdo entre ambas, se intentará obtenerlo mediante la creación de una
Comisión de composición paritaria de Diputados y Senadores, que presentará un texto que será votado por el
Congreso y el Senado.

2. De no lograrse la aprobación mediante el procedimiento del apartado anterior, y siempre que el texto
hubiere obtenido el voto favorable de la mayoría absoluta del Senado, el Congreso, por mayoría de dos tercios,
podrá aprobar la reforma.

3. Aprobada la reforma por las Cortes Generales, será sometida a referéndum para su ratificación cuando así
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lo soliciten, dentro de los quince días siguientes a su aprobación, una décima parte de los miembros de
cualquiera de las Cámaras.

Artículo 168.
1. Cuando se propusiere la revisión total de la Constitución o una parcial que afecte al Título preliminar, al
Capítulo segundo, Sección primera del Título I, o al Título II, se procederá a la aprobación del principio por
mayoría de dos tercios de cada Cámara, y a la disolución inmediata de las Cortes.

2. Las Cámaras elegidas deberán ratificar la decisión y proceder al estudio del nuevo texto constitucional, que
deberá ser aprobado por mayoría de dos tercios de ambas Cámaras.

3. Aprobada la reforma por las Cortes Generales, será sometida a referéndum para su ratificación.

Artículo 169.
No podrá iniciarse la reforma constitucional en tiempo de guerra o de vigencia de alguno de los estados
previstos en el artículo 116.

LOTC
Ley Organica 2/1979 del Tribunal Constitucional
En este tema: arts. 1 a 26 · 26 artículos · texto consolidado a 10 de julio de 2026 · BOE-A-1979-23709

TÍTULO I DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

CAPÍTULO I DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL, SU ORGANIZACIÓN Y ATRIBUCIONES

Artículo primero.
Uno. El Tribunal Constitucional, como intérprete supremo de la Constitución, es independiente de los demás
órganos constitucionales y está sometido sólo a la Constitución y a la presente Ley Orgánica.

Dos. Es único en su orden y extiende su jurisdicción a todo el territorio nacional.
Véase el artículo 161.1 de la Constitución Española. Ref. BOE-A-1978-31229.

Artículo segundo.
Uno. El Tribunal Constitucional conocerá en los casos y en la forma que esta Ley determina:

a) Del recurso y de la cuestión de inconstitucionalidad contra Leyes, disposiciones normativas o actos con
fuerza de Ley.

b) Del recurso de amparo por violación de los derechos y libertades públicos relacionados en el artículo
cincuenta y tres, dos, de la Constitución.

c) De los conflictos constitucionales de competencia entre el Estado y las Comunidades Autónomas o de los
de éstas entre sí.

d) De los conflictos entre los órganos constitucionales del Estado. d) bis. De los conflictos en defensa de la
autonomía local.

e) De la declaración sobre la constitucionalidad de los tratados internacionales. e) bis. Del control previo de
inconstitucionalidad en el supuesto previsto en el artículo setenta y nueve de la presente Ley.

f) De las impugnaciones previstas en el número dos del artículo ciento sesenta y uno de la Constitución.

g) De la verificación de los nombramientos de los Magistrados del Tribunal Constitucional, para juzgar si
los mismos reúnen los requisitos requeridos por la Constitución y la presente Ley.

h) De las demás materias que le atribuyen la Constitución y las Leyes orgánicas.

Dos. El Tribunal Constitucional podrá dictar reglamentos sobre su propio funcionamiento y organización, así
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como sobre el régimen de su personal y servicios, dentro del ámbito de la presente Ley. Estos reglamentos,
que deberán ser aprobados por el Tribunal en Pleno, se publicarán en el «Boletín Oficial del Estado»,
autorizados por su Presidente.
Se añade la letra e) bis al apartado 1 por el art. único.1 de la Ley Orgánica 12/2015, de 22 de septiembre. Ref. BOE-A-2015-10196.
Se añade la letra d) bis al apartado 1 por el art. único.1 de la Ley Orgánica 7/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8927.
Se modifica la letra e) del apartado 1 por el art. único.1 de la Ley Orgánica 4/1985, de 7 de junio. Ref. BOE-A-1985-10478.

Artículo tercero.
La competencia del Tribunal Constitucional se extiende al conocimiento y decisión de las cuestiones
prejudiciales e incidentales no pertenecientes al orden constitucional, directamente relacionadas con la
materia de que conoce, a los solos efectos del enjuiciamiento constitucional de ésta.

Artículo cuarto.
1. En ningún caso se podrá promover cuestión de jurisdicción o competencia al Tribunal Constitucional. El
Tribunal Constitucional delimitará el ámbito de su jurisdicción y adoptará cuantas medidas sean necesarias
para preservarla, incluyendo la declaración de nulidad de aquellos actos o resoluciones que la menoscaben;
asimismo podrá apreciar de oficio o a instancia de parte su competencia o incompetencia.

2. Las resoluciones del Tribunal Constitucional no podrán ser enjuiciadas por ningún órgano jurisdiccional
del Estado.

3. Cuando el Tribunal Constitucional anule un acto o resolución que contravenga lo dispuesto en los dos
apartados anteriores lo ha de hacer motivadamente y previa audiencia al Ministerio Fiscal y al órgano autor
del acto o resolución.
Se modifica por el art. único.1 de la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo. Ref. BOE-A-2007-10483.

Artículo quinto.
El Tribunal Constitucional está integrado por doce miembros, con el título de Magistrados del Tribunal
Constitucional.
Véase el artículo 159 de la Constitución Española. Ref. BOE-A-1978-31229.

Artículo sexto.
Uno. El Tribunal Constitucional actúa en Pleno, en Sala o en Sección.

Dos. El Pleno está integrado por todos los Magistrados del Tribunal. Lo preside el Presidente del Tribunal y, en
su defecto, el Vicepresidente y, a falta de ambos, el Magistrado más antiguo en el cargo y, en caso de igual
antigüedad, el de mayor edad.

Véase el artículo 17 del Reglamento de Organización y Personal del Tribunal Constitucional. Ref. BOE-A-1990-18696.
Se modifica el apartado 1 por el art. único.2 de la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo. Ref. BOE-A-2007-10483.

Artículo séptimo.
Uno. El Tribunal Constitucional consta de dos Salas. Cada Sala está compuesta por seis Magistrados
nombrados por el Tribunal en Pleno.

Dos. El Presidente del Tribunal lo es también de la Sala Primera, que presidirá en su defecto, el Magistrado
más antiguo y, en caso de igual antigüedad, el de mayor edad.

Tres. El Vicepresidente del Tribunal presidirá en la Sala Segunda y, en su defecto, el Magistrado más antiguo y,
en caso de igual antigüedad, el de mayor edad.

Artículo octavo.
1. Para el despacho ordinario y la decisión o propuesta, según proceda, sobre la admisibilidad o
inadmisibilidad de procesos constitucionales, el Pleno y las Salas constituirán Secciones compuestas por el
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respectivo Presidente o quien le sustituya y dos Magistrados.

2. Se dará cuenta al Pleno de las propuestas de admisión o inadmisión de asuntos de su competencia. En el
caso de admisión, el Pleno podrá deferir a la Sala que corresponda el conocimiento del asunto de que se trate,
en los términos previstos en esta ley.

3. Podrá corresponder también a las Secciones el conocimiento y resolución de aquellos asuntos de amparo
que la Sala correspondiente les defiera en los términos previstos en esta ley.
Téngase en cuenta para su aplicación la disposición transitoria primera de la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo Ref. BOE-A-2007-10483, que 
establece lo siguiente: «Disposición transitoria primera. La posibilidad de que el Pleno defiera a las Salas o éstas a las Secciones el 
conocimiento y la resolución de asuntos que en principio corresponde a aquéllas, prevista en la nueva redacción de los artículos 8.2, 10.1.b), 
10.2 y 52.2 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, se podrá aplicar a los procesos constitucionales iniciados antes de la vigencia de la 
presente Ley Orgánica.»
Se modifica por el art. único.3 de la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo. Ref. BOE-A-2007-10483.
Téngase en cuenta la disposición transitoria 1 en cuanto a la aplicación del apartado 2.

Artículo noveno.
Uno. El Tribunal en Pleno elige de entre sus miembros por votación secreta a su Presidente y propone al Rey
su nombramiento.
Véase el artículo 160 de la Constitución Española. Ref. BOE-A-1978-31229.

Dos. En primera votación se requerirá la mayoría absoluta. Si ésta no se alcanzase se procederá a una segunda
votación, en la que resultará elegido quien obtuviese mayor número de votos. En caso de empate se efectuará
una última votación y si éste se repitiese, será propuesto el de mayor antigüedad en el cargo y en caso de
igualdad el de mayor edad.

Tres. El nombre del elegido se elevará al Rey para su nombramiento por un período de tres años, expirado el
cual podrá ser reelegido por una sola vez.

Cuatro. El Tribunal en Pleno elegirá entre sus miembros, por el procedimiento señalado en el apartado 2 de
este artículo y por el mismo período de tres años, un Vicepresidente, al que incumbe sustituir al Presidente en
caso de vacante, ausencia u otro motivo legal y presidir la Sala Segunda.

Artículo diez.
1. El Tribunal en Pleno conoce de los siguientes asuntos:

a) De la constitucionalidad o inconstitucionalidad de los tratados internacionales.

b) De los recursos de inconstitucionalidad contra las leyes y demás disposiciones con valor de ley, excepto
los de mera aplicación de doctrina, cuyo conocimiento podrá atribuirse a las Salas en el trámite de
admisión. Al atribuir a la Sala el conocimiento del recurso, el Pleno deberá señalar la doctrina
constitucional de aplicación.

c) De las cuestiones de constitucionalidad que reserve para sí; las demás deberán deferirse a las Salas
según un turno objetivo.

d) De los conflictos constitucionales de competencia entre el Estado y las Comunidades Autónomas o de los
de éstas entre sí. d) bis. De los recursos previos de inconstitucionalidad contra Proyectos de Estatutos de
Autonomía y contra Propuestas de Reforma de los Estatutos de Autonomía.

e) De las impugnaciones previstas en el apartado 2 del artículo 161 de la Constitución.

f) De los conflictos en defensa de la autonomía local.

g) De los conflictos entre los órganos constitucionales del Estado.

h) De las anulaciones en defensa de la jurisdicción del Tribunal previstas en el artículo 4.3.

i) De la verificación del cumplimiento de los requisitos exigidos para el nombramiento de Magistrado del
Tribunal Constitucional.
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j) Del nombramiento de los Magistrados que han de integrar cada una de las Salas.

k) De la recusación de los Magistrados del Tribunal Constitucional.

l) Del cese de los Magistrados del Tribunal Constitucional en los casos previstos en el artículo 23.

m) De la aprobación y modificación de los reglamentos del Tribunal.

n) De cualquier otro asunto que sea competencia del Tribunal pero recabe para sí el Pleno, a propuesta del
Presidente o de tres Magistrados, así como de los demás asuntos que le puedan ser atribuidos
expresamente por una ley orgánica.

2. En los casos previstos en los párrafos d), e) y f) del apartado anterior, en el trámite de admisión la decisión
de fondo podrá atribuirse a la Sala que corresponda según un turno objetivo, lo que se comunicará a las partes.

3. El Tribunal en Pleno, en ejercicio de su autonomía como órgano constitucional, elabora su presupuesto,
que se integra como una sección independiente dentro de los Presupuestos Generales del Estado.
Se añade la letra d) bis al apartado 1 por el art. único.2 de la Ley Orgánica 12/2015, de 22 de septiembre. Ref. BOE-A-2015-10196.
Se modifica por el art. único.4 de la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo. Ref. BOE-A-2007-10483.
Téngase en cuenta la disposición transitoria 1 en cuanto a la aplicación de los apartados 1.b) y 2.
Se añade la letra c) bis al apartado 1 por el art. único.2 de la Ley Orgánica 7/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8927.

Artículo once.
Uno. Las Salas del Tribunal Constitucional conocerán de los asuntos que, atribuidos a la justicia
constitucional, no sean de la competencia del Pleno.

Dos. También conocerán las Salas de aquellas cuestiones que, habiendo sido atribuidas al conocimiento de las
Secciones, entiendan que por su importancia deba resolver la propia Sala.

Artículo doce.
La distribución de asuntos entre las Salas del Tribunal se efectuará según un turno establecido por el Pleno a
propuesta de su Presidente.

Artículo trece.
Cuando una Sala considere necesario apartarse en cualquier punto de la doctrina constitucional precedente
sentada por el Tribunal, la cuestión se someterá a la decisión del Pleno.

Artículo catorce.
El Tribunal en Pleno puede adoptar acuerdos cuando estén presentes, al menos, dos tercios de los miembros
que en cada momento lo compongan. Los acuerdos de las Salas requerirán asimismo la presencia de dos
tercios de los miembros que en cada momento las compongan. En las Secciones se requerirá la presencia de
dos miembros, salvo que haya discrepancia, requiriéndose entonces la de sus tres miembros.
El Acuerdo del Pleno del Tribunal Constitucional de 20 de enero de 2005 Ref. BOE-A-2005-1252, establece: «La sustitución de Magistrados, a los 
efectos previstos en el artículo 14 de la Ley Orgánica 2/1979, se hará conforme a las siguientes reglas: 1.ª Sustitución en las Salas. Si no hubiere 
Magistrados suficientes para formar Sala, ésta se integrará con Magistrados miembros de la otra Sala, por orden de menor antigüedad y, si 
ésta fuere igual, de menor edad. 2.ª Sustitución en las Secciones. Si no hubiere Magistrados suficientes para formar Sección, ésta se integrará 
con Magistrados miembros de la Sala correspondiente, o, en su defecto, de la otra Sala, siempre conforme al orden establecido en la regla 
anterior. El presente Acuerdo entrará en vigor el mismo día de su publicación en el “Boletín Oficial del Estado”.».

Artículo quince.
El Presidente del Tribunal Constitucional ejerce la representación del Tribunal, convoca y preside el Tribunal
en Pleno y convoca las Salas; adopta las medidas precisas para el funcionamiento del Tribunal, de las Salas y
de las Secciones; comunica a las Cámaras, al Gobierno o al Consejo General del Poder Judicial, en cada caso,
las vacantes; nombra a los letrados, convoca los concursos para cubrir las plazas de funcionarios y los puestos
de personal laboral, y ejerce las potestades administrativas sobre el personal del Tribunal.
Artículo redactado conforme a la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo (Ref. BOE-A-2007-10483), por la que se modifica la Ley Orgánica 2/1979, 
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de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional. Véanse, al respecto, los artículos 1 y 14 a 19 del Reglamento de Organización y Personal del 
Tribunal Constitucional (Ref. BOE-A-1990-18696); los artículos 10 y 12 del Real Decreto 2099/1983, de 4 de agosto (Ref. BOE-A-1983-21534), por 
el que se aprueba el Ordenamiento General de Precedencias en el Estado; el artículo 16 del Real Decreto 684/2010, de 11 de abril (Ref. BOE-
A-2010-8188), por el que se aprueba el Reglamento de Honores Militares; el artículo 3 del Real Decreto 1123/2008, de 4 de julio (Ref. BOE-
A-2008-11576), sobre pasaportes diplomáticos; la Ley Orgánica 1/1985, de 18 de enero (Ref. BOE-A-1985-1604), de incompatibilidades del 
personal al servicio del Tribunal Constitucional, Consejo General del Poder Judicial, componentes del Poder Judicial y personal al servicio de 
la Administración de Justicia, Tribunal de Cuentas y Consejo de Estado, cuyo único artículo declara aplicable la Ley 53/1984, de 26 de 
diciembre (Ref. BOE-A-1985-151), de Incompatibilidades del Personal al Servicio de las Administraciones Públicas, teniendo en cuenta que esta 
última ha sido objeto de diversas modificaciones, y el artículo 6.1.b), de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio (Ref. BOE-A-1985-11672), del 
Régimen Electoral General.
Se modifica por el art. único.5 de la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo. Ref. BOE-A-2007-10483.

CAPÍTULO II DE LOS MAGISTRADOS DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Artículo dieciséis.
Uno. Los Magistrados y Magistradas del Tribunal Constitucional serán nombrados por el Rey, a propuesta de
las Cámaras, del Gobierno y del Consejo General del Poder Judicial, en las condiciones que establece el
artículo ciento cincuenta y nueve, uno, de la Constitución. Cada uno de los órganos que han de realizar las
propuestas de nombramiento garantizará el principio de presencia equilibrada de mujeres y hombres, de
forma que aquellas incluyan como mínimo un cuarenta por ciento de cada uno de los sexos. Los Magistrados y
Magistradas propuestos por el Senado serán elegidos entre las candidaturas presentadas por las Asambleas
Legislativas de las comunidades autónomas en los términos que determine el Reglamento de la Cámara.

Dos. Los candidatos propuestos por el Congreso y por el Senado deberán comparecer previamente ante las
correspondientes Comisiones en los términos que dispongan los respectivos Reglamentos.

Tres. La designación para el cargo de Magistrado del Tribunal Constitucional se hará por nueve años,
renovándose el Tribunal por terceras partes cada tres. A partir de ese momento se producirá la elección del
Presidente y Vicepresidente de acuerdo con lo previsto en el artículo 9. Si el mandato de tres años para el que
fueron designados como Presidente y Vicepresidente no coincidiera con la renovación del Tribunal
Constitucional, tal mandato quedará prorrogado para que finalice en el momento en que dicha renovación se
produzca y tomen posesión los nuevos Magistrados.

Cuatro. Ningún Magistrado podrá ser propuesto al Rey para otro período inmediato, salvo que hubiera
ocupado el cargo por un plazo no superior a tres años.

Cinco. Las vacantes producidas por causas distintas a la de la expiración del periodo para el que se hicieron
los nombramientos serán cubiertas con arreglo al mismo procedimiento utilizado para la designación del
Magistrado que hubiese causado vacante y por el tiempo que a éste restase. Si hubiese retraso en la
renovación por tercios de los Magistrados, a los nuevos que fuesen designados se les restará del mandato el
tiempo de retraso en la renovación.
Los cuatro primeros apartados de este artículo están redactados de conformidad con la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo (Ref. BOE-
A-2007-10483).
El apartado 5 ha sido adicionado por la Ley Orgánica 8/2010, de 4 de noviembre (Ref. BOE-A-2010-16973). Véanse los artículos 159.3 de la 
Constitución Española; 204 del Reglamento del Congreso de los Diputados, publicado por Resolución de 24 de febrero de 1982 (Ref. BOE-
A-1982-5196); 184, 185 y 186 del Reglamento del Senado, aprobado el día 3 de mayo de 1994 (Ref. BOE-A-1994-10831), conforme a la nueva 
redacción dada por las Reformas del Reglamento del Senado de 14 de junio de 2000 (Ref. BOE-A-2000-11370), 27 de junio de 2001 (Ref. BOE-
A-2001-12537), y 22 de noviembre de 2007 (Ref. BOE-A-2007-20344). Véanse también, los artículos 107.2 y 127 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de 
julio (Ref. BOE-A-1985-12666), del Poder Judicial.
Se modifica el apartado 1 por el art. 2 de la Ley Orgánica 2/2024, de 1 de agosto. Ref. BOE-A-2024-15936 Téngase en cuenta que esta 
modificación no será de aplicación hasta que proceda la próxima renovación o nombramiento de magistrados y magistradas del Tribunal 
Constitucional tras la entrada en vigor de la citada Ley Orgánica, según establece su disposición transitoria 2.1.
Se añade el apartado 5 por el art. 2 de la Ley Orgánica 8/2010, de 4 de noviembre. Ref. BOE-A-2010-16973.
Se añade el párrafo segundo del apartado 1 y los apartados 3 y 4, y se modifica el apartado 2 por el art. único.6 y 7 de la Ley Orgánica 6/2007, 
de 24 de mayo. Ref. BOE-A-2007-10483.
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Artículo diecisiete.
Uno. Antes de los cuatro meses previos a la fecha de expiración de los nombramientos, el Presidente del
Tribunal solicitará de los Presidentes de los órganos que han de hacer las propuestas para la designación de
los nuevos Magistrados, que inicien el procedimiento para ello.

Dos. Los Magistrados del Tribunal Constitucional continuarán en el ejercicio de sus funciones hasta que
hayan tomado posesión quienes hubieren de sucederles.

Artículo dieciocho.
Los miembros del Tribunal Constitucional deberán ser nombrados entre ciudadanos españoles que sean
Magistrados, Fiscales, Profesores de Universidad, funcionarios públicos o Abogados, todos ellos juristas de
reconocida competencia con más de quince años de ejercicio profesional o en activo en la respectiva función.

Véase el artículo 159.2 de la Constitución.

Artículo diecinueve.
Uno. El cargo de Magistrado del Tribunal Constitucional es incompatible: Primero, con el de Defensor del
Pueblo; segundo, con el de Diputado y Senador; tercero, con cualquier cargo político o administrativo del
Estado, las Comunidades Autónomas, las provincias u otras Entidades locales; cuarto, con el ejercicio de
cualquier jurisdicción o actividad propia de la carrera judicial o fiscal; quinto, con empleos de todas clases en
los Tribunales y Juzgados de cualquier orden jurisdiccional; sexto, con el desempeño de funciones directivas
en los partidos políticos, sindicatos, asociaciones, fundaciones y colegios profesionales y con toda clase de
empleo al servicio de los mismos; séptimo, con el desempeño de actividades profesionales o mercantiles. En
lo demás, los miembros del Tribunal Constitucional tendrán las incompatibilidades propias de los miembros
del Poder Judicial.

Dos. Cuando concurriere causa de incompatibilidad en quien fuere propuesto como Magistrado del Tribunal,
deberá, antes de tomar posesión, cesar en el cargo o en la actividad incompatible. Si no lo hiciere en el plazo
de diez días siguientes a la propuesta, se entenderá que no acepta el cargo de Magistrado del Tribunal
Constitucional. La misma regla se aplicará en el caso de incompatibilidad sobrevenida.

Ténganse en cuenta los artículos 127 y 159.4 de la Constitución y la Ley Orgánica 1/1985, de 18 de enero (Ref. BOE-A-1985-1604), de 
incompatibilidades del personal al servicio del Tribunal Constitucional, Consejo General del Poder Judicial, componentes del Poder Judicial y 
personal al servicio de la Administración de Justicia, Tribunal de Cuentas y Consejo de Estado, cuyo único artículo declara aplicable la Ley 
53/1984, de 26 de diciembre (Ref. BOE-A-1985-151), de Incompatibilidades del personal al Servicio de las Administraciones Públicas, teniendo 
en cuenta que esta última ha sido objeto de diversas modificaciones. Véase, asimismo, el artículo 6.1.c), de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de 
junio del Régimen Electoral General, y los artículos 389 y siguientes de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial.

Artículo veinte.
Los miembros de la carrera judicial y fiscal y, en general, los funcionarios públicos nombrados Magistrados y
letrados del Tribunal pasarán a la situación de servicios especiales en su carrera de origen.

Artículo redactado conforme a la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo (Ref. BOE-A-2007-10483).
Se modifica por el art. único.8 de la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo. Ref. BOE-A-2007-10483.

Artículo veintiuno.
El Presidente y los demás Magistrados del Tribunal Constitucional prestarán, al asumir su cargo ante el Rey, el
siguiente juramento o promesa: «Juro (o prometo) guardar y hacer guardar fielmente y en todo tiempo la
Constitución española, lealtad a la Corona y cumplir mis deberes como Magistrado Constitucional.»
En el mismo sentido, véase el Real Decreto 707/1979, de 5 de abril (Ref. BOE-A-1979-9453), por el que se establece la fórmula de juramento en 
cargos y funciones públicas.
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Artículo veintidós.
Los Magistrados del Tribunal Constitucional ejercerán su función de acuerdo con los principios de
imparcialidad y dignidad inherentes a la misma; no podrán ser perseguidos por las opiniones expresadas en el
ejercicio de sus funciones; serán inamovibles y no podrán ser destituidos ni suspendidos sino por alguna de
las causas que esta Ley establece.

Véase el artículo 159.5 de la Constitución.

Artículo veintitrés.
Uno. Los Magistrados del Tribunal Constitucional cesan por alguna de las causas siguientes: Primero, por
renuncia aceptada por el Presidente del Tribunal; segundo, por expiración del plazo de su nombramiento;
tercero, por incurrir en alguna causa de incapacidad de las previstas para los miembros del Poder Judicial;
cuarto, por incompatibilidad sobrevenida; quinto, por dejar de atender con diligencia los deberes de su cargo;
sexto, por violar la reserva propia de su función; séptimo, por haber sido declarado responsable civilmente
por dolo o condenado por delito doloso o por culpa grave.

Dos. El cese o la vacante en el cargo de Magistrado del Tribunal Constitucional, en los casos primero y
segundo, así como en el de fallecimiento, se decretará por el Presidente. En los restantes supuestos decidirá el
Tribunal en Pleno, por mayoría simple en los casos tercero y cuarto y por mayoría de las tres cuartas partes de
sus miembros en los demás casos.
Véase el artículo 10.1.l) de esta Ley Orgánica.

Artículo veinticuatro.
Los Magistrados del Tribunal Constitucional podrán ser suspendidos por el Tribunal, como medida previa, en
caso de procesamiento o por el tiempo indispensable para resolver sobre la concurrencia de alguna de las
causas de cese establecidas en el artículo anterior. La suspensión requiere el voto favorable de las tres cuartas
partes de los miembros del Tribunal reunido en Pleno.

Artículo veinticinco.
Uno. Los Magistrados del Tribunal que hubieran desempeñado el cargo durante un mínimo de tres años
tendrán derecho a una remuneración de transición por un año, equivalente a la que percibieran en el
momento del cese.

Dos. Cuando el Magistrado del Tribunal proceda de cualquier Cuerpo de funcionarios con derecho a
jubilación, se le computará, a los efectos de determinación del haber pasivo, el tiempo de desempeño de las
funciones constitucionales y se calculará aquél sobre el total de las remuneraciones que hayan correspondido
al Magistrado del Tribunal Constitucional durante el último año.

Artículo veintiséis.
La responsabilidad criminal de los Magistrados del Tribunal Constitucional sólo será exigible ante la Sala de lo
Penal del Tribunal Supremo.
Véase el artículo 57.1.2.º de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial.
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Ley-Gobierno
Ley 50/1997 del Gobierno
En este tema: arts. 1 a 21 · 21 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-A-1997-25336

TÍTULO I DEL GOBIERNO: COMPOSICIÓN, ORGANIZACIÓN Y ÓRGANOS DE COLABORACIÓN Y APOYO

CAPÍTULO I DEL GOBIERNO, SU COMPOSICIÓN, ORGANIZACIÓN Y FUNCIONES

Artículo 1. Del Gobierno.
1. El Gobierno dirige la política interior y exterior, la Administración civil y militar y la defensa del Estado.
Ejerce la función ejecutiva y la potestad reglamentaria de acuerdo con la Constitución y las leyes.

2. El Gobierno se compone del Presidente, del Vicepresidente o Vicepresidentes, en su caso, y de los Ministros.

3. Los miembros del Gobierno se reúnen en Consejo de Ministros y en Comisiones Delegadas del Gobierno.

Artículo 2. Del Presidente del Gobierno.
1. El Presidente dirige la acción del Gobierno y coordina las funciones de los demás miembros del mismo, sin
perjuicio de la competencia y responsabilidad directa de los Ministros en su gestión.

2. En todo caso, corresponde al Presidente del Gobierno:

a) Representar al Gobierno.

b) Establecer el programa político del Gobierno y determinar las directrices de la política interior y
exterior y velar por su cumplimiento.

c) Proponer al Rey, previa deliberación del Consejo de Ministros, la disolución del Congreso, del Senado o
de las Cortes Generales.

d) Plantear ante el Congreso de los Diputados, previa deliberación del Consejo de Ministros, la cuestión de
confianza.

e) Proponer al Rey la convocatoria de un referéndum consultivo, previa autorización del Congreso de los
Diputados.

f) Dirigir la política de defensa y ejercer respecto de las Fuerzas Armadas las funciones previstas en la
legislación reguladora de la defensa nacional y de la organización militar.

g) Convocar, presidir y fijar el orden del día de las reuniones del Consejo de Ministros, sin perjuicio de lo
previsto en el artículo 62.g) de la Constitución.

h) Refrendar, en su caso, los actos del Rey y someterle, para su sanción, las leyes y demás normas con
rango de ley, de acuerdo con lo establecido en los artículos 64 y 91 de la Constitución.

i) Interponer el recurso de inconstitucionalidad.

j) Crear, modificar y suprimir, por Real Decreto, los Departamentos Ministeriales, así como las Secretarías
de Estado, Asimismo, le corresponde la aprobación de la estructura orgánica de la Presidencia del
Gobierno.

k) Proponer al Rey el nombramiento y separación de los Vicepresidentes y de los Ministros.

l) Resolver los conflictos de atribuciones que puedan surgir entre los diferentes Ministerios.

m) Impartir instrucciones a los demás miembros del Gobierno.

n) Ejercer cuantas otras atribuciones le confieran la Constitución y las leyes.

Artículo 3. Del Vicepresidente o Vicepresidentes del Gobierno.
1. Al Vicepresidente o Vicepresidentes, cuando existan, les corresponderá el ejercicio de las funciones que les
encomiende el Presidente.

2. El Vicepresidente que asuma la titularidad de un Departamento Ministerial, ostentará, además, la condición
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de Ministro.

Artículo 4. De los Ministros.
1. Los Ministros, como titulares de sus Departamentos, tienen competencia y responsabilidad en la esfera
específica de su actuación, y les corresponde el ejercicio de las siguientes funciones:

a) Desarrollar la acción del Gobierno en el ámbito de su Departamento, de conformidad con los acuerdos
adoptados en Consejo de Ministros o con las directrices del Presidente del Gobierno.

b) Ejercer la potestad reglamentaria en las materias propias de su Departamento.

c) Ejercer cuantas otras competencias les atribuyan las leyes, las normas de organización y funcionamiento
del Gobierno y cualesquiera otras disposiciones.

d) Refrendar, en su caso, los actos del Rey en materia de su competencia.

2. Además de los Ministros titulares de un Departamento, podrán existir Ministros sin cartera, a los que se les
atribuirá la responsabilidad de determinadas funciones gubernamentales. En caso de que existan Ministros
sin cartera, por Real Decreto se determinará el ámbito de sus competencias, la estructura administrativa, así
como los medios materiales y personales que queden adscritos al mismo.
Téngase en cuenta que esta última actualización del apartado 2, establecida por la disposición final 3.1 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. 
BOE-A-2015-10566, entra en vigor el 2 de octubre de 2016, según determina la disposición final 18 de la citada ley. Redacción anterior: "2. 
Además de los Ministros titulares de un Departamento, podrán existir Ministros sin cartera, a los que se les atribuirá la responsabilidad de 
determinadas funciones gubernamentales."
Se modifica el apartado 2, con efectos de 2 de octubre de 2016, por la disposición final 3.1 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-
A-2015-10566.

Artículo 5. Del Consejo de Ministros.
1. Al Consejo de Ministros, como órgano colegiado del Gobierno, le corresponde el ejercicio de las siguientes
funciones:

a) Aprobar los proyectos de ley y su remisión al Congreso de los Diputados o, en su caso, al Senado.

b) Aprobar el Proyecto de Ley de Presupuestos Generales del Estado.

c) Aprobar los Reales Decretos-leyes y los Reales Decretos Legislativos.

d) Acordar la negociación y firma de Tratados internacionales, así como su aplicación provisional.

e) Remitir los Tratados internacionales a las Cortes Generales en los términos previstos en los artículos 94
y 96.2 de la Constitución.

f) Declarar los estados de alarma y de excepción y proponer al Congreso de los Diputados la declaración
del estado de sitio.

g) Disponer la emisión de Deuda Pública o contraer crédito, cuando haya sido autorizado por una Ley.

h) Aprobar los reglamentos para el desarrollo y la ejecución de las leyes, previo dictamen del Consejo de
Estado, así como las demás disposiciones reglamentarias que procedan.

i) Crear, modificar y suprimir los órganos directivos de los Departamentos Ministeriales.

j) Adoptar programas, planes y directrices vinculantes para todos los órganos de la Administración General
del Estado.

k) Ejercer cuantas otras atribuciones le confieran la Constitución, las leyes y cualquier otra disposición.

2. A las reuniones del Consejo de Ministros podrán asistir los Secretarios de Estado y excepcionalmente otros
altos cargos, cuando sean convocados para ello, sin perjuicio de lo dispuesto en los tratados internacionales
válidamente celebrados por España.
Téngase en cuenta que esta actualización del apartado 2, establecida por la disposición final 11.1 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero, 
Ref. BOE-A-2025-76 -11, entra en vigor el 3 de abril de 2025 según determina su disposición final 38.1. Redacción anterior: "2. A las reuniones 
del Consejo de Ministros podrán asistir los Secretarios de Estado y excepcionalmente otros altos cargos, cuando sean convocados para ello."
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3. Las deliberaciones del Consejo de Ministros serán secretas.
Se modifica el apartado 2, con efectos desde el 3 de abril de 2025, por la disposición final 11.1 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero. Ref. 
BOE-A-2025-76
Se modifica, con efectos de 2 de octubre de 2016, por la disposición final 3.2 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-A-2015-10566.

Artículo 6. De las Comisiones Delegadas del Gobierno.
1. La creación, modificación y supresión de las Comisiones Delegadas del Gobierno será acordada por el
Consejo de Ministros mediante Real Decreto, a propuesta del Presidente del Gobierno.

2. El Real Decreto de creación de una Comisión Delegada deberá especificar, en todo caso:

a) El miembro del Gobierno que asume la presidencia de la Comisión.

b) Los miembros del Gobierno y, en su caso, Secretarios de Estado que la integran.

c) Las funciones que se atribuyen a la Comisión.

d) El miembro de la Comisión al que corresponde la Secretaría de la misma.

e) El régimen interno de funcionamiento y en particular el de convocatorias y suplencias.
Téngase en cuenta que esta última actualización del apartado 2, establecida por la disposición final 3.3 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. 
Ref. BOE-A-2015-10566, entra en vigor el 2 de octubre de 2016, según determina la disposición final 18 de la citada ley. Redacción anterior: 
"2. El Real Decreto de creación de una Comisión Delegada deberá especificar, en todo caso: a) El miembro del Gobierno que asume la 
presidencia de la Comisión. b) Los miembros del Gobierno y, en su caso, Secretarios de Estado que la integran. c) Las funciones que se 
atribuyen a la Comisión. d) El miembro de la Comisión al que corresponde la Secretaría de la misma."

3. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, podrán ser convocados a las reuniones de las Comisiones
Delegadas los titulares de aquellos otros órganos superiores y directivos de la Administración General del
Estado que se estime conveniente.

4. Corresponde a las Comisiones Delegadas, como órganos colegiados del Gobierno:

a) Examinar las cuestiones de carácter general que tengan relación con varios de los Departamentos
Ministeriales que integren la Comisión.

b) Estudiar aquellos asuntos que, afectando a varios Ministerios, requieran la elaboración de una propuesta
conjunta previa a su resolución por el Consejo de Ministros.

c) Resolver los asuntos que, afectando a más de un Ministerio, no requieran ser elevados al Consejo de
Ministros.

d) Ejercer cualquier otra atribución que les confiera el ordenamiento jurídico o que les delegue el Consejo
de Ministros.

5. Las deliberaciones de las Comisiones Delegadas del Gobierno serán secretas.
Se modifica, con efectos de 2 de octubre de 2016, el apartado 2 por la disposición final 3.3 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-
A-2015-10566.

CAPÍTULO II DE LOS ÓRGANOS DE COLABORACIÓN Y APOYO DEL GOBIERNO

Artículo 7. De los Secretarios de Estado.
1. Los Secretarios de Estado son órganos superiores de la Administración General del Estado, directamente
responsables de la ejecución de la acción del Gobierno en un sector de actividad específica de un
Departamento o de la Presidencia del Gobierno.

2. Actúan bajo la dirección del titular del Departamento al que pertenezcan. Cuando estén adscritos a la
Presidencia del Gobierno, actúan bajo la dirección del Presidente.
Téngase en cuenta que esta última actualización del apartado 2, establecida por la disposición final 3.4 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. 
BOE-A-2015-10566, entra en vigor el 2 de octubre de 2016, según determina la disposición final 18 de la citada ley. Redacción anterior: "2. 
Actúan bajo la dirección del titular del Departamento al que pertenezcan. Cuando estén adscritos a la Presidencia del Gobierno, actúan bajo 
la dirección del Presidente. Asimismo, podrán ostentar por delegación expresa de sus respectivos Ministros la representación de éstos en 
materias propias de su competencia, incluidas aquéllas con proyección internacional, sin perjuicio, en todo caso, de las normas que rigen las 
relaciones de España con otros Estados y con las Organizaciones internacionales."
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3. Las competencias de los Secretarios de Estado son las que se determinan en la Ley de Organización y
Funcionamiento de la Administración General del Estado.
Se modifica, con efectos de 2 de octubre de 2016, el apartado 2 por la disposición final 3.4 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-
A-2015-10566.

Artículo 8. De la Comisión General de Secretarios de Estado y Subsecretarios.
1. La Comisión General de Secretarios de Estado y Subsecretarios estará integrada por los titulares de las
Secretarías de Estado y por los Subsecretarios de los distintos Departamentos Ministeriales. Asistirá
igualmente el Abogado General del Estado y aquellos altos cargos con rango de Secretario de Estado o
Subsecretario que sean convocados por el Presidente por razón de la materia de que se trate.

2. La Presidencia de la Comisión General de Secretarios de Estado y Subsecretarios corresponde a un
Vicepresidente del Gobierno o, en su defecto, al Ministro de la Presidencia. En caso de ausencia del Presidente
de la Comisión, la presidencia recaerá en el Ministro que corresponda según el orden de precedencia de los
Departamentos ministeriales. No se entenderá por ausencia la interrupción transitoria en la asistencia a la
reunión de la Comisión. En ese caso, las funciones que pudieran corresponder al Presidente serán ejercidas
por la siguiente autoridad en rango presente, de conformidad con el orden de precedencia de los distintos
Departamentos ministeriales.

3. La Secretaría de la Comisión General de Secretarios de Estado y Subsecretarios será ejercida por el
Subsecretario de la Presidencia. En caso de ausencia, vacante o enfermedad, actuará como Secretario el
Director del Secretariado del Gobierno.

4. Las deliberaciones de la Comisión General de Secretarios de Estado y Subsecretarios serán reservadas. En
ningún caso la Comisión podrá adoptar decisiones o acuerdos por delegación del Gobierno.

5. Corresponde a la Comisión General de Secretarios de Estado y Subsecretarios:

a) El examen de todos los asuntos que vayan a someterse a aprobación del Consejo de Ministros, excepto
los nombramientos, ceses, ascensos a cualquiera de los empleos de la categoría de oficiales generales y
aquéllos que, excepcionalmente y por razones de urgencia, deban ser sometidos directamente al Consejo
de Ministros.

b) El análisis o discusión de aquellos asuntos que, sin ser competencia del Consejo de Ministros o sus
Comisiones Delegadas, afecten a varios Ministerios y sean sometidos a la Comisión por su presidente.

6. La Comisión General de Secretarios de Estado y Subsecretarios podrá celebrar sesiones, deliberar y aprobar
actas a distancia por medios electrónicos, siempre que los miembros participantes se encuentren en territorio
español y quede acreditada su identidad. Asimismo, se deberá asegurar la comunicación entre ellos en tiempo
real durante la sesión, disponiéndose los medios necesarios para garantizar el carácter secreto o reservado de
sus deliberaciones.
Se añade el apartado 6 por el art. 221.1 del Real Decreto-ley 5/2023, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2023-15135
Se modifica, con efectos de 2 de octubre de 2016, por la disposición final 3.5 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-A-2015-10566.

Artículo 9. Del Secretariado del Gobierno.
1. El Secretariado del Gobierno, como órgano de apoyo del Consejo de Ministros, de las Comisiones Delegadas
del Gobierno y de la Comisión General de Secretarios de Estado y Subsecretarios, ejercerá las siguientes
funciones:

a) La asistencia al Ministro-Secretario del Consejo de Ministros.

b) La remisión de las convocatorias a los diferentes miembros de los órganos colegiados anteriormente
enumerados.

c) La colaboración con las Secretarías Técnicas de las Comisiones Delegadas del Gobierno.

d) El archivo y custodia de las convocatorias, órdenes del día y actas de las reuniones.
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e) Velar por el cumplimiento de los principios de buena regulación aplicables a las iniciativas normativas y
contribuir a la mejora de la calidad técnica de las disposiciones aprobadas por el Gobierno.

f) Velar por la correcta y fiel publicación de las disposiciones y normas emanadas del Gobierno que deban
insertarse en el "Boletín Oficial del Estado".

2. Asimismo, el Secretariado del Gobierno, como órgano de asistencia al Ministro de la Presidencia, ejercerá
las siguientes funciones:

a) Los trámites relativos a la sanción y promulgación real de las leyes aprobadas por las Cortes Generales y
la expedición de los Reales Decretos.

b) La tramitación de los actos y disposiciones del Rey cuyo refrendo corresponde al Presidente del
Gobierno.

c) La tramitación de los actos y disposiciones que el ordenamiento jurídico atribuye a la competencia del
Presidente del Gobierno.

3. El Secretariado del Gobierno se integra en la estructura orgánica del Ministerio de la Presidencia, tal como
se prevea en el Real Decreto de estructura de ese Ministerio. El Director del Secretariado del Gobierno
ejercerá la secretaría adjunta de la Comisión General de Secretarios de Estado y Subsecretarios.

4. De conformidad con las funciones que tiene atribuidas y de acuerdo con las normas que rigen la
elaboración de las disposiciones de carácter general, el Secretariado del Gobierno propondrá al Ministro de la
Presidencia la aprobación de las instrucciones que han de seguirse para la tramitación de asuntos ante los
órganos colegiados del Gobierno y los demás previstos en el apartado segundo de este artículo. Las
instrucciones preverán expresamente la forma de documentar las propuestas y acuerdos adoptados por
medios electrónicos, que deberán asegurar la identidad de los órganos intervinientes y la fehaciencia del
contenido.

Téngase en cuenta que esta última actualización, establecida por la disposición final 3.6 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-
A-2015-10566, entra en vigor el 2 de octubre de 2016, según determina la disposición final 18 de la citada ley. Redacción anterior: "1. El 
Secretariado del Gobierno, como órgano de apoyo del Consejo de Ministros, de las Comisiones Delegadas del Gobierno y de la Comisión 
General de Secretarios de Estado y Subsecretarios, ejercerá las siguientes funciones: a) La asistencia al Ministro-Secretario del Consejo de 
Ministros. b) La remisión de las convocatorias a los diferentes miembros de los órganos colegiados anteriormente enumerados. c) La 
colaboración con las Secretarías Técnicas de las Comisiones Delegadas del Gobierno. d) El archivo y custodia de las convocatorias, órdenes del 
día y actas de las reuniones. e) Velar por la correcta y fiel publicación de las disposiciones y normas emanadas del Gobierno que deban 
insertarse en el «Boletín Oficial del Estado». 2. El Secretariado del Gobierno se integra en la estructura orgánica del Ministerio de la 
Presidencia."
Se modifica, con efectos de 2 de octubre de 2016, por la disposición final 3.6 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-A-2015-10566.

Artículo 10. De los Gabinetes.
1. Los Gabinetes son órganos de apoyo político y técnico del Presidente del Gobierno, de los Vicepresidentes,
de los Ministros y de los Secretarios de Estado. Los miembros de los Gabinetes realizan tareas de confianza y
asesoramiento especial sin que en ningún caso puedan adoptar actos o resoluciones que correspondan
legalmente a los órganos de la Administración General del Estado o de las organizaciones adscritas a ella, sin
perjuicio de su asistencia o pertenencia a órganos colegiados que adopten decisiones administrativas.
Asimismo, los directores de los gabinetes podrán dictar los actos administrativos propios de la jefatura de la
unidad que dirigen. Particularmente, los Gabinetes prestan su apoyo a los miembros del Gobierno y
Secretarios de Estado en el desarrollo de su labor política, en el cumplimiento de las tareas de carácter
parlamentario y en sus relaciones con las instituciones y la organización administrativa. El Gabinete de la
Presidencia del Gobierno se regulará por Real Decreto del Presidente en el que se determinará, entre otros
aspectos, su estructura y funciones. El resto de Gabinetes se regulará por lo dispuesto en esta Ley.

2. Los Directores de Gabinete tendrán el nivel orgánico que se determine reglamentariamente. El resto de
miembros del Gabinete tendrán la situación y grado administrativo que les corresponda en virtud de la
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legislación correspondiente.

3. Las retribuciones de los miembros de los Gabinetes se determinan por el Consejo de Ministros dentro de las
consignaciones presupuestarias establecidas al efecto adecuándose, en todo caso, a las retribuciones de la
Administración General del Estado.
Téngase en cuenta que esta última actualización, establecida por la disposición final 3.7 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-
A-2015-10566, entra en vigor el 2 de octubre de 2016, según determina la disposición final 18 de la citada ley. Redacción anterior: "1. Los 
Gabinetes son órganos de apoyo político y técnico del Presidente del Gobierno, de los Vicepresidentes, de los Ministros y de los Secretarios de 
Estado. Los miembros de los Gabinetes realizan tareas de confianza y asesoramiento especial sin que en ningún caso puedan adoptar actos o 
resoluciones que correspondan legalmente a los órganos de la Administración General del Estado o de las organizaciones adscritas a ella. 
Particularmente les prestan su apoyo en el desarrollo de su labor política, en el cumplimiento de las tareas de carácter parlamentario y en sus 
relaciones con las instituciones y la organización administrativa. 2. A los Directores, Subdirectores y demás miembros de estos Gabinetes les 
corresponde el nivel orgánico que reglamentariamente se determine. 3. El número y las retribuciones de sus miembros se determinan por el 
Consejo de Ministros dentro de las consignaciones presupuestarias establecidas al efecto adecuándose, en todo caso, a las retribuciones de la 
Administración General del Estado."
Se modifica, con efectos de 2 de octubre de 2016, por la disposición final 3.7 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-A-2015-10566.

TÍTULO II DEL ESTATUTO DE LOS MIEMBROS DEL GOBIERNO, DE LOS SECRETARIOS DE ESTADO Y DE LOS DIRE

CAPÍTULO I DE LOS MIEMBROS DEL GOBIERNO

Artículo 11. De los requisitos de acceso al cargo.
Para ser miembro del Gobierno se requiere ser español, mayor de edad, disfrutar de los derechos de sufragio
activo y pasivo, así como no estar inhabilitado para ejercer empleo o cargo público por sentencia judicial
firme y reunir el resto de requisitos de idoneidad previstos en la Ley 3/2015, de 30 de marzo, reguladora del
ejercicio del alto cargo de la Administración General del Estado.
Téngase en cuenta que esta última actualización, establecida por la disposición final 3.8 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-
A-2015-10566, entra en vigor el 2 de octubre de 2016, según determina la disposición final 18 de la citada ley. Redacción anterior: "Para ser 
miembro del Gobierno se requiere ser español, mayor de edad, disfrutar de los derechos de sufragio activo y pasivo, así como no estar 
inhabilitado para ejercer empleo o cargo público por sentencia judicial firme."
Se modifica, con efectos de 2 de octubre de 2016, por la disposición final 3.8 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-A-2015-10566.

Artículo 12. Del nombramiento y cese.
1. El nombramiento y cese del Presidente del Gobierno se producirá en los términos previstos en la
Constitución.

2. Los Vicepresidentes y Ministros serán nombrados y separados por el Rey, a propuesta del Presidente del
Gobierno. El nombramiento conllevará el cese en el puesto que, en su caso, se estuviera desempeñando, salvo
cuando en el caso de los Vicepresidentes, se designe como tal a un Ministro que conserve la titularidad del
Departamento. Cuando el cese en el anterior cargo correspondiera al Consejo de Ministros, se dejará
constancia de esta circunstancia en el nombramiento del nuevo titular. La separación de los Ministros sin
cartera llevará aparejada la extinción de dichos órganos. 2 bis. En el nombramiento de las personas titulares
de las Vicepresidencias y los Ministerios se garantizará el principio de presencia equilibrada de mujeres y
hombres, de forma que cada uno de los sexos suponga como mínimo el cuarenta por ciento en su conjunto.

3. La separación de los Vicepresidentes del Gobierno llevará aparejada la extinción de dichos órganos, salvo el
caso en que simultáneamente se designe otro vicepresidente en sustitución del separado.

4. Por Real Decreto se regulará el estatuto que fuera aplicable a los Presidentes del Gobierno tras su cese.
Se añade el apartado 2 bis por el art. 7 de la Ley Orgánica 2/2024, de 1 de agosto. Ref. BOE-A-2024-15936
Se modifica, con efectos de 2 de octubre de 2016, por la disposición final 3.9 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-A-2015-10566.

Artículo 13. De la suplencia.
1. En los casos de vacante, ausencia o enfermedad, las funciones del Presidente del Gobierno serán asumidas
por los Vicepresidentes, de acuerdo con el correspondiente orden de prelación, y, en defecto de ellos, por los
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Ministros, según el orden de precedencia de los Departamentos.

2. La suplencia de los Ministros, para el despacho ordinario de los asuntos de su competencia, será
determinada por Real Decreto del Presidente del Gobierno, debiendo recaer, en todo caso, en otro miembro
del Gobierno. El Real Decreto expresará entre otras cuestiones la causa y el carácter de la suplencia.

3. No se entenderá por ausencia la interrupción transitoria de la asistencia a la reunión de un órgano
colegiado. En tales casos, las funciones que pudieran corresponder al miembro del gobierno durante esa
situación serán ejercidas por la siguiente autoridad en rango presente.
Téngase en cuenta que esta última actualización, establecida por la disposición final 3.10 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-
A-2015-10566, entra en vigor el 2 de octubre de 2016, según determina la disposición final 18 de la citada ley. Redacción anterior: "1. En los 
casos de vacante, ausencia o enfermedad, las funciones del Presidente del Gobierno serán asumidas por los Vicepresidentes, de acuerdo con 
el correspondiente orden de prelación, y, en defecto de ellos, por los Ministros, según el orden de precedencia de los Departamentos. 2. La 
suplencia de los Ministros, para el despacho ordinario de los asuntos de su competencia, será determinada por Real Decreto del Presidente del 
Gobierno, debiendo recaer, en todo caso, en otro miembro del Gobierno. El Real Decreto expresará la causa y el carácter de la suplencia."
Se modifica, con efectos de 2 de octubre de 2016, por la disposición final 3.10 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-A-2015-10566.

Artículo 14. Del régimen de incompatibilidades de los miembros del Gobierno.
1. Los miembros del Gobierno no podrán ejercer otras funciones representativas que las propias del mandato
parlamentario, ni cualquier otra función pública que no derive de su cargo, ni actividad profesional o
mercantil alguna.

2. Será de aplicación, asimismo, a los miembros del Gobierno el régimen de incompatibilidades de los altos
cargos de la Administración General del Estado.

CAPÍTULO II DE LOS SECRETARIOS DE ESTADO

Artículo 15. Del nombramiento, cese, suplencia e incompatibilidades de los Secretarios de Estado.
1. Los Secretarios de Estado son nombrados y separados por Real Decreto del Consejo de Ministros, aprobado
a propuesta del Presidente del Gobierno o del miembro del Gobierno a cuyo Departamento pertenezcan.

2. La suplencia de los Secretarios de Estado del mismo Departamento se determinará según el orden de
precedencia que se derive del Real Decreto de estructura orgánica del Ministerio.

3. Los Secretarios de Estado dependientes directamente de la Presidencia del Gobierno serán suplidos por
quien designe el Presidente.

4. Es de aplicación a los Secretarios de Estado el régimen de incompatibilidades previsto para los altos cargos
de la Administración General del Estado.

CAPÍTULO III DE LOS DIRECTORES DE LOS GABINETES DE PRESIDENTE, VICEPRESIDENTES, MINISTROS Y SEC

Artículo 16. Del nombramiento y cese de los Directores de los Gabinetes.
1. Los Directores de los Gabinetes del Presidente, de los Vicepresidentes y de los Ministros serán nombrados y
separados por Real Decreto aprobado en Consejo de Ministros.

2. Los Directores de Gabinete de los Secretarios de Estado serán nombrados por Orden Ministerial, previo
conocimiento del Consejo de Ministros.

3. Los Directores de los Gabinetes cesarán automáticamente cuando cese el titular del cargo del que
dependen. En el supuesto del Gobierno en funciones continuarán hasta la formación del nuevo Gobierno.

4. Los funcionarios que se incorporen a los Gabinetes a que se refiere este artículo pasarán a la situación de
servicios especiales, salvo que opten por permanecer en la situación de servicio activo en su Administración
de origen. Del mismo modo, el personal no funcionario que se incorpore a estos Gabinetes tendrá derecho a la
reserva del puesto y antigüedad, conforme a lo dispuesto en su legislación específica.

Ley-Gobierno · arts. 13-16Tema 1 · La Constitución española de 1978. Características y estructura. Las Cortes Generales. El Gobierno. El Tribu…

1

TEMARIO Cuerpo especial de ayudantes de auditoría (29 de 66 temas) · Sindicatura de Cuentas de las Illes Balears · oposicionesexpress.c… pág. 34



TÍTULO III DE LAS NORMAS DE FUNCIONAMIENTO DEL GOBIERNO Y DE LA DELEGACIÓN DE COMPETENCIAS

Artículo 17. De las normas aplicables al funcionamiento del Gobierno.
El Gobierno se rige, en su organización y funcionamiento, por la presente Ley y por:

a) Los Reales Decretos del Presidente del Gobierno sobre la composición y organización del Gobierno, así
como de sus órganos de colaboración y apoyo.

b) Las disposiciones organizativas internas, de funcionamiento y actuación emanadas del Presidente del
Gobierno o del Consejo de Ministros.

Artículo 18. Del funcionamiento del Consejo de Ministros.
1. El Presidente del Gobierno convoca y preside las reuniones del Consejo de Ministros, actuando como
Secretario el Ministro de la Presidencia.

2. Las reuniones del Consejo de Ministros podrán tener carácter decisorio o deliberante.

3. El orden del día de las reuniones del Consejo de Ministros se fijará por el Presidente del Gobierno.

4. De las sesiones del Consejo de Ministros se levantará acta en la que figurarán, exclusivamente, las
circunstancias relativas al tiempo y lugar de su celebración, la relación de asistentes, los acuerdos adoptados y
los informes presentados.

Artículo 19. De las actas de las Comisiones Delegadas del Gobierno y de la Comisión General de 
Secretarios de Estado y Subsecretarios.
A las Comisiones Delegadas del Gobierno y a la Comisión General de Secretarios de Estado y Subsecretarios
les será de aplicación lo dispuesto en el artículo 18 de la presente Ley en relación con las actas de dichos
órganos colegiados.

Artículo 20. Delegación y avocación de competencias.
1. Pueden delegar el ejercicio de competencias propias:

a) El Presidente del Gobierno en favor del Vicepresidente o Vicepresidentes y de los Ministros.

b) Los Ministros en favor de los Secretarios de Estado y de los Subsecretarios dependientes de ellos, de los
Delegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas y de los demás órganos directivos del Ministerio.

2. Asimismo, son delegables a propuesta del Presidente del Gobierno las funciones administrativas del
Consejo de Ministros en las Comisiones Delegadas del Gobierno.

3. No son en ningún caso delegables las siguientes competencias:

a) Las atribuidas directamente por la Constitución.

b) Las relativas al nombramiento y separación de los altos cargos atribuidas al Consejo de Ministros.

c) Las atribuidas a los órganos colegiados del Gobierno, con la excepción prevista en el apartado 2 de este
artículo.

d) Las atribuidas por una ley que prohíba expresamente la delegación.

4. El Consejo de Ministros podrá avocar para sí, a propuesta del Presidente del Gobierno, el conocimiento de
un asunto cuya decisión corresponda a las Comisiones Delegadas del Gobierno. La avocación se realizará
mediante acuerdo motivado al efecto, del que se hará mención expresa en la decisión que se adopte en el
ejercicio de la avocación. Contra el acuerdo de avocación no cabrá recurso, aunque podrá impugnarse en el
que, en su caso, se interponga contra la decisión adoptada.
Téngase en cuenta que esta última actualización, establecida por la disposición final 3.11 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-
A-2015-10566, entra en vigor el 2 de octubre de 2016, según determina la disposición final 18 de la citada ley. Redacción anterior: "Artículo 20. 
De la delegación de competencias. 1. Pueden delegar el ejercicio de competencias propias: a) El Presidente del Gobierno en favor del 
Vicepresidente o Vicepresidentes y de los Ministros. b) Los Ministros en favor de los Secretarios de Estado dependientes de ellos, de los 
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Delegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas y de los órganos directivos del Ministerio. 2. Asimismo, son delegables las funciones 
administrativas del Consejo de Ministros en las Comisiones Delegadas del Gobierno. 3. No son en ningún caso delegables las siguientes 
competencias: a) Las atribuidas directamente por la Constitución. b) Las relativas al nombramiento y separación de los altos cargos 
atribuidas al Consejo de Ministros. c) Las atribuidas a los órganos colegiados del Gobierno, con la excepción prevista en el apartado 2 de este 
artículo. d) Las atribuidas por una ley que prohíba expresamente la delegación."
Se modifica, con efectos de 2 de octubre de 2016, por la disposición final 3.11 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-A-2015-10566.

TÍTULO IV DEL GOBIERNO EN FUNCIONES

Artículo 21. Del Gobierno en funciones.
1. El Gobierno cesa tras la celebración de elecciones generales, en los casos de pérdida de confianza
parlamentaria previstos en la Constitución, o por dimisión o fallecimiento de su Presidente.

2. El Gobierno cesante continúa en funciones hasta la toma de posesión del nuevo Gobierno, con las
limitaciones establecidas en esta Ley.

3. El Gobierno en funciones facilitará el normal desarrollo del proceso de formación del nuevo Gobierno y el
traspaso de poderes al mismo y limitará su gestión al despacho ordinario de los asuntos públicos,
absteniéndose de adoptar, salvo casos de urgencia debidamente acreditados o por razones de interés general
cuya acreditación expresa así lo justifique, cualesquiera otras medidas.

4. El Presidente del Gobierno en funciones no podrá ejercer las siguientes facultades:

a) Proponer al Rey la disolución de alguna de las Cámaras, o de las Cortes Generales.

b) Plantear la cuestión de confianza.

c) Proponer al Rey la convocatoria de un referéndum consultivo.

5. El Gobierno en funciones no podrá ejercer las siguientes facultades:

a) Aprobar el Proyecto de Ley de Presupuestos Generales del Estado.

b) Presentar proyectos de ley al Congreso de los Diputados o, en su caso, al Senado.

6. Las delegaciones legislativas otorgadas por las Cortes Generales quedarán en suspenso durante todo el
tiempo que el Gobierno esté en funciones como consecuencia de la celebración de elecciones generales.

LOPJ
LO 6/1985 del Poder Judicial
En este tema: arts. 1 a 20 · 22 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-A-1985-12666

TÍTULO PRELIMINAR DEL PODER JUDICIAL Y DEL EJERCICIO DE LA POTESTAD JURISDICCIONAL

Artículo primero.
La justicia emana del pueblo y se administra en nombre del Rey por Jueces y Magistrados integrantes del
Poder Judicial, independientes, inamovibles, responsables y sometidos únicamente a la Constitución y al
imperio de la ley.

Artículo segundo.
1. El ejercicio de la potestad jurisdiccional, juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado, corresponde
exclusivamente a los jueces, a las juezas y a los Tribunales determinados en las leyes y en los tratados
internacionales.

2. Los jueces, las juezas y los Tribunales no ejercerán más funciones que las señaladas en el apartado anterior,
y las demás que expresamente les sean atribuidas por ley en garantía de cualquier derecho.

Se modifica por el art. 1.1 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero. Ref. BOE-A-2025-76
Se modifica el apartado 2 por el art. único.1 de la Ley Orgánica 8/2011, de 21 de julio. Ref. BOE-A-2011-12627.
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Redactado el apartado 1 conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 264, de 4 de noviembre de 1985. Ref. BOE-A-1985-22752

Artículo tercero.
1. La jurisdicción es única y se ejerce por los jueces, las juezas y los Tribunales previstos en esta ley orgánica,
sin perjuicio de las potestades jurisdiccionales reconocidas por la Constitución a otros órganos.

2. Los órganos de la jurisdicción militar, integrante del Poder Judicial del Estado, basan su organización y
funcionamiento en el principio de unidad jurisdiccional y administran Justicia en el ámbito estrictamente
castrense y, en su caso, en las materias que establezca la declaración del estado de sitio, de acuerdo con la
Constitución y lo dispuesto en las leyes penales, procesales y disciplinarias militares.
Se modifica el apartado 1 por el art. 1.2 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero. Ref. BOE-A-2025-76
Se modifica el apartado 2 por el art. único.1 de la Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio. Ref. BOE-A-2015-8167.

Artículo cuarto.
La jurisdicción se extiende a todas las personas, a todas las materias y a todo el territorio español, en la forma
establecida en la Constitución y en las leyes.

Artículo cuarto bis.
1. Los Jueces y Tribunales aplicarán el Derecho de la Unión Europea de conformidad con la jurisprudencia del
Tribunal de Justicia de la Unión Europea.

2. Cuando los Tribunales decidan plantear una cuestión prejudicial europea lo harán de conformidad con la
jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea y, en todo caso, mediante auto, previa audiencia
de las partes.
Se añade por el art. único.2 de la Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio. Ref. BOE-A-2015-8167.

Artículo quinto.
1. La Constitución es la norma suprema del ordenamiento jurídico, y vincula a todos los Jueces y Tribunales,
quienes interpretarán y aplicarán las leyes y los reglamentos según los preceptos y principios
constitucionales, conforme a la interpretación de los mismos que resulte de las resoluciones dictadas por el
Tribunal Constitucional en todo tipo de procesos.

2. Cuando un órgano judicial considere, en algún proceso, que una norma con rango de ley, aplicable al caso,
de cuya validez dependa el fallo, pueda ser contraria a la Constitución, planteará la cuestión ante el Tribunal
Constitucional, con arreglo a lo que establece su Ley Orgánica.

3. Procederá el planteamiento de la cuestión de inconstitucionalidad cuando por vía interpretativa no sea
posible la acomodación de la norma al ordenamiento constitucional.

4. En todos los casos en que, según la ley, proceda recurso de casación, será suficiente para fundamentarlo la
infracción de precepto constitucional. En este supuesto, la competencia para decidir el recurso corresponderá
siempre al Tribunal Supremo, cualesquiera que sean la materia, el derecho aplicable y el orden jurisdiccional.
Redactado el apartado 1 conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 264, de 4 de noviembre de 1985. Ref. BOE-A-1985-22752

Artículo quinto bis.
Se podrá interponer recurso de revisión ante el Tribunal Supremo contra una resolución judicial firme, con
arreglo a las normas procesales de cada orden jurisdiccional, cuando el Tribunal Europeo de Derechos
Humanos haya declarado que dicha resolución ha sido dictada en violación de alguno de los derechos
reconocidos en el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y Libertades
Fundamentales y sus Protocolos, siempre que la violación, por su naturaleza y gravedad, entrañe efectos que
persistan y no puedan cesar de ningún otro modo que no sea mediante esta revisión.
Se añade por el art. único.3 de la Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio. Ref. BOE-A-2015-8167.
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Artículo sexto.
Los Jueces y Tribunales no aplicarán los reglamentos o cualquier otra disposición contrarios a la Constitución,
a la ley o al principio de jerarquía normativa.
Redactado conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 264, de 4 de noviembre de 1985. Ref. BOE-A-1985-22752

Artículo séptimo.
1. Los derechos y libertades reconocidos en el Capítulo Segundo del Título I de la Constitución vinculan, en su
integridad, a todos los Jueces y Tribunales y están garantizados bajo la tutela efectiva de los mismos.

2. En especial, los derechos enunciados en el artículo 53.2 de la Constitución se reconocerán, en todo caso, de
conformidad con su contenido constitucionalmente declarado, sin que las resoluciones judiciales puedan
restringir, menoscabar o inaplicar dicho contenido.

3. Los jueces y las juezas protegerán los derechos e intereses legítimos, tanto individuales como colectivos, sin
que en ningún caso pueda producirse indefensión. Para la defensa de estos últimos se reconocerá la
legitimación de las corporaciones, asociaciones, organizaciones sindicales y grupos que resulten afectados o
que estén legalmente habilitados para su defensa y promoción.
Se modifica el apartado 3 por el art. 1.3 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero. Ref. BOE-A-2025-76

Artículo octavo.
Los Tribunales controlan la potestad reglamentaria y la legalidad de la actuación administrativa, así como el
sometimiento de ésta a los fines que la justifican.

Artículo noveno.
1. Los jueces y juezas, así como los Tribunales ejercerán su jurisdicción exclusivamente en aquellos casos en
que les venga atribuida por esta u otra ley.

2. Los jueces y juezas, así como los Tribunales del orden civil conocerán, además de las materias que les son
propias, de todas aquellas que no estén atribuidas a otro orden jurisdiccional. En este orden civil,
corresponderá a la Jurisdicción Militar la prevención de los juicios de testamentaría y de abintestato de los
miembros de las Fuerzas Armadas que, en situación de conflicto armado, fallecieren en campaña o
navegación, limitándose a la práctica de la asistencia imprescindible para disponer el sepelio del difunto y la
formación del inventario y aseguramiento provisorio de sus bienes, dando siempre cuenta a la Autoridad
judicial civil competente.

3. Los del orden jurisdiccional penal tendrán atribuido el conocimiento de las causas y juicios criminales, con
excepción de los que correspondan a la jurisdicción militar.

4. Los del orden contencioso-administrativo conocerán de las pretensiones que se deduzcan en relación con la
actuación de las Administraciones públicas sujeta al derecho administrativo, con las disposiciones generales
de rango inferior a la ley y con los reales decretos legislativos en los términos previstos en el artículo 82.6 de la
Constitución, de conformidad con lo que establezca la Ley de esa jurisdicción. También conocerán de los
recursos contra la inactividad de la Administración y contra sus actuaciones materiales que constituyan vía de
hecho. Quedan excluidos de su conocimiento los recursos directos o indirectos que se interpongan contra las
Normas Forales fiscales de las Juntas Generales de los Territorios Históricos de Álava, Guipúzcoa y Vizcaya,
que corresponderán, en exclusiva, al Tribunal Constitucional, en los términos establecidos por la disposición
adicional quinta de su Ley Orgánica. Conocerán, asimismo, de las pretensiones que se deduzcan en relación
con la responsabilidad patrimonial de las Administraciones públicas y del personal a su servicio, cualquiera
que sea la naturaleza de la actividad o el tipo de relación de que se derive. Si a la producción del daño hubieran
concurrido sujetos privados, el demandante deducirá también frente a ellos su pretensión ante este orden
jurisdiccional. Igualmente conocerán de las reclamaciones de responsabilidad cuando el interesado accione
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directamente contra la aseguradora de la Administración, junto a la Administración respectiva. También será
competente este orden jurisdiccional si las demandas de responsabilidad patrimonial se dirigen, además,
contra las personas o entidades públicas o privadas indirectamente responsables de aquéllas.

5. Los del orden jurisdiccional social conocerán de las pretensiones que se promuevan dentro de la rama
social del derecho, tanto en conflictos individuales como colectivos, así como las reclamaciones en materia de
Seguridad Social o contra el Estado cuando le atribuya responsabilidad la legislación laboral.

6. La jurisdicción es improrrogable. Los órganos judiciales apreciarán de oficio la falta de jurisdicción y
resolverán sobre la misma con audiencia de las partes y del Ministerio Fiscal. En todo caso, esta resolución
será fundada y se efectuará indicando siempre el orden jurisdiccional que se estime competente.
Se modifican los apartados 1 y 2 por el art. 1.4 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero. Ref. BOE-A-2025-76 Véase sobre la constitucionalidad 
del apartado 4, en la redacción dada por el art. 2 de la Ley Orgánica 1/2010, de 19 de febrero, la Sentencia del TC 118/2016, de 23 de junio, Ref. 
BOE-A-2016-7295 que declara que no es inconstitucional interpretado en los términos del fundamento jurídico 3 d).
Se modifica el apartado 4 por el art. 2 de la Ley Orgánica 1/2010, de 19 de febrero, en la redacción dada por la disposición final primera de la 
Ley Orgánica 4/2011, de 11 de marzo. Ref. BOE-A-2011-4551.
Se modifica el apartado 4 por el art. 2 de la Ley Orgánica 1/2010, de 19 de febrero. Ref. BOE-A-2010-2739.
Se modifica el apartado 4 por el art. único.1 de la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23644
Se modifica el apartado 4 por el art. único.1 de la Ley Orgánica 6/1998, de 13 de julio. Ref. BOE-A-1998-16712

Artículo diez.
1. A los solos efectos prejudiciales, cada orden jurisdiccional podrá conocer de asuntos que no le estén
atribuidos privativamente.

2. No obstante, la existencia de una cuestión prejudicial penal de la que no pueda prescindirse para la debida
decisión o que condicione directamente el contenido de ésta determinará la suspensión del procedimiento
mientras aquélla no sea resuelta por los órganos penales a quienes corresponda, salvo las excepciones que la
ley establezca.
Redactado el apartado 2 conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 264, de 4 de noviembre de 1985. Ref. BOE-A-1985-22752

Artículo once.
1. En todo tipo de procedimiento se respetarán las reglas de la buena fe. No surtirán efecto las pruebas
obtenidas, directa o indirectamente, violentando los derechos o libertades fundamentales.

2. Los jueces y juezas, así como los Tribunales rechazarán fundadamente las peticiones, incidentes y
excepciones que se formulen con manifiesto abuso de derecho o entrañen fraude de ley o procesal.

3. Los jueces y juezas, así como los Tribunales, de conformidad con el principio de tutela efectiva consagrado
en el artículo 24 de la Constitución, deberán resolver siempre sobre las pretensiones que se les formulen, y
solo podrán desestimarlas por motivos formales cuando el defecto fuese insubsanable o no se subsanare por
el procedimiento establecido en las leyes.
Se modifican los apartados 2 y 3 por el art. 1.5 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero. Ref. BOE-A-2025-76

Artículo doce.
1. En el ejercicio de la potestad jurisdiccional, los Jueces y Magistrados son independientes respecto a todos
los órganos judiciales y de gobierno del Poder Judicial.

2. No podrán los Jueces y Tribunales corregir la aplicación o interpretación del ordenamiento jurídico hecha
por sus inferiores en el orden jerárquico judicial sino cuando administren justicia en virtud de los recursos
que las leyes establezcan.

3. Tampoco podrán los Jueces y Tribunales, órganos de gobierno de los mismos o el Consejo General del Poder
Judicial dictar instrucciones, de carácter general o particular, dirigidas a sus inferiores, sobre la aplicación o
interpretación del ordenamiento jurídico que lleven a cabo en el ejercicio de su función jurisdiccional.
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Artículo trece.
Todos están obligados a respetar la independencia de los Jueces y Magistrados.

Artículo catorce.
1. Los Jueces y Magistrados que se consideren inquietados o perturbados en su independencia lo pondrán en
conocimiento del Consejo General del Poder Judicial, dando cuenta de los hechos al Juez o Tribunal
competente para seguir el procedimiento adecuado, sin perjuicio de practicar por sí mismos las diligencias
estrictamente indispensables para asegurar la acción de la justicia y restaurar el orden jurídico.

2. El Ministerio Fiscal, por sí o a petición de aquéllos, promoverá las acciones pertinentes en defensa de la
independencia judicial.

Artículo quince.
Los Jueces y Magistrados no podrán ser separados, suspendidos, trasladados ni jubilados sino por alguna de
las causas y con las garantías previstas en esta Ley.

Artículo dieciséis.
1. Los Jueces y Magistrados responderán penal y civilmente en los casos y en la forma determinada en las
leyes, y disciplinariamente de conformidad con lo establecido en esta Ley.

2. Se prohíben los Tribunales de Honor en la Administración de Justicia.

Redactado el apartado 1 conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 264, de 4 de noviembre de 1985. Ref. BOE-A-1985-22752

Artículo diecisiete.
1. Todas las personas y entidades públicas y privadas están obligadas a prestar, en la forma que la ley
establezca, la colaboración requerida por los Jueces y Tribunales en el curso del proceso y en la ejecución de
lo resuelto, con las excepciones que establezcan la Constitución y las leyes, y sin perjuicio del resarcimiento
de los gastos y del abono de las remuneraciones debidas que procedan conforme a la ley.

2. Las Administraciones Públicas, las autoridades y funcionarios, las corporaciones y todas las entidades
públicas y privadas, y los particulares, respetarán y, en su caso, cumplirán las sentencias y las demás
resoluciones judiciales que hayan ganado firmeza o sean ejecutables de acuerdo con las leyes.

Redactado el apartado 1 conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 264, de 4 de noviembre de 1985. Ref. BOE-A-1985-22752

Artículo dieciocho.
1. Las resoluciones judiciales solo podrán dejarse sin efecto en virtud de los recursos previstos en las leyes.

2. Las sentencias se ejecutarán en sus propios términos. Si la ejecución resultare imposible, el Juez o Tribunal
adoptará las medidas necesarias que aseguren la mayor efectividad de la ejecutoria, y fijará en todo caso la
indemnización que sea procedente en la parte en que aquélla no pueda ser objeto de cumplimiento pleno.
Solo por causa de utilidad pública o interés social, declarada por el Gobierno, podrán expropiarse los derechos
reconocidos frente a la Administración Pública en una sentencia firme, antes de su ejecución. En este caso, el
Juez o Tribunal a quien corresponda la ejecución será el único competente para señalar por vía incidental la
correspondiente indemnización.

3. Lo dispuesto en este artículo se entiende sin perjuicio del derecho de gracia, cuyo ejercicio, de acuerdo con
la Constitución y las leyes, corresponde al Rey.

Artículo diecinueve.
1. Los ciudadanos de nacionalidad española podrán ejercer la acción popular, en los casos y formas
establecidos en la ley.

2. Asimismo, podrán participar en la Administración de Justicia: mediante la institución del Jurado, en la
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forma y con respecto a aquellos procesos penales que la Ley determine; en los Tribunales consuetudinarios y
tradicionales y en los demás casos previstos en esta Ley.

3. Tiene el carácter de Tribunal consuetudinario y tradicional el Tribunal de las Aguas de la Vega Valenciana.

4. Se reconoce el carácter de Tribunal consuetudinario y tradicional al denominado Consejo de Hombres
Buenos de Murcia.

5. Se reconoce el carácter de tribunal consuetudinario y tradicional al denominado Juzgado Privativo de Aguas
de Orihuela y Pueblos de su Marco.

6. Se reconoce el carácter de tribunal consuetudinario y tradicional al denominado Tribunal del Comuner del
Rollet de Gràcia de l’Horta d’Aldaia.
Se añaden los apartados 5 y 6 por el art. único de la Ley Orgánica 10/2021, de 14 de diciembre. Ref. BOE-A-2021-20629
Se añade el apartado 4 por el art. 1 de la Ley Orgánica 13/1999, de 14 de mayo. Ref. BOE-A-1999-10902

Artículo veinte.
1. La justicia será gratuita en los supuestos que establezca la ley.

2. Se regulará por ley un sistema de justicia gratuita que de efectividad al derecho declarado en los artículos 24
y 119 de la Constitución, en los casos de insuficiencia de recursos para litigar.

3. No podrán exigirse fianzas que por su inadecuación impidan el ejercicio de la acción popular, que será
siempre gratuita.

Ponte a prueba 5 preguntas de examen real del Tema 1

1 Los Estatutos de Autonomía de la Comunidad Autónoma tienen la consideración de:

A) Norma paccionada.

B) Ley Estatal.

C) Ley Orgánica.

D) Ley Orgánica de Delegación Competencial.
Ayuntamiento de Benigánim, 2018

2 ¿Cómo se denominan las normas con rango de ley emanadas del Gobierno en caso de extraordinaria y 
urgente necesidad?

A) Decretos-leyes.

B) Decretos legislativos.

C) Leyes orgánicas.

D) Decretos gubernativos.
Ayuntamiento de Villamor de los Escuderos, 2024

3 Según lo establecido en el Título V de la Constitución Española de 1978, cuando se presenta una 
interpelación ante una de las Cámaras, ¿qué consecuencia parlamentaria específica puede derivarse de 
ella?

A) La convocatoria automática de una comisión de investigación sobre la materia interpelada.

B) La obligación del Gobierno de solicitar una cuestión de confianza en el plazo de 48 horas.

C) El cese inmediato del Ministro interpelado si la respuesta no es aprobada por mayoría absoluta.

D) La posibilidad de que la interpelación dé lugar a una moción en la que la Cámara manifieste su posición.
Administración General del Estado (INAP), 2025
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4 De conformidad con lo establecido en el artículo 160 de la vigente Constitución Española, el presidente del 
Tribunal Constitucional será nombrado:

A) Entre sus miembros por el mismo Tribunal en Pleno, a propuesta del Rey y por un período de tres años

B) Entre sus miembros por el Rey, a propuesta del mismo Tribunal en Pleno y por un período de tres años

C) Entre sus miembros por el Rey, a propuesta del mismo Tribunal en Pleno y por un período de cuatro años

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta
Ayuntamiento de Santiago de Compostela, 2020

5 La reforma de los artículos 20, 21, 22, 23 y 24 de la Constitución Española, ¿qué tipo de mayoría requerirá?

A) Mayoría de tres quintos del Congreso y del Senado.

B) Mayoría de dos tercios del Congreso y del Senado.

C) Mayoría absoluta del Congreso.

D) Mayoría absoluta del Congreso y del Senado.
Ayuntamiento de Rincón de la Victoria, 2020
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Soluciones — Tema 1 Cada una con su explicación y su artículo

1 C Art. 81 CE pág. 11 La norma que recoge las competencias y la organización básica de cada Comunidad
Autónoma se aprueba mediante una ley reforzada que exige mayoría absoluta del Congreso para su aprobación,
modificación o derogación. Ese carácter reforzado es precisamente el de las leyes orgánicas, dentro de las
cuales se integran los Estatutos de Autonomía. Conviene distinguir el régimen general de Navarra, cuyo texto sí
responde a la idea de norma pactada entre el Estado y el territorio foral.

2 A Art. 86 CE pág. 12 Cuando surge una situación que no admite demora, el Gobierno puede dictar normas
provisionales con fuerza de ley, que después deben someterse al Congreso para su convalidación o derogación
en treinta días. Estas disposiciones se llaman decretos-leyes y responden precisamente a esa extraordinaria y
urgente necesidad. Conviene distinguirlas de los decretos legislativos, que el Gobierno aprueba previa
delegación expresa de las Cortes, sin presupuesto de urgencia.

3 D Art. 111 CE pág. 16 Toda interpelación planteada ante una de las Cámaras puede dar lugar a una moción
mediante la cual la Cámara expresa su posición sobre la materia tratada. Esta es la consecuencia parlamentaria
específica que la norma fundamental atribuye a las interpelaciones dentro del control ordinario del Gobierno.
No existe convocatoria automática de comisiones de investigación ni obligación de plantear cuestión de
confianza vinculada a una interpelación. Tampoco procede el cese inmediato de un ministro por la falta de
aprobación de su respuesta, pues la exigencia de responsabilidad política sigue cauces distintos y reglados.

4 B Art. 160 CE pág. 19 Quien dirige el Tribunal Constitucional sale de entre sus propios magistrados, pero su
nombramiento formal corresponde al Rey. La iniciativa parte del propio Tribunal reunido en Pleno, que es quien
eleva la propuesta del nombre elegido. El mandato dura tres años. Conviene precisar que el Rey nombra,
mientras el Pleno propone: invertir estos papeles falsea la regla, y el plazo correcto son tres años, no cuatro.

5 B Art. 168 CE pág. 21 Estos artículos forman parte de la sección dedicada a los derechos fundamentales y
libertades públicas, que goza de la protección más reforzada. Por ello no basta con el procedimiento ordinario,
sino que se exige el agravado: aprobación por dos tercios de cada Cámara, disolución de las Cortes, nueva
ratificación por las Cámaras elegidas y posterior referéndum. Conviene distinguir esta mayoría de dos tercios de
los tres quintos propios de la reforma ordinaria del resto del texto constitucional.
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haztefuncionario.com
Apunta con la cámara: test del Tema 1, corregido al momento y con el artículo de la ley delante 
de cada respuesta.

haztefuncionario.com/oposicion/ayud-auditoria-sindicatura-bal

SolucionesTema 1 · La Constitución española de 1978. Características y estructura. Las Cortes Generales. El Gobierno. El Tribunal Constitucio…

1

TEMARIO Cuerpo especial de ayudantes de auditoría (29 de 66 temas) · Sindicatura de Cuentas de las Illes Balears · oposicionesexpress.c… pág. 43

https://haztefuncionario.com/test?oposicion=ayud-auditoria-sindicatura-bal&temaOficialId=126780694357943&temaNum=1&utm_source=temario-tema


TEMAS INCLUIDOS 3.ª vuelta2.ª vuelta1.ª vuelta

TEMA

2
La organización territorial del Estado en la Constitución y la distribución de 
competencias entre el Estado y las comunidades autónomas. Estructura, 
competencias y características básicas de la financiación de las comunidades 
autónomas.

Qué entra en este tema

CE · Constitución Española
arts. 137 a 139, 143 a 152 y 154 a 158 · 18 artículos

LOFCA · LO 8/1980 de Financiación de las Comunidades Autó…
arts. 1 a 24 · 15 artículos

L22-2009-Cesion · Ley 22/2009 sistema de financiacion CCA…
arts. 1 a 11, 21 a 29 y 45 a 53 · 30 artículos

63 artículos · empieza en la pág. 44

Lo más preguntado de este tema

Art. 137 CE 83
Art. 149 CE 48
Art. 147 CE 33
Art. 148 CE 27
Art. 143 CE 16

Preguntas de examen real sobre cada artículo. 267 sobre el tema entero.

CE
Constitución Española
En este tema: arts. 137 a 139, 143 a 152 y 154 a 158 · 18 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-
A-1978-31229

TÍTULO VIII DE LA ORGANIZACIÓN TERRITORIAL DEL ESTADO

CAPÍTULO PRIMERO PRINCIPIOS GENERALES

Artículo 137.
El Estado se organiza territorialmente en municipios, en provincias y en las Comunidades Autónomas que se
constituyan. Todas estas entidades gozan de autonomía para la gestión de sus respectivos intereses.

Artículo 138.
1. El Estado garantiza la realización efectiva del principio de solidaridad consagrado en el artículo 2 de la
Constitución, velando por el establecimiento de un equilibrio económico, adecuado y justo entre las diversas
partes del territorio español, y atendiendo en particular a las circunstancias del hecho insular.

2. Las diferencias entre los Estatutos de las distintas Comunidades Autónomas no podrán implicar, en ningún
caso, privilegios económicos o sociales.

Artículo 139.
1. Todos los españoles tienen los mismos derechos y obligaciones en cualquier parte del territorio del Estado.

2. Ninguna autoridad podrá adoptar medidas que directa o indirectamente obstaculicen la libertad de
circulación y establecimiento de las personas y la libre circulación de bienes en todo el territorio español.

CAPÍTULO TERCERO DE LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS

Artículo 143.
1. En el ejercicio del derecho a la autonomía reconocido en el artículo 2 de la Constitución, las provincias
limítrofes con características históricas, culturales y económicas comunes, los territorios insulares y las
provincias con entidad regional histórica podrán acceder a su autogobierno y constituirse en Comunidades
Autónomas con arreglo a lo previsto en este Título y en los respectivos Estatutos.
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2. La iniciativa del proceso autonómico corresponde a todas las Diputaciones interesadas o al órgano
interinsular correspondiente y a las dos terceras partes de los municipios cuya población represente, al
menos, la mayoría del censo electoral de cada provincia o isla. Estos requisitos deberán ser cumplidos en el
plazo de seis meses desde el primer acuerdo adoptado al respecto por alguna de las Corporaciones locales
interesadas.

3. La iniciativa, en caso de no prosperar, solamente podrá reiterarse pasados cinco años.

Artículo 144.
Las Cortes Generales, mediante ley orgánica, podrán, por motivos de interés nacional:

a) Autorizar la constitución de una comunidad autónoma cuando su ámbito territorial no supere el de una
provincia y no reúna las condiciones del apartado 1 del artículo 143.

b) Autorizar o acordar, en su caso, un Estatuto de autonomía para territorios que no estén integrados en la
organización provincial.

c) Sustituir la iniciativa de las Corporaciones locales a que se refiere el apartado 2 del artículo 143.

Artículo 145.
1. En ningún caso se admitirá la federación de Comunidades Autónomas.

2. Los Estatutos podrán prever los supuestos, requisitos y términos en que las Comunidades Autónomas
podrán celebrar convenios entre sí para la gestión y prestación de servicios propios de las mismas, así como el
carácter y efectos de la correspondiente comunicación a las Cortes Generales. En los demás supuestos, los
acuerdos de cooperación entre las Comunidades Autónomas necesitarán la autorización de las Cortes
Generales.

Artículo 146.
El proyecto de Estatuto será elaborado por una asamblea compuesta por los miembros de la Diputación u
órgano interinsular de las provincias afectadas y por los Diputados y Senadores elegidos en ellas y será
elevado a las Cortes Generales para su tramitación como ley.

Artículo 147.
1. Dentro de los términos de la presente Constitución, los Estatutos serán la norma institucional básica de
cada Comunidad Autónoma y el Estado los reconocerá y amparará como parte integrante de su ordenamiento
jurídico.

2. Los Estatutos de autonomía deberán contener:

a) La denominación de la Comunidad que mejor corresponda a su identidad histórica.

b) La delimitación de su territorio.

c) La denominación, organización y sede de las instituciones autónomas propias.

d) Las competencias asumidas dentro del marco establecido en la Constitución y las bases para el traspaso
de los servicios correspondientes a las mismas.

3. La reforma de los Estatutos se ajustará al procedimiento establecido en los mismos y requerirá, en todo
caso, la aprobación por las Cortes Generales, mediante ley orgánica.

Artículo 148.
1. Las Comunidades Autónomas podrán asumir competencias en las siguientes materias:

1.ª Organización de sus instituciones de autogobierno.

2.ª Las alteraciones de los términos municipales comprendidos en su territorio y, en general, las funciones
que correspondan a la Administración del Estado sobre las Corporaciones locales y cuya transferencia
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autorice la legislación sobre Régimen Local.

3.ª Ordenación del territorio, urbanismo y vivienda.

4.ª Las obras públicas de interés de la Comunidad Autónoma en su propio territorio.

5.ª Los ferrocarriles y carreteras cuyo itinerario se desarrolle íntegramente en el territorio de la Comunidad
Autónoma y, en los mismos términos, el transporte desarrollado por estos medios o por cable.

6.ª Los puertos de refugio, los puertos y aeropuertos deportivos y, en general, los que no desarrollen
actividades comerciales.

7.ª La agricultura y ganadería, de acuerdo con la ordenación general de la economía.

8.ª Los montes y aprovechamientos forestales.

9.ª La gestión en materia de protección del medio ambiente.

10.ª Los proyectos, construcción y explotación de los aprovechamientos hidráulicos, canales y regadíos de
interés de la Comunidad Autónoma; las aguas minerales y termales.

11.ª La pesca en aguas interiores, el marisqueo y la acuicultura, la caza y la pesca fluvial.

12.ª Ferias interiores.

13.ª El fomento del desarrollo económico de la Comunidad Autónoma dentro de los objetivos marcados por
la política económica nacional.

14.ª La artesanía.

15.ª Museos, bibliotecas y conservatorios de música de interés para la Comunidad Autónoma.

16.ª Patrimonio monumental de interés de la Comunidad Autónoma.

17.ª El fomento de la cultura, de la investigación y, en su caso, de la enseñanza de la lengua de la
Comunidad Autónoma.

18.ª Promoción y ordenación del turismo en su ámbito territorial.

19.ª Promoción del deporte y de la adecuada utilización del ocio.

20.ª Asistencia social.

21.ª Sanidad e higiene.

22.ª La vigilancia y protección de sus edificios e instalaciones. La coordinación y demás facultades en
relación con las policías locales en los términos que establezca una ley orgánica.

2. Transcurridos cinco años, y mediante la reforma de sus Estatutos, las Comunidades Autónomas podrán
ampliar sucesivamente sus competencias dentro del marco establecido en el artículo 149.

Artículo 149.
1. El Estado tiene competencia exclusiva sobre las siguientes materias:

1.ª La regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles en el
ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes constitucionales.

2.ª Nacionalidad, inmigración, emigración, extranjería y derecho de asilo.

3.ª Relaciones internacionales.

4.ª Defensa y Fuerzas Armadas.

5.ª Administración de Justicia.

6.ª Legislación mercantil, penal y penitenciaria; legislación procesal, sin perjuicio de las necesarias
especialidades que en este orden se deriven de las particularidades del derecho sustantivo de las
Comunidades Autónomas.

7.ª Legislación laboral; sin perjuicio de su ejecución por los órganos de las Comunidades Autónomas.

8.ª Legislación civil, sin perjuicio de la conservación, modificación y desarrollo por las Comunidades
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Autónomas de los derechos civiles, forales o especiales, allí donde existan. En todo caso, las reglas relativas
a la aplicación y eficacia de las normas jurídicas, relaciones jurídico-civiles relativas a las formas de
matrimonio, ordenación de los registros e instrumentos públicos, bases de las obligaciones contractuales,
normas para resolver los conflictos de leyes y determinación de las fuentes del Derecho, con respeto, en
este último caso, a las normas de derecho foral o especial.

9.ª Legislación sobre propiedad intelectual e industrial.

10.ª Régimen aduanero y arancelario; comercio exterior.

11.ª Sistema monetario: divisas, cambio y convertibilidad; bases de la ordenación de crédito, banca y
seguros.

12.ª Legislación sobre pesas y medidas, determinación de la hora oficial.

13.ª Bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica.

14.ª Hacienda general y Deuda del Estado.

15.ª Fomento y coordinación general de la investigación científica y técnica.

16.ª Sanidad exterior. Bases y coordinación general de la sanidad. Legislación sobre productos
farmacéuticos.

17.ª Legislación básica y régimen económico de la Seguridad Social, sin perjuicio de la ejecución de sus
servicios por las Comunidades Autónomas.

18.ª Las bases del régimen jurídico de las Administraciones públicas y del régimen estatutario de sus
funcionarios que, en todo caso, garantizarán a los administrados un tratamiento común ante ellas; el
procedimiento administrativo común, sin perjuicio de las especialidades derivadas de la organización
propia de las Comunidades Autónomas; legislación sobre expropiación forzosa; legislación básica sobre
contratos y concesiones administrativas y el sistema de responsabilidad de todas las Administraciones
públicas.

19.ª Pesca marítima, sin perjuicio de las competencias que en la ordenación del sector se atribuyan a las
Comunidades Autónomas.

20.ª Marina mercante y abanderamiento de buques; iluminación de costas y señales marítimas; puertos de
interés general; aeropuertos de interés general; control del espacio aéreo, tránsito y transporte aéreo,
servicio meteorológico y matriculación de aeronaves.

21.ª Ferrocarriles y transportes terrestres que transcurran por el territorio de más de una Comunidad
Autónoma; régimen general de comunicaciones; tráfico y circulación de vehículos a motor; correos y
telecomunicaciones; cables aéreos, submarinos y radiocomunicación.

22.ª La legislación, ordenación y concesión de recursos y aprovechamientos hidráulicos cuando las aguas
discurran por más de una Comunidad Autónoma, y la autorización de las instalaciones eléctricas cuando
su aprovechamiento afecte a otra Comunidad o el transporte de energía salga de su ámbito territorial.

23.ª Legislación básica sobre protección del medio ambiente, sin perjuicio de las facultades de las
Comunidades Autónomas de establecer normas adicionales de protección. La legislación básica sobre
montes, aprovechamientos forestales y vías pecuarias.

24.ª Obras públicas de interés general o cuya realización afecte a más de una Comunidad Autónoma.

25.ª Bases de régimen minero y energético.

26.ª Régimen de producción, comercio, tenencia y uso de armas y explosivos.

27.ª Normas básicas del régimen de prensa, radio y televisión y, en general, de todos los medios de
comunicación social, sin perjuicio de las facultades que en su desarrollo y ejecución correspondan a las
Comunidades Autónomas.

28.ª Defensa del patrimonio cultural, artístico y monumental español contra la exportación y la
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expoliación; museos, bibliotecas y archivos de titularidad estatal, sin perjuicio de su gestión por parte de
las Comunidades Autónomas.

29.ª Seguridad pública, sin perjuicio de la posibilidad de creación de policías por las Comunidades
Autónomas en la forma que se establezca en los respectivos Estatutos en el marco de lo que disponga una
ley orgánica.

30.ª Regulación de las condiciones de obtención, expedición y homologación de títulos académicos y
profesionales y normas básicas para el desarrollo del artículo 27 de la Constitución, a fin de garantizar el
cumplimiento de las obligaciones de los poderes públicos en esta materia.

31.ª Estadística para fines estatales.

32.ª Autorización para la convocatoria de consultas populares por vía de referéndum.

2. Sin perjuicio de las competencias que podrán asumir las Comunidades Autónomas, el Estado considerará el
servicio de la cultura como deber y atribución esencial y facilitará la comunicación cultural entre las
Comunidades Autónomas, de acuerdo con ellas.

3. Las materias no atribuidas expresamente al Estado por esta Constitución podrán corresponder a las
Comunidades Autónomas, en virtud de sus respectivos Estatutos. La competencia sobre las materias que no se
hayan asumido por los Estatutos de Autonomía corresponderá al Estado, cuyas normas prevalecerán, en caso
de conflicto, sobre las de las Comunidades Autónomas en todo lo que no esté atribuido a la exclusiva
competencia de éstas. El derecho estatal será, en todo caso, supletorio del derecho de las Comunidades
Autónomas.

Artículo 150.
1. Las Cortes Generales, en materias de competencia estatal, podrán atribuir a todas o a alguna de las
Comunidades Autónomas la facultad de dictar, para sí mismas, normas legislativas en el marco de los
principios, bases y directrices fijados por una ley estatal. Sin perjuicio de la competencia de los Tribunales, en
cada ley marco se establecerá la modalidad del control de las Cortes Generales sobre estas normas legislativas
de las Comunidades Autónomas.

2. El Estado podrá transferir o delegar en las Comunidades Autónomas, mediante ley orgánica, facultades
correspondientes a materia de titularidad estatal que por su propia naturaleza sean susceptibles de
transferencia o delegación. La ley preverá en cada caso la correspondiente transferencia de medios
financieros, así como las formas de control que se reserve el Estado.

3. El Estado podrá dictar leyes que establezcan los principios necesarios para armonizar las disposiciones
normativas de las Comunidades Autónomas, aun en el caso de materias atribuidas a la competencia de éstas,
cuando así lo exija el interés general. Corresponde a las Cortes Generales, por mayoría absoluta de cada
Cámara, la apreciación de esta necesidad.

Artículo 151.
1. No será preciso dejar transcurrir el plazo de cinco años, a que se refiere el apartado 2 del artículo 148,
cuando la iniciativa del proceso autonómico sea acordada dentro del plazo del artículo 143.2, además de por
las Diputaciones o los órganos interinsulares correspondientes, por las tres cuartas partes de los municipios
de cada una de las provincias afectadas que representen, al menos, la mayoría del censo electoral de cada una
de ellas y dicha iniciativa sea ratificada mediante referéndum por el voto afirmativo de la mayoría absoluta de
los electores de cada provincia en los términos que establezca una ley orgánica.

2. En el supuesto previsto en el apartado anterior, el procedimiento para la elaboración del Estatuto será el
siguiente:

1.º El Gobierno convocará a todos los Diputados y Senadores elegidos en las circunscripciones
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comprendidas en el ámbito territorial que pretenda acceder al autogobierno, para que se constituyan en
Asamblea, a los solos efectos de elaborar el correspondiente proyecto de Estatuto de autonomía, mediante
el acuerdo de la mayoría absoluta de sus miembros.

2.º Aprobado el proyecto de Estatuto por la Asamblea de Parlamentarios, se remitirá a la Comisión
Constitucional del Congreso, la cual, dentro del plazo de dos meses, lo examinará con el concurso y
asistencia de una delegación de la Asamblea proponente para determinar de común acuerdo su
formulación definitiva.

3.º Si se alcanzare dicho acuerdo, el texto resultante será sometido a referéndum del cuerpo electoral de las
provincias comprendidas en el ámbito territorial del proyectado Estatuto.

4.º Si el proyecto de Estatuto es aprobado en cada provincia por la mayoría de los votos válidamente
emitidos, será elevado a las Cortes Generales. Los plenos de ambas Cámaras decidirán sobre el texto
mediante un voto de ratificación. Aprobado el Estatuto, el Rey lo sancionará y lo promulgará como ley.

5.º De no alcanzarse el acuerdo a que se refiere el apartado 2 de este número, el proyecto de Estatuto será
tramitado como proyecto de ley ante las Cortes Generales. El texto aprobado por éstas será sometido a
referéndum del cuerpo electoral de las provincias comprendidas en el ámbito territorial del proyectado
Estatuto. En caso de ser aprobado por la mayoría de los votos válidamente emitidos en cada provincia,
procederá su promulgación en los términos del párrafo anterior.

3. En los casos de los párrafos 4.º y 5.º del apartado anterior, la no aprobación del proyecto de Estatuto por una
o varias provincias no impedirá la constitución entre las restantes de la Comunidad Autónoma proyectada, en
la forma que establezca la ley orgánica prevista en el apartado 1 de este artículo.

Artículo 152.
1. En los Estatutos aprobados por el procedimiento a que se refiere el artículo anterior, la organización
institucional autonómica se basará en una Asamblea Legislativa, elegida por sufragio universal, con arreglo a
un sistema de representación proporcional que asegure, además, la representación de las diversas zonas del
territorio; un Consejo de Gobierno con funciones ejecutivas y administrativas y un Presidente, elegido por la
Asamblea, de entre sus miembros, y nombrado por el Rey, al que corresponde la dirección del Consejo de
Gobierno, la suprema representación de la respectiva Comunidad y la ordinaria del Estado en aquélla. El
Presidente y los miembros del Consejo de Gobierno serán políticamente responsables ante la Asamblea. Un
Tribunal Superior de Justicia, sin perjuicio de la jurisdicción que corresponde al Tribunal Supremo, culminará
la organización judicial en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma. En los Estatutos de las
Comunidades Autónomas podrán establecerse los supuestos y las formas de participación de aquéllas en la
organización de las demarcaciones judiciales del territorio. Todo ello de conformidad con lo previsto en la ley
orgánica del poder judicial y dentro de la unidad e independencia de éste. Sin perjuicio de lo dispuesto en el
artículo 123, las sucesivas instancias procesales, en su caso, se agotarán ante órganos judiciales radicados en
el mismo territorio de la Comunidad Autónoma en que esté el órgano competente en primera instancia.

2. Una vez sancionados y promulgados los respectivos Estatutos, solamente podrán ser modificados mediante
los procedimientos en ellos establecidos y con referéndum entre los electores inscritos en los censos
correspondientes.

3. Mediante la agrupación de municipios limítrofes, los Estatutos podrán establecer circunscripciones
territoriales propias, que gozarán de plena personalidad jurídica.

Artículo 154.
Un Delegado nombrado por el Gobierno dirigirá la Administración del Estado en el territorio de la Comunidad
Autónoma y la coordinará, cuando proceda, con la administración propia de la Comunidad.
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Artículo 155.
1. Si una Comunidad Autónoma no cumpliere las obligaciones que la Constitución u otras leyes le impongan, o
actuare de forma que atente gravemente al interés general de España, el Gobierno, previo requerimiento al
Presidente de la Comunidad Autónoma y, en el caso de no ser atendido, con la aprobación por mayoría
absoluta del Senado, podrá adoptar las medidas necesarias para obligar a aquélla al cumplimiento forzoso de
dichas obligaciones o para la protección del mencionado interés general.

2. Para la ejecución de las medidas previstas en el apartado anterior, el Gobierno podrá dar instrucciones a
todas las autoridades de las Comunidades Autónomas.

Artículo 156.
1. Las Comunidades Autónomas gozarán de autonomía financiera para el desarrollo y ejecución de sus
competencias con arreglo a los principios de coordinación con la Hacienda estatal y de solidaridad entre todos
los españoles.

2. Las Comunidades Autónomas podrán actuar como delegados o colaboradores del Estado para la
recaudación, la gestión y la liquidación de los recursos tributarios de aquél, de acuerdo con las leyes y los
Estatutos.

Artículo 157.
1. Los recursos de las Comunidades Autónomas estarán constituidos por:

a) Impuestos cedidos total o parcialmente por el Estado; recargos sobre impuestos estatales y otras
participaciones en los ingresos del Estado.

b) Sus propios impuestos, tasas y contribuciones especiales.

c) Transferencias de un Fondo de Compensación interterritorial y otras asignaciones con cargo a los
Presupuestos Generales del Estado.

d) Rendimientos procedentes de su patrimonio e ingresos de derecho privado.

e) El producto de las operaciones de crédito.

2. Las Comunidades Autónomas no podrán en ningún caso adoptar medidas tributarias sobre bienes situados
fuera de su territorio o que supongan obstáculo para la libre circulación de mercancías o servicios.

3. Mediante ley orgánica podrá regularse el ejercicio de las competencias financieras enumeradas en el
precedente apartado 1, las normas para resolver los conflictos que pudieran surgir y las posibles formas de
colaboración financiera entre las Comunidades Autónomas y el Estado.

Artículo 158.
1. En los Presupuestos Generales del Estado podrá establecerse una asignación a las Comunidades Autónomas
en función del volumen de los servicios y actividades estatales que hayan asumido y de la garantía de un nivel
mínimo en la prestación de los servicios públicos fundamentales en todo el territorio español.

2. Con el fin de corregir desequilibrios económicos interterritoriales y hacer efectivo el principio de
solidaridad, se constituirá un Fondo de Compensación con destino a gastos de inversión, cuyos recursos serán
distribuidos por las Cortes Generales entre las Comunidades Autónomas y provincias, en su caso.
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LOFCA
LO 8/1980 de Financiación de las Comunidades Autónomas
En este tema: arts. 1 a 24 · 15 artículos · texto consolidado a 12 de julio de 2026 · BOE-A-1980-21166

CAPÍTULO I PRINCIPIOS GENERALES

Artículo primero.
Uno. Las Comunidades Autónomas gozarán de autonomía financiera para el desarrollo y ejecución de las
competencias que, de acuerdo con la Constitución, les atribuyan las Leyes y sus respectivos Estatutos.

Dos. La financiación de las Comunidades Autónomas se regirá por la presente Ley Orgánica y por el Estatuto
de cada una de dichas comunidades. En lo que a esta materia afecte se aplicarán las Leyes ordinarias,
Reglamentos y demás normas jurídicas emanadas de las instituciones del Estado y de las Comunidades
Autónomas.

Tres. Lo dispuesto en esta Ley se entiende sin perjuicio de lo establecido en los Tratados o Convenios suscritos
o que se suscriban en el futuro por España.

Artículo segundo.
Uno. La actividad financiera de las Comunidades Autónomas se ejercerá en coordinación con la Hacienda del
Estado, con arreglo a los siguientes principios:

a) El sistema de ingresos de las Comunidades Autónomas, regulado en las normas básicas a que se refiere
el artículo anterior, deberá establecerse de forma que no pueda implicar, en ningún caso, privilegios
económicos o sociales ni suponer la existencia de barreras fiscales en el territorio español, de conformidad
con el apartado 2 del artículo 157 de la Constitución.

b) La garantía del equilibrio económico, a través de la política económica general, de acuerdo con lo
establecido en los artículos 40.1, 131 y 138 de la Constitución, corresponde al Estado, que es el encargado
de adoptar las medidas oportunas tendentes a conseguir la estabilidad económica interna y externa, la
estabilidad presupuestaria y la sostenibilidad financiera, así como el desarrollo armónico entre las diversas
partes del territorio español. A estos efectos, se aplicarán los principios de estabilidad presupuestaria y
sostenibilidad financiera definidos en la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria
y Sostenibilidad Financiera.

c) La garantía de un nivel base equivalente de financiación de los servicios públicos fundamentales,
independientemente de la Comunidad Autónoma de residencia.

d) La corresponsabilidad de las Comunidades Autónomas y el Estado en consonancia con sus
competencias en materia de ingresos y gastos públicos.

e) La solidaridad entre las diversas nacionalidades y regiones que consagran los artículos segundo y los
apartados uno y dos del ciento treinta y ocho de la Constitución.

f) La suficiencia de recursos para el ejercicio de las competencias propias de las Comunidades Autónomas.

g) La lealtad institucional, que determinará el impacto, positivo o negativo, que puedan suponer las
actuaciones legislativas del Estado y de las Comunidades Autónomas en materia tributaria o la adopción de
medidas que eventualmente puedan hacer recaer sobre las Comunidades Autónomas o sobre el Estado
obligaciones de gasto no previstas a la fecha de aprobación del sistema de financiación vigente, y que
deberán ser objeto de valoración quinquenal en cuanto a su impacto, tanto en materia de ingresos como de
gastos, por el Consejo de Política Fiscal y Financiera de las Comunidades Autónomas, y en su caso
compensación, mediante modificación del Sistema de Financiación para el siguiente quinquenio.

Dos. Cada Comunidad Autónoma está obligada a velar por su propio equilibrio territorial y por la realización
interna del principio de solidaridad.
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Tres. Las Comunidades Autónomas gozarán del tratamiento fiscal que la Ley establezca para el Estado.
Se modifica el apartado 1.b) por el art. 1.1 de la Ley Orgánica 6/2015, de 12 de junio. Ref. BOE-A-2015-6517.
Se modifica el apartado 1 por el art. único.1 de la Ley Orgánica 3/2009, de 18 de diciembre. Ref. BOE-A-2009-20374 Esta modificación surtirá 
efectos desde el 1 de enero de 2009, según establece la disposición final.
Se añade el apartado 1.e) por el art. 7 de la Ley Orgánica 7/2001, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2001-24961
Se modifica el apartado 1.b) por la disposición adicional única.1 de la Ley Orgánica 5/2001, de 13 de diciembre. Ref. BOE-A-2001-23632

Artículo tercero.
1. Para la adecuada coordinación entre la actividad financiera de las Comunidades Autónomas y de la
Hacienda del Estado se crea por esta Ley el Consejo de Política Fiscal y Financiera de las Comunidades
Autónomas, que estará constituido por el Ministro de Economía y Hacienda, el Ministro de Administraciones
Públicas y el Consejero de Hacienda de cada Comunidad o Ciudad Autónoma.

2. El Consejo de Política Fiscal y Financiera de las Comunidades Autónomas, como órgano de coordinación
del Estado y las Comunidades Autónomas en materia fiscal y financiera, entenderá de las siguientes materias:

a) La coordinación de la política presupuestaria de las Comunidades Autónomas con la del Estado.

b) La emisión de los informes y la adopción de los acuerdos previstos en la Ley Orgánica 18/2001,
Complementaria de la Ley General de Estabilidad Presupuestaria.

c) El estudio y valoración de los criterios de distribución de los recursos del Fondo de Compensación.

d) El estudio, la elaboración, en su caso, y la revisión de los métodos utilizados para el cálculo de los costos
de los servicios transferidos a las Comunidades Autónomas.

e) La apreciación de las razones que justifiquen, en cada caso, la percepción por parte de las Comunidades
Autónomas de las asignaciones presupuestarias, así como los criterios de equidad seguidos para su
afectación.

f) La coordinación de la política de endeudamiento.

g) La coordinación de la política de inversiones públicas.

h) En general, todo aspecto de la actividad financiera de las Comunidades Autónomas y de la Hacienda del
Estado que, dada su naturaleza, precise de una actuación coordinada.

3. Para su adecuado funcionamiento, el Consejo de Política Fiscal y Financiera elaborará un reglamento de
régimen interior, que será aprobado por mayoría absoluta de sus miembros.
Se modifica el apartado 2 por la disposición adicional única.2 de la Ley Orgánica 5/2001, de 13 de diciembre. Ref. BOE-A-2001-23632
Se modifica el apartado 1 por el art. único.1 de la Ley Orgánica 3/1996, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-1996-29016 Esta modificación surtirá 
efectos el 1 de enero de 1997, según establece la disposición final única.

CAPÍTULO II RECURSOS DE LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS

Artículo cuarto.
Uno. De conformidad con el apartado 1 del artículo 157 de la Constitución, y sin perjuicio de lo establecido en
el resto del articulado, los recursos de las Comunidades Autónomas estarán constituidos por:

a) Los ingresos procedentes de su patrimonio y demás de derecho privado.

b) Sus propios impuestos, tasas y contribuciones especiales.

c) Los tributos cedidos, total o parcialmente, por el Estado.

d) La participación en el Fondo de Garantía de Servicios Públicos Fundamentales.

e) Los recargos que pudieran establecerse sobre los tributos del Estado.

f) Las participaciones en los ingresos del Estado a través de los fondos y mecanismos que establezcan las
leyes.

g) El producto de las operaciones de crédito.

h) El producto de las multas y sanciones en el ámbito de su competencia.

LOFCA · arts. 2-4Tema 2 · La organización territorial del Estado en la Constitución y la distribución de competencias entre el Estado y las com…

2

TEMARIO Cuerpo especial de ayudantes de auditoría (29 de 66 temas) · Sindicatura de Cuentas de las Illes Balears · oposicionesexpress.c… pág. 52



i) Sus propios precios públicos.

Dos. En su caso, las Comunidades Autónomas podrán obtener igualmente ingresos procedentes de:

a) Las asignaciones que se establezcan en los Presupuestos Generales del Estado, de acuerdo con lo
dispuesto en la presente Ley.

b) Las transferencias de los Fondos de Compensación Interterritorial, cuyos recursos tienen el carácter de
carga general del Estado a los efectos previstos en los artículos 2, 138 y 158 de la Constitución.

Se modifica el apartado 1 por el art. único.2 de la Ley Orgánica 3/2009, de 18 de diciembre. Ref. BOE-A-2009-20374 Esta modificación surtirá 
efectos desde el 1 de enero de 2009, según establece la disposición final.
Se modifica el apartado 2 por el art. 4.1 de la Ley Orgánica 7/2001, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2001-24961
Se modifica el apartado 1.d) por el art. único.2 de la Ley Orgánica 3/1996, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-1996-29016 Esta modificación surtirá 
efectos el 1 de enero de 1997, según establece la disposición final única.
Se modifica el apartado 1 por el art. 1 de la Ley Orgánica 1/1989, de 13 de abril. Ref. BOE-A-1989-8507

Artículo quinto.
Uno. Constituyen ingresos de Derecho privado de las Comunidades Autónomas los rendimientos o productos
de cualquier naturaleza derivados de su patrimonio, así como las adquisiciones a título de herencia, legado o
donación.

Dos. A estos efectos se considerará patrimonio de las Comunidades Autónomas el constituido por los bienes
de su propiedad, así como por los derechos reales o personales de que sea titular, susceptibles de valoración
económica, siempre que unos u otros no se hallen afectos al uso o al servicio público.

Artículo sexto.
Uno. Las Comunidades Autónomas podrán establecer y exigir sus propios tributos de acuerdo con la
Constitución y las Leyes.

Dos. Los tributos que establezcan las Comunidades Autónomas no podrán recaer sobre hechos imponibles
gravados por el Estado. Cuando el Estado, en el ejercicio de su potestad tributaria originaria establezca
tributos sobre hechos imponibles gravados por las Comunidades Autónomas, que supongan a éstas una
disminución de ingresos, instrumentará las medidas de compensación o coordinación adecuadas en favor de
las mismas.

Tres. Los tributos que establezcan las Comunidades Autónomas no podrán recaer sobre hechos imponibles
gravados por los tributos locales. Las Comunidades Autónomas podrán establecer y gestionar tributos sobre
las materias que la legislación de Régimen Local reserve a las Corporaciones locales. En todo caso, deberán
establecerse las medidas de compensación o coordinación adecuadas a favor de aquellas Corporaciones, de
modo que los ingresos de tales Corporaciones Lo cales no se vean mermados ni reducidos tampoco en sus
posibilidades de crecimiento futuro.
Se modifica por el art. único.3 de la Ley Orgánica 3/2009, de 18 de diciembre. Ref. BOE-A-2009-20374 Esta modificación surtirá efectos desde el 
1 de enero de 2009, según establece la disposición final.

Artículo séptimo.
1. Las Comunidades Autónomas podrán establecer tasas por la utilización de su dominio público, así como
por la prestación de servicios públicos o la realización de actividades en régimen de Derecho público de su
competencia, que se refieran, afecten o beneficien de modo particular a los sujetos pasivos cuando concurra
cualquiera de las circunstancias siguientes:

a) Que no sean de solicitud voluntaria para los administrados. A estos efectos no se considerará voluntaria
la solicitud por parte de los administrados: - Cuando venga impuesta por disposiciones legales o
reglamentarias. - Cuando los bienes, servicios o actividades requeridos sean imprescindibles para la vida
privada o social del solicitante.
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b) Que no se presten o realicen por el sector privado, esté o no establecida su reserva a favor del sector
público conforme a la normativa vigente.

2. Cuando el Estado o las Corporaciones Locales transfieran a las Comunidades Autónomas bienes de dominio
público para cuya utilización estuvieran establecidas tasas o competencias en cuya ejecución o desarrollo
presten servicios o realicen actividades igualmente gravadas con tasas, aquéllas y éstas se considerarán como
tributos propios de las respectivas Comunidades.

3. El rendimiento previsto para cada tasa por la prestación de servicios o realización de actividades no podrá
sobrepasar el coste de dichos servicios o actividades.

4. Para la fijación de las tarifas de las tasas podrán tenerse en cuenta criterios genéricos de capacidad
económica, siempre que la naturaleza de aquélla se lo permita.
Se modifican los apartados 1 y 2 por el art. único.3 de la Ley Orgánica 3/1996, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-1996-29016 Esta modificación 
surtirá efectos el 1 de enero de 1997, según establece la disposición final única.
Se modifican los apartados 1 y 2 por el art. 2 de la Ley Orgánica 1/1989, de 13 de abril. Ref. BOE-A-1989-8507

Artículo octavo.
Uno. Las Comunidades Autónomas podrán establecer contribuciones especiales por la obtención por el sujeto
pasivo de un beneficio o de un aumento del valor de sus bienes como consecuencia de la realización por las
mismas de obras públicas o del establecimiento o ampliación a su costa de servicios públicos.

Dos. La recaudación por la contribución especial no podrá superar el coste de la obra o del establecimiento o
ampliación del servicio soportado por la Comunidad Autónoma.

Artículo noveno.
Las Comunidades Autónomas podrán establecer sus propios impuestos, respetando, además de lo establecido
en el artículo sexto de esta Ley, los siguientes principios:

a) No podrán sujetarse elementos patrimoniales situados, rendimientos originados ni gastos realizados fuera
del territorio de la respectiva Comunidad Autónoma.

b) No podrán gravarse, como tales, negocios, actos o hechos celebrados o realizados fuera del territorio de la
comunidad impositora, ni la transmisión o ejercicio de bienes, derechos y obligaciones que no hayan nacido
ni hubieran de cumplirse en dicho territorio o cuyo adquirente no resida en el mismo.

c) No podrán suponer obstáculo para la libre circulación de personas, mercancías y servicios capitales, ni
afectar de manera efectiva a la fijación de residencia de las personas o a la ubicación de Empresas y capitales
dentro del territorio español, de acuerdo con lo establecido en el artículo segundo, uno, a), ni comportar
cargas trasladables a otras Comunidades.

Artículo décimo.
1. Son tributos cedidos los establecidos y regulados por el Estado, cuyo producto corresponda a la Comunidad
Autónoma.

2. Se entenderá efectuada la cesión cuando haya tenido lugar en virtud de precepto expreso del Estatuto
correspondiente, sin perjuicio de que el alcance y condiciones de la misma se establezcan en una Ley
específica.

3. La cesión de tributos por el Estado a que se refiere el apartado anterior podrá hacerse total o parcialmente.
La cesión será total si se hubiese cedido la recaudación correspondiente a la totalidad de los hechos
imponibles contemplados en el tributo de que se trate. La cesión será parcial si se hubiese cedido la de alguno
o algunos de los mencionados hechos imponibles, o parte de la recaudación correspondiente a un tributo. En
ambos casos, la cesión podrá comprender competencias normativas en los términos que determine la Ley que
regule la cesión de tributos.
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4. Sin perjuicio de los requisitos específicos que establezca la Ley de cesión:

a) Cuando los tributos cedidos sean de naturaleza personal, su atribución a una Comunidad Autónoma se
realizará en función del domicilio fiscal de los sujetos pasivos, salvo en el gravamen de adquisiciones por
causa de muerte, en el que se atenderá al del causante.

b) Cuando los tributos cedidos graven el consumo, su atribución a las Comunidades Autónomas se llevará a
cabo bien en función del lugar de consumo, bien en función del lugar en el que el vendedor realice la
operación a través de establecimientos, locales o agencias, bien en función de los consumos calculados
sobre una base estadística.

c) Cuando los tributos cedidos graven operaciones inmobiliarias, su atribución a las Comunidades
Autónomas se realizará en función del lugar donde radique el inmueble.

Se modifica por el art. 1.1 de la Ley Orgánica 7/2001, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2001-24961
Se modifican los apartados 3 y 4.a) por el art. único.4.1 y 2 de la Ley Orgánica 3/1996, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-1996-29016 Esta 
modificación surtirá efectos el 1 de enero de 1997, según establece la disposición final única.

CAPÍTULO III COMPETENCIAS

Artículo vigésimo.
Uno. El conocimiento de las reclamaciones interpuestas contra los actos dictados por las Comunidades
Autónomas y por las Ciudades con Estatuto de Autonomía en relación con sus tributos propios corresponderá
a sus propios órganos económico-administrativos.

Dos. Cuando así se establezca en la correspondiente ley del Estado, y en relación con los tributos estatales, la
competencia para el ejercicio de la función revisora en vía administrativa de los actos dictados por las
Comunidades Autónomas y por las Ciudades con Estatuto de Autonomía podrá corresponder a las mismas, sin
perjuicio de la colaboración que pueda establecerse con la Administración Tributaria del Estado.

Tres. Dicha competencia podrá efectuarse en los términos establecidos por la ley en la que se fije el alcance y
condiciones de la cesión de tributos por parte del Estado. Sin perjuicio del ejercicio de esta competencia,
entre el Estado y las Comunidades Autónomas y Ciudades con Estatuto de Autonomía podrán establecerse
fórmulas de colaboración específica en orden al ejercicio de la citada función revisora, cuando la naturaleza
del tributo así lo aconseje, acordando los mecanismos de cooperación que sean precisos para su adecuado
ejercicio.

Cuatro. Lo dispuesto en los apartados anteriores se entiende sin perjuicio de las competencias atribuidas en
exclusiva al Estado en el artículo 149.1. 1.ª, 8.ª, 14.ª y 18.ª de la Constitución Española en relación con el
establecimiento de los principios y normas jurídicas generales, sustantivas y de procedimiento, del sistema
tributario español, contenidas en las disposiciones tributarias de Estado y, específicamente, en la Ley 58/2003,
de 17 de diciembre, General Tributaria y su normativa de desarrollo, aplicables a y por todas las
Administraciones tributarias.

Cinco. La función unificadora de criterio en los tributos estatales corresponde a la Administración Tributaria
del Estado que la ejercerá conforme a lo dispuesto en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.
Se modifica por el art. único.9 de la Ley Orgánica 3/2009, de 18 de diciembre. Ref. BOE-A-2009-20374 Esta modificación surtirá efectos desde el 
1 de enero de 2009, según establece la disposición final.
Se modifica por el art. 5 de la Ley Orgánica 7/2001, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2001-24961

Artículo vigésimo primero.
1. Los presupuestos de las Comunidades Autónomas tendrán carácter anual e igual período que los del Estado,
atenderán al cumplimiento del principio de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera e incluirán
la totalidad de los gastos e ingresos de los organismos y entidades integrantes de la misma, y en ellos se
consignará el importe de los beneficios fiscales que afecten a tributos atribuidos a las referidas Comunidades.
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2. Si los Presupuestos Generales de las Comunidades Autónomas no fueran aprobados antes del primer día del
ejercicio económico correspondiente, quedará automáticamente prorrogada la vigencla de los anteriores.

3. Los presupuestos de las Comunidades Autónomas serán elaborados con criterios homogéneos de forma que
sea posible su consolidación con los Presupuestos Generales del Estado.
Se modifica el apartado 1 por el art. 1.4 de la Ley Orgánica 6/2015, de 12 de junio. Ref. BOE-A-2015-6517.
Se modifica el apartado 1 por la disposición adicional única.4 de la Ley Orgánica 5/2001, de 13 de diciembre. Ref. BOE-A-2001-23632

Artículo vigésimo segundo.
Además de los sistemas e instituciones de control que pudieran adoptar en sus respectivos Estatutos, y en su
caso las que por la Ley se autorizaran en el territorio comunitario, al Tribunal de Cuentas corresponde realizar
el control económico y presupuestario de la actividad financiera de las Comunidades Autónomas, sin perjuicio
del control que compete al Estado en el caso de transferencias de medios financieros con arreglo al apartado
dos del artículo ciento cincuenta de la Constitución.

CAPITULO IV RESOLUCIÓN DE CONFLICTOS

Artículo vigésimo tercero.
1. Los conflictos que se susciten en la aplicación de los puntos de conexión de los tributos se resolverán por
una Junta Arbitral.

2. Podrán promover el conflicto las Administraciones que consideren producido en su territorio el
rendimiento del tributo de que se trate, así como aquellas que se consideren competentes en los
procedimientos de gestión, inspección o recaudación respectivos, de acuerdo con los puntos de conexión
aplicables.

3. De la misma forma, podrán promover el conflicto las Administraciones que no consideren producido en su
territorio el rendimiento o que no se consideren competentes en los procedimientos de gestión, inspección o
recaudación cuando otra Administración sostenga, respecto de aquéllas, que sí debe considerarse producido
en su territorio el rendimiento o que sí son competentes en los citados procedimientos.

4. Las competencias de la Junta Arbitral se extenderán a la resolución de aquellos conflictos que puedan
plantearse entre Administraciones sobre la titularidad del rendimiento o de las competencias de gestión,
inspección o recaudación, como consecuencia de la aplicación territorial de las normas o acuerdos de cesión
de tributos a las Comunidades Autónomas.

5. Los conflictos serán resueltos por el procedimiento que reglamentariamente se establezca, en el que se dará
audiencia al interesado. Dicho procedimiento, cuando ninguna de las dos cuotas líquidas objeto de conflicto
supere 125.000 euros, podrá consistir en un procedimiento simplificado.

6. Los conflictos serán resueltos por los siguientes órganos:

a) Caso de que la controversia se produzca entre las Administraciones del Estado y de una o varias
Comunidades Autónomas, o de éstas entre sí, será resuelta por la Junta Arbitral que se regula en el artículo
siguiente.

b) Si en el conflicto interviniese la Administración de otros territorios distintos de los referidos en la letra
anterior, un representante de la Admi nistración del Estado será sustituido por otro designado por el
Consejo Ejecutivo o Gobierno de la Comunidad Autónoma.

7. Cuando se suscite el conflicto, las Administraciones afectadas lo notificarán a los interesados, lo que
determinará la interrupción de la prescripción, y se abstendrán de cualquier actuación ulterior. No obstante
lo anterior, cuando se hayan practicado liquidaciones definitivas por cualquiera de las Administraciones
afectadas, dichas liquidaciones surtirán plenos efectos, sin perjuicio de la posibilidad de practicar la revisión
de oficio prevista en la Ley General Tributaria.
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8. La Junta Arbitral resolverá conforme a derecho, de acuerdo con principios de economía, celeridad y
eficacia, todas las cuestiones que ofrezca el expediente, hayan sido o no planteadas por las partes o los
interesados en el conflicto, incluidas las fórmulas de ejecución.

9. Las resoluciones de la Junta Arbitral tendrán carácter ejecutivo y serán impugnables en vía contencioso-
administrativa.
Se modifica por el art. 6.1 de la Ley Orgánica 7/2001, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2001-24961
Se añade por el art. único.8 de la Ley Orgánica 3/1996, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-1996-29016 Esta modificación surtirá efectos el 1 de 
enero de 1997, según establece la disposición final única.

Artículo vigésimo cuarto.
1. La Junta Arbitral a que se refiere el apartado 6.

a) del artículo anterior estará presidida por un jurista de reconocido prestigio, designado para un período
de cinco años por el Ministro de Hacienda, a propuesta del Consejo de Política Fiscal y Financiera de las
Comunidades Autónomas. Serán Vocales de esta Junta: a) Cuando la controversia se suscite entre el Estado
y una o más Comunidades Autónomas, cuatro representantes del Estado, designados por el Ministro de
Hacienda, uno de los cuales actuará como Secretario, y cuatro representantes de cada Comunidad
Autónoma en conflicto, designados por el correspondiente Gobierno de éstas.

b) Cuando la controversia se suscite entre Comunidades Autónomas, cuatro representantes del Estado y
cuatro de cada Comunidad Autónoma en conflicto, designados por el correspondiente Gobierno de éstas,
actuando como Secretario un representante del Estado.

2. En todo lo referente al funcionamiento, convocatoria, reuniones y régimen de adopción de acuerdos de la
Junta Arbitral se estará a lo dispuesto, en materia de órganos colegiados, en el capítulo II del Título II de la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común.

3. En el procedimiento simplificado actuará como órgano de resolución el presidente de la Junta Arbitral.

Se modifica por el art. 6.2 de la Ley Orgánica 7/2001, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2001-24961
Se añade por el art. único.8 de la Ley Orgánica 3/1996, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-1996-29016 Esta modificación surtirá efectos el 1 de 
enero de 1997, según establece la disposición final única.

L22-2009-Cesion
Ley 22/2009 sistema de financiacion CCAA cesion tributos
En este tema: arts. 1 a 11, 21 a 29 y 45 a 53 · 30 artículos · texto consolidado a 9 de julio de 2026 · BOE-
A-2009-20375

TÍTULO PRELIMINAR OBJETO DE LA LEY

Artículo 1. Objeto de la Ley.
La presente Ley regula el sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y
Ciudades con Estatuto de Autonomía desde el 1 de enero de 2009, incluyendo la garantía de financiación de
servicios públicos fundamentales, los fondos de convergencia autonómica, el establecimiento del régimen
general de la cesión de tributos del Estado a las Comunidades Autónomas y los órganos de coordinación de la
gestión tributaria. Asimismo, se adaptan al sistema de financiación la normativa de los tributos cedidos y
demás disposiciones tributarias afectadas.

LOFCA · arts. 23-24  ·  L22-2009-Cesion · art. 1Tema 2 · La organización territorial del Estado en la Constitución y la distribución de competen…

2

TEMARIO Cuerpo especial de ayudantes de auditoría (29 de 66 temas) · Sindicatura de Cuentas de las Illes Balears · oposicionesexpress.c… pág. 57



TÍTULO I EL SISTEMA DE FINANCIACIÓN DE LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS

SECCIÓN 1.ª NECESIDADES GLOBALES DE FINANCIACIÓN EN EL AÑO BASE

Artículo 2. Necesidades globales de financiación en el año base.
Suficiencia estática. Las necesidades globales de financiación en el año base para cada Comunidad Autónoma
resultan de adicionar a las necesidades de financiación de cada Comunidad Autónoma en el año 2007, el
importe que le corresponda en el reparto de los recursos adicionales que se integran en el sistema previsto en
los artículos 5 y 6.

Artículo 3. Necesidades de financiación en el año 2007.
Están integradas por los siguientes importes, para cada Comunidad Autónoma.

a) El importe de los recursos definitivos liquidados proporcionados por el Sistema de Financiación en el
año 2007, en términos normativos. Se incluye el importe liquidado de la garantía de financiación de los
servicios de asistencia sanitaria correspondiente al 2007. En el supuesto de recursos sujetos a liquidación
se entiende por valor normativo el importe de su rendimiento sin tener en cuenta el ejercicio de
competencias normativas realizado por la Comunidad Autónoma.

b) Los ingresos por los Impuestos sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados,
Sucesiones y Donaciones y Tributos sobre el Juego, computados con criterio normativo, en valores del
2007. El valor normativo de estos ingresos se computará conforme a las siguientes reglas:

1. Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados. Se corresponde con el 85%
del importe recaudado por este impuesto en el año 2007.

2. Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones. Se corresponde con el resultado de duplicar su valor normativo
del año base 1999, de acuerdo con la Ley 21/2001, de 27 de diciembre, por la que se regulan las medidas
fiscales y administrativas del nuevo Sistema de Financiación de las Comunidades Autónomas de régimen
común y Ciudades con Estatuto de Autonomía, y posteriormente actualizarlo por el incremento del ITE
nacional aplicado a los recursos del sistema en la liquidación del 2007.

3. Tributos sobre el Juego. Se corresponde con el valor normativo del año base 1999, de acuerdo con la Ley
21/2001, de 27 de diciembre, una vez actualizado por el incremento del ITE nacional aplicado a los recursos
del sistema en la liquidación del 2007. c) Los ingresos por tasas afectas a los servicios transferidos computados
con criterio normativo, en valores del 2007. En este supuesto el criterio normativo se corresponde con el valor
normativo del año base 1999, de acuerdo con la Ley 21/2001, de 27 de diciembre, una vez actualizado por el
incremento del ITE nacional aplicado a los recursos del sistema en la liquidación del 2007. d) La
compensación estatal por la supresión del gravamen del Impuesto sobre el Patrimonio. e) Los ingresos por la
recaudación del Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos e Impuesto Especial
sobre Determinados Medios de Transporte, por su valor normativo en el año 2007, entendiendo por tal la
recaudación real imputada a cada Comunidad Autónoma en dicho año sin el ejercicio de las competencias
normativas. f) El coste de los servicios transferidos hasta la entrada en vigor del sistema regulado en esta Ley
cuyo importe no haya sido tenido en cuenta en la determinación de los recursos definitivos del año base
mencionados en la letra a) de este artículo. g) Los importes de la dotación complementaria para la
financiación de la asistencia sanitaria y de la dotación de compensación de insularidad incluidas en la Ley de
Presupuestos Generales del Estado para el año 2007, por un importe para el conjunto de las Comunidades
Autónomas de 655 millones de euros. h) El importe de la financiación por los servicios traspasados por el
Instituto Social de la Marina con anterioridad a 2002, que se transfirió desde el Presupuesto del Organismo a
determinadas Comunidades Autónomas, correspondiente al año 2007.
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Artículo 4.
Recursos adicionales que se integran en el Sistema. El Estado adicionará a las necesidades de financiación de
cada Comunidad Autónoma señaladas en el artículo anterior, los importes necesarios para el cumplimiento de
lo señalado en los artículos 5 y 6, referidos a los recursos adicionales que se integran en el sistema. Por este
motivo, la determinación de las necesidades globales de financiación de cada Comunidad Autónoma en el año
base se realizará inicialmente de forma provisional, incluyendo como recursos adicionales los derivados de la
aplicación de los importes y criterios de reparto contenidos en el artículo 5, atendiendo a los últimos datos
disponibles de las variables que inciden en la distribución de estos recursos, sin perjuicio de una primera
regularización cuando se conozcan las variables y los recursos necesarios para determinar el cumplimiento
del objetivo contenido en el mencionado artículo. Dicha regularización surtirá efectos en la primera
liquidación de los recursos del sistema en la que se conozca ese reparto definitivo. Las necesidades globales de
financiación del año 2010 correspondientes a cada Comunidad Autónoma, representadas por los recursos
definitivos que les proporciona el sistema para ese año, se verán incrementadas mediante la adición de los
recursos adicionales previstos en el artículo 6. Como consecuencia de esta adición, se procederá a regularizar
definitivamente las necesidades globales de financiación de cada Comunidad Autónoma correspondientes al
año base.

Artículo 5.
Recursos adicionales que se integran en el Sistema de Financiación en el año 2009.

1. El Estado incrementará los recursos que el sistema proporcionará a las Comunidades Autónomas en el año
2009, de manera que, como objetivo final, estas vean aumentados los recursos definitivos que les
proporcionaría el Sistema de Financiación regulado en la Ley 21/2001, de 27 de diciembre, en el año 2009, en
los importes y con los criterios de distribución descritos en las letras A y B de este apartado. Para ello se
garantiza el statu quo del año 2009 con el sistema de financiación regulado en la Ley 21/2001 y, además, se
añaden a ese statu quo los recursos adicionales que se describen a continuación. A. Recursos para refuerzo
del estado de bienestar por un total de 4.900 millones de euros distribuidos de la siguiente manera. I. El 75%
de estos recursos se distribuirán entre las Comunidades Autónomas de régimen común en atención al peso
relativo de la variación de su población ajustada entre 1999 y 2009, en relación a la variación del total de la
población ajustada en las Comunidades Autónomas de régimen común, para ese mismo periodo. La población
ajustada se calculará para los años de referencia mediante las variables y ponderaciones que figuran en el
artículo 9. II. El 25% restante se distribuirá entre las Comunidades Autónomas de régimen común en atención
a:

a) El peso relativo de la población ajustada de cada Comunidad Autónoma en 2009, en relación a la
población ajustada total de las Comunidades Autónomas de régimen común, en esa misma fecha. La
población ajustada se calculará mediante las variables y ponderaciones que figuran en el artículo 9.

b) El peso relativo de la población potencialmente dependiente de cada Comunidad Autónoma corregida
por el factor de ponderación en relación al total correspondiente a todas las Comunidades Autónomas de
régimen común, según los datos de la Resolución de 21 de mayo de 2009, del Instituto de Mayores y
Servicios Sociales (IMSERSO), por la que se publica el Acuerdo del Consejo de Ministros de 8 de mayo de
2009, por el que se aprueba el marco de cooperación interadministrativa y criterios de reparto de créditos
de la Administración General del Estado para la financiación durante el 2009 del nivel acordado previsto en
la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de promoción de la autonomía personal y atención a las personas en
situación de dependencia.

c) El peso relativo del número de personas reconocidas como dependientes con derecho a prestación,
registradas en el Sistema de Información del SAAD (SISAAD), en relación al total correspondiente a todas
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las Comunidades Autónomas de régimen común, según los datos y ponderaciones utilizados en la
Resolución de 21 de mayo de 2009, del IMSERSO, por la que se publica el Acuerdo del Consejo de Ministros
de 8 de mayo de 2009, por el que se aprueba el marco de cooperación interadministrativa y criterios de
reparto de créditos de la Administración General del Estado para la financiación durante el 2009 del nivel
acordado previsto en la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de promoción de la autonomía personal y
atención a las personas en situación de dependencia. La variable a) se ponderará al 50% mientras que la b)
se ponderará al 40% y la c) al 10%, a los efectos de realizar la distribución del porcentaje de los recursos
adicionales de este epígrafe II. B. Otros recursos adicionales. I. Recursos para las Comunidades Autónomas
con dispersión superior a la media: El Estado aportará un fondo de 50 millones para las Comunidades
Autónomas de régimen común cuya dispersión sea superior a la media de estas, que se asignará en
atención al peso relativo de su número de entidades singulares de población en el año 2009 en relación al
total del de las Comunidades Autónomas que cumplen esta condición. La dispersión se medirá en términos
de habitante por entidad singular de población, siendo la dispersión superior a la media si el citado ratio es
inferior al medio, refiriéndose los valores al año 2009. II. Recursos para las Comunidades Autónomas con
densidad poblacional inferior a la media: El Estado aportará un fondo de 50 millones que se distribuirán
entre las Comunidades Autónomas de régimen común cuya densidad poblacional sea inferior a la media de
éstas, en atención al peso relativo de su población ajustada del año 2009 en relación al total de la de las
Comunidades Autónomas que cumplen esta condición. La densidad poblacional se medirá en términos de
habitante por kilómetro cuadrado, refiriéndose los valores al año 2009. La población ajustada se calculará
mediante las variables y ponderaciones que figuran en el artículo 9. III. Recursos para las políticas de
normalización lingüística: Se refuerza la financiación de estas políticas con un importe equivalente a
multiplicar por 2,5 la financiación que proporcionaría el sistema regulado en la Ley 21/2001, de 27 de
diciembre, en el año 2009, por estas políticas, en aquellas Comunidades Autónomas con competencias en
la materia.

2. En relación a la aplicación del statu quo 2009 y a la incorporación de recursos adicionales, a los efectos del
presente artículo se entenderán como recursos proporcionados por el Sistema de Financiación regulado en la
Ley 21/2001, de 27 de diciembre, los siguientes, para cada Comunidad Autónoma:

a) El importe de los recursos definitivos correspondientes al Sistema de Financiación regulado en la Ley
21/2001, de 27 de diciembre, que se liquidarían para el año 2009, en términos normativos.

b) El importe de la garantía de financiación de los servicios de asistencia sanitaria, que hubiera
correspondido a cada Comunidad Autónoma, en el supuesto de serles aplicables la regulación prevista en
el artículo 115 de la Ley 2/2008, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2009, a los supuestos y
variables del año 2009, con el límite conjunto de 500 millones de euros.

c) Los ingresos por los Impuestos sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados,
Sucesiones y Donaciones y Tributos sobre el Juego, computados con criterio normativo, en valores del
2009. El valor normativo de estos ingresos se computará conforme a las siguientes reglas: 1. Impuesto
sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados. Se corresponde con el 85% del
importe recaudado por este impuesto en el año 2009, en términos homogéneos. Se entiende por el importe
de lo recaudado en términos homogéneos, el importe de la recaudación en cada Comunidad Autónoma
que se corresponde con la aplicación de la normativa de estos impuestos en vigor a 1 de enero de 2009. 2.
Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones. Se corresponde con el valor normativo del año 2009, en los
términos definidos en los artículos 3 y 19.

3. Tributos sobre el Juego. Se corresponde con el valor normativo del año 2009, en los términos definidos en
los artículos 3 y 19. d) Los ingresos por tasas afectas a los servicios transferidos computados en valores
normativos del 2009, en los términos definidos en los artículos 3 y 19. e) La compensación estatal por la
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supresión del gravamen del Impuesto sobre el Patrimonio. f) Los ingresos por la recaudación del Impuesto
sobre las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos e Impuesto Especial sobre Determinados Medios
de Transporte, por su valor normativo en el año 2009, entendiendo por tal la recaudación real imputada a cada
Comunidad Autónoma en dicho año sin el ejercicio de las competencias normativas. g) El coste de los
servicios transferidos hasta la entrada en vigor del sistema regulado en esta Ley cuyo importe no haya sido
tenido en cuenta en la determinación de los recursos definitivos del año 2009 mencionados en el apartado a).
h) Los importes de la dotación complementaria para la financiación de la asistencia sanitaria y de la dotación
de compensación de insularidad incluidas en la Ley de Presupuestos Generales del Estado para 2009, por un
importe para el conjunto de las Comunidades Autónomas de 655 millones de euros. i) El importe de la
financiación por los servicios traspasados por el Instituto Social de la Marina con anterioridad a 2002, que se
transfiere desde el Presupuesto del Organismo a determinadas Comunidades Autónomas, correspondiente al
año 2009.

Artículo 6.
Recursos adicionales que se integran en el Sistema de Financiación en el año 2010. El Estado incorpora a los
recursos definitivos proporcionados por el sistema para el 2010 los siguientes recursos adicionales: A. Un
importe de 1.200 millones de euros repartidos entre las Comunidades Autónomas de régimen común, en
atención al peso relativo del número de personas reconocidas como dependientes con derecho a prestación,
registradas en el SISAAD, en relación al total correspondiente a todas las Comunidades Autónomas de
régimen común, según los datos y ponderaciones utilizados en la Resolución de 21 de mayo de 2009, del
IMSERSO, por la que se publica el Acuerdo del Consejo de Ministros de 8 de mayo de 2009, por el que se
aprueba el marco de cooperación interadministrativa y criterios de reparto de créditos de la Administración
General del Estado para la financiación durante el 2009 del nivel acordado previsto en la Ley 39/2006, de 14 de
diciembre, de promoción de la autonomía personal y atención a las personas en situación de dependencia. B.
Un importe de 1.200 millones de euros, repartidos en atención al peso relativo de la población ajustada de
cada Comunidad Autónoma en 2009, en relación a la población ajustada total de las Comunidades Autónomas
de régimen común, en esa misma fecha. La población ajustada se calculará mediante las variables y
ponderaciones que figuran en el artículo 9. La incorporación de estos recursos adicionales, en virtud de la
gradualidad, surtirá efectos por primera vez en 2012, con la liquidación definitiva de los recursos del sistema
correspondientes al año 2010. En la liquidación del 2012 se garantiza que el importe de los recursos
adicionales, incluidos los Fondos de Convergencia, será un 30% superior al resultado del total de los
incorporados en 2009, que se liquidarán en 2011.

SECCIÓN 2.ª RECURSOS FINANCIEROS DEL SISTEMA EN EL AÑO BASE

Artículo 7. Recursos financieros del Sistema en el año base 2007.
Las necesidades globales de financiación a que se refiere el artículo 2 se financiarán con todos los recursos del
sistema, en sus valores del año 2007, que se relacionan en los artículos 8, 9 y 10.

Artículo 8. Capacidad tributaria.
La capacidad tributaria en el año base se define como el conjunto de los recursos tributarios que
corresponden a cada Comunidad Autónoma, en el año 2007. Forman parte de la capacidad tributaria en el año
base los siguientes recursos tributarios:

a) Recaudación del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados en el año
2007, conforme a su valor normativo computado según lo previsto en el artículo 3.

b) Recaudación del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, Tributos sobre el Juego y Tasas afectas a los
servicios transferidos, por sus valores normativos del año 2007, computados según lo previsto en el artículo 3.
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c) Recaudación del Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos y del Impuesto
Especial sobre Determinados Medios de Transporte por su valor normativo en el año 2007, computadas según
lo previsto en el artículo 3.

d) Tarifa autonómica del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas de los residentes en la Comunidad
Autónoma, correspondiente a una participación autonómica del 50% en el rendimiento de dicho impuesto.

e) Cesión del 50 por ciento de la recaudación líquida por IVA. La atribución a la Comunidad Autónoma del
rendimiento del 50 por ciento de la recaudación líquida por IVA en su territorio se sujeta a las siguientes
reglas: Se entiende por recaudación líquida el conjunto de ingresos líquidos de la Hacienda Estatal, antes de
descontar la participación de las Comunidades Autónomas de régimen común y Entidades Locales, con
criterio de caja, por los conceptos que integran el Impuesto sobre el Valor Añadido, obtenidos una vez
deducidas de la recaudación bruta, las devoluciones reguladas en la normativa tributaria y las transferencias o
ajustes (positivos o negativos) establecidos en el Concierto con la Comunidad Autónoma del País Vasco y en el
Convenio con la Comunidad Foral de Navarra. El valor de la cesión del 50 por ciento del IVA para el año base
2007, se determina del modo siguiente: IVA i (2007) = IVA E (2007) * 50% * ICV i (2007) El término IVA E (2007)
representa la recaudación líquida por IVA obtenida por el Estado en 2007. El término ICV i (2007) representa el
índice de consumo de la Comunidad Autónoma i para 2007, certificado por el INE.

f) Cesión del 58 por ciento de la recaudación líquida por el Impuesto sobre la Cerveza. La atribución a la
Comunidad Autónoma del rendimiento del 58 por ciento de la recaudación líquida por el Impuesto sobre la
Cerveza en su territorio se sujeta a las siguientes reglas: Se entiende por recaudación líquida el conjunto de
ingresos líquidos de la Hacienda Estatal, antes de descontar la participación de las Comunidades Autónomas
de régimen común y Entidades Locales, con criterio de caja, por los conceptos que integran el Impuesto sobre
la Cerveza, obtenidos una vez deducidas de la recaudación bruta, las devoluciones reguladas en la normativa
tributaria y las transferencias o ajustes (positivos o negativos) establecidos en el Concierto con la Comunidad
Autónoma del País Vasco y en el Convenio con la Comunidad Foral de Navarra. El valor de la cesión del 58 por
ciento del Impuesto sobre la Cerveza para el año base 2007 se determina del modo siguiente: IEC i (2007) = IEC
E (2007) * 58% * ICC i (2007) El término IEC E (2007) representa la recaudación líquida por el Impuesto sobre la
Cerveza obtenida por el Estado en 2007. El término ICC i (2007) representa el índice de consumo de la
Comunidad Autónoma i para 2007, certificado por el INE.

g) Impuesto sobre el Vino y Bebidas Fermentadas.

h) Cesión del 58 por ciento de la recaudación líquida por los Impuestos sobre Productos Intermedios y sobre
Alcohol y Bebidas Derivadas. La atribución a la Comunidad Autónoma del rendimiento del 58 por ciento de la
recaudación líquida por los Impuestos sobre Productos Intermedios y sobre Alcohol y Bebidas Derivadas en su
territorio se sujeta a las siguientes reglas: Se entiende por recaudación líquida el conjunto de ingresos líquidos
de la Hacienda Estatal, antes de descontar la participación de las Comunidades Autónomas de régimen común
y Entidades Locales, con criterio de caja, por los conceptos que integran los Impuestos sobre Productos
Intermedios y sobre Alcohol y Bebidas Derivadas, obtenidos una vez deducidas de la recaudación bruta, las
devoluciones reguladas en la normativa tributaria y las transferencias o ajustes (positivos o negativos)
establecidos en el Concierto con la Comunidad Autónoma del País Vasco y en el Convenio con la Comunidad
Foral de Navarra. El valor de la cesión del 58 por ciento de los Impuestos sobre Productos Intermedios y sobre
Alcohol y Bebidas Derivadas para el año base 2007, se determina del modo siguiente: IEA i (2007) = IEA E
(2007) * 58% * ICA i (2007) El término IEA E (2007) representa la recaudación líquida por los Impuestos sobre
Productos Intermedios y sobre Alcohol y Bebidas Derivadas obtenida por el Estado en 2007. El término ICA i
(2007) representa el índice de consumo de la Comunidad Autónoma i para 2007, certificado por el INE.

i) Cesión del 58 por ciento de la recaudación líquida por el Impuesto sobre Hidrocarburos. La atribución a la
Comunidad Autónoma del rendimiento del 58 por ciento de la recaudación líquida por el Impuesto sobre

L22-2009-Cesion · art. 8Tema 2 · La organización territorial del Estado en la Constitución y la distribución de competencias entre el Estado y l…

2

TEMARIO Cuerpo especial de ayudantes de auditoría (29 de 66 temas) · Sindicatura de Cuentas de las Illes Balears · oposicionesexpress.c… pág. 62



Hidrocarburos en su territorio se sujeta a las siguientes reglas: Se entiende por recaudación líquida el
conjunto de ingresos líquidos de la Hacienda Estatal, antes de descontar la participación de las Comunidades
Autónomas de régimen común y Entidades Locales, con criterio de caja, por los conceptos que integran el
Impuesto sobre Hidrocarburos, obtenidos una vez deducidas de la recaudación bruta, las devoluciones
reguladas en la normativa tributaria y las transferencias o ajustes (positivos o negativos) establecidos en el
Concierto con la Comunidad Autónoma del País Vasco y en el Convenio con la Comunidad Foral de Navarra. El
valor de la cesión del 58 por ciento del Impuesto sobre Hidrocarburos para el año base 2007, se determina del
modo siguiente: IEH i (2007) = IEH E (2007) * 58% * ICH i (2007) El término IEH E (2007) representa la
recaudación líquida por el Impuesto sobre Hidrocarburos obtenida por el Estado en 2007. El término ICH i
(2007) representa el índice de entregas de gasolinas, gasóleos y fuelóleos, según datos del Ministerio de
Industria, Turismo y Comercio ponderados por los correspondientes tipos impositivos, en la Comunidad
Autónoma i en 2007.

j) Cesión del 58 por ciento de la recaudación líquida por el Impuesto sobre las Labores del Tabaco. La
atribución a la Comunidad Autónoma del rendimiento del 58 por ciento de la recaudación líquida por el
Impuesto sobre las Labores del Tabaco en su territorio se sujeta a las siguientes reglas: Se entiende por
recaudación líquida el conjunto de ingresos líquidos de la Hacienda Estatal, antes de descontar la
participación de las Comunidades Autónomas de régimen común y Entidades Locales, con criterio de caja,
por los conceptos que integran el Impuesto sobre las Labores de Tabaco, obtenidos una vez deducidas de la
recaudación bruta, las devoluciones reguladas en la normativa tributaria y las transferencias o ajustes
(positivos o negativos) establecidos en el Concierto con la Comunidad Autónoma del País Vasco y en el
Convenio con la Comunidad Foral de Navarra. El valor de la cesión del 58 por ciento del Impuesto sobre las
Labores del Tabaco para el año base 2007, se determina del modo siguiente: IELT i (2007) = IELT E (2007) * 58%
* ICT i (2007) El término IELT E (2007) representa la recaudación líquida por el Impuesto sobre las Labores del
Tabaco obtenida por el Estado en 2007. El término ICT i (2007) representa el índice de ventas a expendedurías
de la Comunidad Autónoma i en 2007, certificadas por el Comisionado para el Mercado de Tabacos,
ponderadas por los correspondientes tipos impositivos.

k) Cesión del 100 por cien de la recaudación líquida por el Impuesto sobre la Electricidad. La atribución a la
Comunidad Autónoma del rendimiento del 100 por cien de la recaudación líquida por el Impuesto sobre la
Electricidad en su territorio se sujeta a las siguientes reglas: Se entiende por recaudación líquida, el conjunto
de ingresos líquidos de la Hacienda Estatal, antes de descontar la participación de las Comunidades
Autónomas de régimen común, con criterio de caja, por los conceptos que integran el Impuesto sobre la
Electricidad, obtenidos una vez deducidas de la recaudación bruta, las devoluciones establecidas en la
normativa tributaria. El valor de la cesión del 100 por cien del Impuesto sobre la Electricidad para el año base
2007, se determina del modo siguiente: IEE i (2007) = IEE E (2007) * ICE i (2007) El término IEE E (2007)
representa la recaudación líquida por el Impuesto sobre la Electricidad obtenida por el Estado en 2007. El
término ICE i (2007) representa el índice de consumo neto de energía eléctrica en la Comunidad Autónoma i
en 2007, elaborado a partir de los datos del Ministerio de Industria, Turismo y Comercio. Las recaudaciones
líquidas y los índices de consumo, ventas y entregas que determinan el valor de la cesión del impuesto a cada
Comunidad Autónoma en el año base, se corresponden con los certificados en la liquidación referida en la
letra a) del artículo 3.

Artículo 9. Transferencia del Fondo de Garantía de Servicios Públicos Fundamentales.
La transferencia del Fondo de Garantía de Servicios Públicos Fundamentales tiene por objeto asegurar que
cada Comunidad Autónoma recibe los mismos recursos por habitante ajustado para financiar los servicios
públicos fundamentales esenciales del Estado de Bienestar. Es un mecanismo de garantía en el cual participan
todas las Comunidades Autónomas con un porcentaje de sus recursos tributarios anteriormente definidos, en
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términos normativos, y el Estado con su aportación de recursos adicionales. Este mecanismo de garantía se
instrumenta mediante los siguientes elementos:

a) Fondo de Garantía de Servicios Públicos Fundamentales: El Fondo de Garantía de Servicios Públicos
Fundamentales, en adelante el Fondo de Garantía, se forma en el año base con el 75% de los recursos
tributarios anteriormente definidos del año 2007 que corresponden a cada Comunidad Autónoma, en
términos normativos y debidamente homogeneizados, y con la aportación provisional del Estado por los
recursos adicionales de la letra A y epígrafes I y II de la letra B, ambos del artículo 5, y el importe de la letra g)
del artículo 3. Posteriormente, con la incorporación de los recursos adicionales previstos en el artículo 6 a las
necesidades globales de financiación, se añadirá el importe de estos recursos adicionales a la aportación
provisional del Estado al Fondo de Garantía en el año base, constituyendo la aportación definitiva del Estado
en el año base.

b) Participación de las Comunidades Autónomas en el Fondo de Garantía: Las Comunidades Autónomas
participan en el Fondo de Garantía correspondiente al 2007, con arreglo a su reparto atendiendo a las
siguientes variables, que determinan la unidad de necesidad o población ajustada: Población. La distribución
por esta variable se efectúa proporcionalmente a la población contenida en el Padrón para cada Comunidad
Autónoma, a 1 de enero de 2007, elaborado por el Instituto Nacional de Estadística (INE). La ponderación de
esta variable es del 30 por ciento. Superficie. El reparto de acuerdo con esta variable se lleva a cabo en función
de la superficie territorial, en km2, de cada Comunidad Autónoma publicada por el INE. La ponderación de
esta variable es del 1,8 por ciento. Dispersión. La asignación por esta variable se efectúa en proporción al
número de entidades singulares, núcleos de población, de cada Comunidad Autónoma, según los datos
facilitados por el INE obtenidos del Padrón Municipal de 2007. La ponderación de esta variable es del 0,6 por
ciento. Insularidad. La imputación por esta variable se efectúa proporcionalmente a la distancia en
kilómetros, ponderada por tramos, entre las costas de la península y las capitales insulares, sobre la base de la
información facilitada por el Ministerio de Fomento o departamento competente. La ponderación de esta
variable es del 0,6 por ciento. Población protegida equivalente distribuida en siete grupos de edad, con arreglo
a la metodología descrita en el Informe del Grupo de Trabajo de Análisis del Gasto Sanitario, publicado en
septiembre de 2007. La distribución por esta variable se efectúa proporcionalmente al valor de la misma para
2007, según las estadísticas elaboradas por el Ministerio de Sanidad y Consumo. La ponderación de esta
variable es del 38 por ciento. Conforme a dicha metodología, a efectos de determinar la población protegida
equivalente, la población protegida se pondera por 1,031 para niños de 0 a 4 años, por 0,433 entre 5 y 14, por
0,547 entre 15 y 44, por 0,904 entre 45 y 54, por 1,292 entre 55 y 64, por 2,175 entre 65 y 74, y finalmente por
2,759 a partir de 75 años. Población mayor de sesenta y cinco años. La asignación, de acuerdo con esta
variable, se lleva a cabo en función de la población mayor de sesenta y cinco años del Padrón para cada
Comunidad Autónoma, a 1 de enero de 2007, elaborado por el INE. La ponderación de esta variable es del 8,5
por ciento. Población entre 0 y 16 años. La asignación, de acuerdo con esta variable, se lleva a cabo en función
de la población entre 0 y 16 años del Padrón para cada Comunidad Autónoma, a 1 de enero de 2007, elaborado
por el INE. La ponderación de esta variable es del 20,5 por ciento.

c) Cálculo de la transferencia de garantía: La transferencia de garantía es el saldo positivo o negativo por
Comunidad Autónoma, de la diferencia entre el importe de la participación de cada Comunidad en el Fondo
de Garantía para el año 2007 y el 75% de los recursos tributarios en términos normativos de cada Comunidad
Autónoma correspondientes al año 2007. TG i (2007) = PFG i (2007) - 75% RT i (2007)

Artículo 10. Fondo de Suficiencia Global.
1. El Fondo de Suficiencia Global de cada Comunidad Autónoma en el año base es la diferencia, positiva o
negativa, entre las necesidades globales de financiación de la Comunidad Autónoma en el año base y la suma
de su capacidad tributaria, más la transferencia positiva o negativa del Fondo de Garantía de Servicios
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Públicos Fundamentales, en el mismo año.

2. Como consecuencia de lo señalado en el artículo 5, la determinación del Fondo de Suficiencia Global de
cada Comunidad Autónoma en el año base se realizará inicialmente de forma provisional sin perjuicio de una
primera regularización cuando se conozcan las variables y los recursos necesarios para determinar el
cumplimiento del objetivo señalado en el mencionado artículo. Para el cumplimiento de lo señalado en el
párrafo anterior, se parte de las necesidades globales de financiación de cada Comunidad Autónoma en el año
2009, representadas por el cumplimiento del objetivo señalado en el artículo 5. Se comparan dichas
necesidades globales de financiación con la suma de la capacidad tributaria y de la transferencia positiva o
negativa del Fondo de Garantía de Servicios Públicos Fundamentales que corresponden a cada Comunidad
Autónoma en sus valores del año 2009, con arreglo a lo establecido en este título. Por diferencia se obtiene el
Fondo de Suficiencia Global de la Comunidad Autónoma en el año 2009, cuyo importe se convierte a valores
del año base, mediante la aplicación de la variación entre el ITE 2009 y el ITE 2007, determinados con arreglo
a lo establecido en el artículo 20.

3. En el momento de la incorporación de los recursos adicionales descritos en el artículo 6 a las necesidades
globales de financiación y como consecuencia de la inclusión de estos recursos en la aportación del Estado al
Fondo de Garantía en el año base, se procederá a determinar el Fondo de Suficiencia Global de cada
Comunidad Autónoma para el año 2010, regularizándose definitivamente el correspondiente al año base. Para
el cumplimiento de lo señalado en el párrafo anterior se parte de las necesidades globales de financiación de
cada Comunidad Autónoma correspondientes al año 2010, una vez incrementadas con los recursos
adicionales establecidos en el artículo 6. Se comparan dichas necesidades globales de financiación con la
suma de la capacidad tributaria y de la transferencia positiva o negativa del Fondo de Garantía de Servicios
Públicos Fundamentales que corresponden a cada Comunidad Autónoma en sus valores del año 2010,
calculada esta última a partir de la aportación definitiva del Estado al Fondo de Garantía en el año base,
descrita en el último párrafo de la letra a) del artículo 9. Por diferencia se obtiene el Fondo de Suficiencia
Global de la Comunidad Autónoma en el año 2010, cuyo importe se convierte a valores del año base, mediante
la aplicación de la variación entre el ITE 2010 y el ITE 2007, determinados con arreglo a lo establecido en el
artículo 20.

SECCIÓN 3.ª EVOLUCIÓN DEL SISTEMA DE FINANCIACIÓN: SUFICIENCIA DINÁMICA

Artículo 11. Evolución del sistema de financiación.
Suficiencia dinámica.

1. La financiación de cada Comunidad Autónoma estará constituida por el valor definitivo, correspondiente a
cada año, de los recursos del Sistema de Financiación que le sean aplicables.

2. A estos efectos, a partir de la entrada en vigor del sistema y, en relación con los recursos constituidos por la
tarifa autonómica del IRPF, el porcentaje cedido de IVA e Impuestos Especiales de Fabricación, la
transferencia del Fondo de Garantía de Servicios Públicos Fundamentales y el Fondo de Suficiencia Global, las
Comunidades Autónomas recibirán, cada año, la financiación correspondiente a las entregas a cuenta de cada
uno de los citados recursos que les sean de aplicación y, en el año en que se conozcan todos los valores
definitivos de los citados recursos, la liquidación definitiva que corresponda, por diferencia entre el importe
de los valores definitivos de los mismos y las entregas a cuenta percibidas. Para la determinación del importe
de las entregas a cuenta señaladas en el párrafo anterior se utilizarán las previsiones existentes a la fecha de
elaboración por el Gobierno del anteproyecto de Ley de presupuestos generales del Estado del ejercicio que
corresponda.

3. La liquidación definitiva de todos los recursos del sistema y de los Fondos de convergencia regulados en el
título II, se practicará de forma conjunta en un solo acto. En el supuesto de que la liquidación definitiva de los
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recursos señalados en el apartado 2 anterior sea negativa se ingresará mediante compensación en el importe
que la Comunidad Autónoma perciba en concepto de liquidación del resto de recursos del sistema y de los
Fondos de convergencia autonómica regulados en el título II, y, no siendo este suficiente, el saldo restante se
compensará en el importe que reciba mensualmente por las entregas a cuenta de cualquier recurso del
sistema, hasta su total cancelación. En el anterior supuesto se compensará, en primer lugar, el saldo negativo
de la liquidación de las transferencias del Fondo de Garantía, importe que deberá cancelarse en todo caso en
el año de la liquidación. En el supuesto en que no sea posible efectuar las compensaciones anteriores con los
recursos del ejercicio en que se practica la liquidación, se emplearán las entregas a cuenta del ejercicio
siguiente, de cualquier recurso del sistema.

Artículo 21. Revisión del Fondo de Suficiencia Global.
Serán causa de revisión del valor del Fondo de Suficiencia Global en el año base, las siguientes:

1. Traspaso de nuevos servicios, ampliaciones o revisiones de valoraciones de traspasos anteriores, acordados
por la respectiva Comisión Mixta y aprobados por Real Decreto. La revisión se hará de oficio por el Ministerio
de Economía y Hacienda, de acuerdo con la valoración del traspaso referida al año base que se recoja en el
respectivo Real Decreto. Dicha revisión producirá efectos desde el comienzo del ejercicio siguiente a la
aprobación del Real Decreto de traspaso, siempre y cuando la publicación de éste se haya realizado antes de la
aprobación por el Gobierno del proyecto de Ley de presupuestos generales del Estado. En cualquier caso, dado
que, en el momento del traspaso, el ITE que se aplica para convertir en valores del año base 2007 el coste
efectivo es provisional, el valor definitivo de la revisión del Fondo de Suficiencia Global ocasionada por el
traspaso se ajustará una vez que se conozca el valor definitivo del ITE correspondiente al año del traspaso.

2. Efectividad de cesión de tributos de acuerdo con las reglas establecidas en la Ley reguladora de la misma.
Para que la revisión se efectúe deberá ser acordada por la respectiva Comisión Mixta, de acuerdo con el valor
estimado que hubiera tenido la recaudación en la Comunidad Autónoma o Ciudad con Estatuto de Autonomía
del tributo que se cede, en el año base. El nuevo valor obtenido por el Fondo de Suficiencia Global producirá
efectos desde el comienzo del ejercicio siguiente a aquel en que se haya efectuado su revisión. A efectos de lo
dispuesto en el párrafo anterior, en el caso de tributos que no existan en el año base, la recaudación en la
Comunidad Autónoma o Ciudad con Estatuto de Autonomía del tributo que se cede, en ese año base, será la
correspondiente al año de efectividad de la cesión, deflactada al ITE que se aplica para actualizar su Fondo de
Suficiencia Global. Las variaciones en los tipos impositivos estatales de los Impuestos Especiales de
Fabricación e IVA determinarán una revisión del Fondo de Suficiencia Global provisional o definitivo por el
importe del incremento o bajada de recaudación estimado para cada Comunidad Autónoma o Ciudad con
Estatuto de Autonomía. Dicha revisión se hará por el Ministerio de Economía y Hacienda de oficio, sin que sea
preciso acuerdo en las Comisiones Mixtas, a estos efectos.

TÍTULO II LOS FONDOS DE CONVERGENCIA AUTONÓMICA

Artículo 22. Fondos de Convergencia Autonómica.
Para el cumplimiento de los objetivos de aproximar las Comunidades Autónomas de régimen común en
términos de financiación por habitante ajustado y favorecer la igualdad, así como para favorecer el equilibrio
económico territorial de Comunidades Autónomas y Ciudades con Estatuto de Autonomía, se crean dos
nuevos fondos de convergencia autonómica, descritos en los artículos siguientes.

Artículo 23. Fondo de Competitividad.
1. Se crea el Fondo de Competitividad, mediante recursos adicionales del Estado con el fin de reforzar la
equidad y la eficiencia en la financiación de las necesidades de los ciudadanos y reducir las diferencias en
financiación homogénea per cápita entre Comunidades Autónomas, al mismo tiempo que se incentiva la
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autonomía y la capacidad fiscal en todas y cada una de las Comunidades Autónomas y se desincentiva la
competencia fiscal a la baja. Mediante este Fondo, se pretende garantizar que aquellas Comunidades
Autónomas cuyos recursos por habitante ajustado proporcionados por el nuevo modelo previos a la aplicación
de este Fondo sean inferiores a la media, teniendo en cuenta la capacidad fiscal de las Comunidades
Autónomas, vean incrementados dichos recursos con arreglo a las reglas de funcionamiento de este Fondo.

2. En los Presupuestos Generales del Estado se dotará anualmente el Fondo de Competitividad con los
recursos necesarios para cumplir con los citados objetivos. El importe del Fondo de Competitividad en 2009
será el equivalente al 70% de los recursos adicionales contenidos en el epígrafe I de la letra A del artículo 5.
Dicho importe se actualizará en los años siguientes mediante la aplicación de la variación del ITE disponible
en el periodo comprendido entre el 2009 y el año para el que se calcule el fondo, determinada con las reglas
establecidas en el artículo 20.

3. El Fondo de Competitividad se repartirá anualmente entre las Comunidades Autónomas de régimen común
con financiación per cápita ajustada inferior a la media o a su capacidad fiscal, en función de su población
ajustada relativa. Para ello se definen los siguientes conceptos:

1.º Financiación homogénea de la Comunidad Autónoma en el año (x). Es el valor normativo definitivo
del conjunto de recursos financieros proporcionados por el presente sistema en el año (x) a la
Comunidad Autónoma, una vez deducido el valor de la financiación de sus competencias no
homogéneas en ese año.

2.º Financiación no homogénea de la Comunidad Autónoma en el año (x). El valor de la financiación en
el año (x) que corresponde a las competencias no homogéneas. Son competencias no homogéneas
aquellas competencias significativas transferidas a una Comunidad Autónoma e integradas en el
sistema, que no hayan sido traspasadas e integrada su financiación en el sistema en el año (x), para la
totalidad de las Comunidades Autónomas. El valor de la financiación de las competencias no
homogéneas en el año (x) es el resultado de aplicar a su valor en el año base 2007, el cociente entre el
ITE definitivo del año (x) en relación al ITE del año base, ambos debidamente homogeneizados y
calculados conforme lo previsto en el artículo 20. En virtud de lo anterior, las competencias no
homogéneas en el año (x) serán las siguientes:

a) Competencias no homogéneas que se consideraron para el cómputo de las homogeneizaciones negativas
del año base 1999, determinado de acuerdo a lo dispuesto en la Ley 21/2001, de 27 de diciembre, ajustadas
con los posibles servicios traspasados integrados en el sistema hasta el año (x) que pasen a ser
competencias homogéneas por haber sido traspasadas a todas las Comunidades Autónomas.

b) Nuevas competencias integradas en el sistema hasta el año (x) que se correspondan con competencias
no homogéneas. El valor de las competencias no homogéneas en el año base 2007 será: Para traspasos
efectuados e integrada su financiación en el sistema con anterioridad a 1 de enero de 2009, el que
corresponda a actualizar su valor en el año base 1999, de acuerdo a la Ley 21/2001, de 27 de diciembre y lo
establecido en el artículo 5.1.B.III de esta Ley, por la variación del ITE entre los años 1999 y 2007. Para
traspasos efectuados e integrada su financiación en el sistema con posterioridad a 1 de enero de 2009, el
que corresponda de acuerdo con lo previsto en esta Ley. 3.º Financiación homogénea por habitante
ajustado de la Comunidad Autónoma en el año (x). Es el resultado de dividir la financiación de la
Comunidad Autónoma definida en el punto 1.º, por la población ajustada de la misma en el año (x). La
población ajustada se calculará mediante las variables y ponderaciones que figuran en el artículo 9,
aplicadas al año (x). 4.º Financiación homogénea por habitante ajustado media en el año (x). Es el resultado
de dividir el total de la financiación homogénea de las Comunidades Autónomas de régimen común en el
año (x), entre el total de la población ajustada en ese año. 5.º Capacidad fiscal de la Comunidad Autónoma
en el año (x). Es el valor resultante de la suma de los recursos tributarios de una Comunidad Autónoma en
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el año (x), incluidos en la capacidad tributaria, computados por sus valores normativos, siempre y cuando
los valores reales no resulten inferiores, en cuyo caso se computarían los reales. 6.º Capacidad fiscal por
habitante ajustado de la Comunidad Autónoma en el año (x). Es el resultado de dividir la capacidad fiscal
definida en el punto anterior, por la población ajustada de la misma en el año (x). La población ajustada se
calculará mediante las variables y ponderaciones que figuran en el artículo 9, aplicadas al año (x). 7.º
Capacidad fiscal por habitante ajustado media en el año (x). Es el resultado de dividir el total de la
capacidad fiscal de las Comunidades Autónomas de régimen común en el año (x), entre el total de la
población ajustada en ese año. 8.º Índice de capacidad fiscal por habitante ajustado de la Comunidad
Autónoma en el año (x). El resultado de sumar 0,75 al cociente de la capacidad fiscal por habitante ajustado
de la Comunidad Autónoma en el año (x) entre la capacidad fiscal por habitante ajustado media en el año
(x) una vez ponderado por 0,25.

4. En virtud de lo anterior son beneficiarias del Fondo de Competitividad del año (x) aquellas Comunidades
Autónomas que, respecto al año (x) cumplan cualquiera de las siguientes condiciones:

a) El índice que representa su financiación homogénea por habitante ajustado respecto a la financiación
homogénea por habitante ajustado media, sea inferior a 1.

b) El índice que representa su financiación homogénea por habitante ajustado respecto a la financiación
homogénea por habitante ajustado media, sea inferior al índice de su capacidad fiscal por habitante
ajustado. El índice de capacidad fiscal por habitante ajustado a estos efectos no podrá superar, en ningún
caso, el límite establecido en la Ley.

5. La dotación anual del Fondo de Competitividad se repartirá entre las Comunidades Autónomas
beneficiarias del Fondo, en atención al peso de su población ajustada en relación con el total de la población
ajustada de las Comunidades Autónomas beneficiarias. Cuando el índice que resulta de dividir la financiación
homogénea de la Comunidad Autónoma por habitante ajustado, una vez adicionada su participación en los
Fondos de Convergencia autonómica, por la financiación homogénea por habitante ajustado media, alcance el
índice de capacidad fiscal con el límite establecido en Ley, o la unidad en el supuesto de ser el índice de
capacidad fiscal menor que 1, la Comunidad Autónoma habrá alcanzado el objetivo del Fondo de
Competitividad, en ese año, no recibiendo mas fondos por este concepto. El remanente que quede, una vez
alcanzado el objetivo del Fondo por una o varias Comunidades Autónomas, será nuevamente repartido entre
las Comunidades Autónomas beneficiarias restantes, en atención a su población ajustada relativa, y así
sucesivamente hasta que todas alcancen el objetivo del Fondo de Competitividad o se agoten sus recursos.

6. La participación de las Comunidades Autónomas beneficiarias del Fondo de Competitividad del año (x), se
liquidará conjuntamente con los recursos del Sistema correspondientes a ese año, previstos en la sección 3.ª
del título I, así como con la participación de las Comunidades Autónomas en el Fondo de Cooperación,
previsto en el artículo siguiente.

Artículo 24. Fondo de Cooperación.
1. Para complementar el Sistema de Financiación en la mejora del Estado de Bienestar y cumpliendo con el
objetivo último de equilibrar y armonizar el desarrollo regional estimulando el crecimiento de la riqueza y la
convergencia regional en términos de renta, se crea un Fondo de Cooperación con recursos adicionales del
Estado, al que se destinará anualmente la cantidad que se prevea en la Ley de Presupuestos Generales del
Estado.

2. Serán beneficiarias de dicho fondo aquellas Comunidades Autónomas de régimen común que cumplan
alguna de las siguientes condiciones:

a) Que tengan un PIB per cápita inferior al 90% de la media correspondiente a las Comunidades
Autónomas de régimen común. El PIB per cápita se medirá en términos de la media correspondiente a los
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últimos tres años, que inicialmente se refiere al periodo 2007-2009.

b) Que tengan una densidad de población inferior al 50% de la densidad media correspondiente a las
Comunidades Autónomas de régimen común, ambos datos referidos al último año, que inicialmente es el
2009.

c) Que teniendo un crecimiento de población inferior al 90% de la media correspondiente a las
Comunidades Autónomas de régimen común, tengan una densidad de población por kilómetro cuadrado
inferior a la cifra resultante de multiplicar por 1,25 la densidad media de las Comunidades Autónomas de
régimen común. El crecimiento de población se medirá en términos del valor correspondiente a los tres
últimos años, refiriéndose inicialmente al periodo 2007-2009. La densidad es la correspondiente al último
año del periodo.

3. Los recursos del Fondo de Cooperación se distribuirán en dos subfondos: Un primer subfondo, dotado con
dos tercios del Fondo de Cooperación, se repartirá entre todas las Comunidades Autónomas beneficiarias, en
atención a su población relativa en relación al total de la población de las Comunidades Autónomas
integrantes del fondo, ponderada por la distancia del PIB per cápita de cada Comunidad Autónoma respecto a
la media, con arreglo a la siguiente fórmula: PFCi = Pi/Pt * { 1 + [(Rm - Ri) / Rm] } Siendo: Pi : población de cada
Comunidad Autónoma; Pt : población total de las Comunidades Autónomas integrantes del Fondo. Rm : PIB
per cápita medio de todas la Comunidades Autónomas integrantes del fondo Ri : PIB per cápita medio de cada
Comunidad Autónoma. Un segundo subfondo, con un tercio del Fondo de Cooperación, se distribuirá entre
las Comunidades Autónomas que tienen un crecimiento de población inferior al 50% de la media
correspondiente a las Comunidades Autónomas de régimen común. Este subfondo se repartirá en atención a
la población relativa de cada una de estas Comunidades Autónomas en relación a la población total de las
Comunidades Autónomas que cumplen la citada condición. En ningún caso una Comunidad Autónoma podrá
ser beneficiaria de más del 40% del importe de este subfondo, repartiéndose el exceso, en su caso, entre todas
las Comunidades Autónomas beneficiarias del primer subfondo, según sus criterios.

4. La participación de las Comunidades Autónomas beneficiarias en este Fondo de Cooperación se liquidará
en el momento de liquidar el Fondo de Competitividad y la totalidad de los recursos del Sistema descritos la
sección 3.ª del título I, con los datos de las variables existentes en ese momento.

5. La dotación de este fondo en el primer año en el que se liquide será de 1.200 millones de euros. Dicho
importe se actualizará mediante la aplicación de la variación del ITE disponible en el periodo comprendido
entre el 2009 y el año para el que se calcula el fondo, determinada con las reglas establecidas en el artículo 20.

TÍTULO III CESIÓN DE TRIBUTOS DEL ESTADO A LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS

SECCIÓN 1.ª TRIBUTOS CEDIDOS

Artículo 25. Tributos cedidos 1.
Con el alcance y condiciones establecidos en este título, se cede a las Comunidades Autónomas, según los
casos, el rendimiento total o parcial en su territorio de los siguientes tributos:

a) Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.

b) Impuesto sobre el Patrimonio.

c) Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.

d) Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.

e) Tributos sobre el Juego.

f) Impuesto sobre el Valor Añadido.

g) Impuesto sobre la Cerveza.

h) Impuesto sobre el Vino y Bebidas Fermentadas.
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i) Impuesto sobre Productos Intermedios.

j) Impuesto sobre el Alcohol y Bebidas Derivadas.

k) Impuesto sobre Hidrocarburos.

l) Impuesto sobre las Labores del Tabaco.

m) Impuesto sobre la Electricidad.

n) Impuesto Especial sobre Determinados Medios de Transporte.

o) Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos.

p) Impuesto sobre el Depósito de Residuos en vertederos, la incineración y la coincineración de residuos.
Téngase en cuenta que esta última actualización del apartado 1, por la disposición final 5.1 de la Ley Orgánica 9/2022, de 28 de julio. Ref. BOE-
A-2022-12644, entrará en vigor el 29 de agosto de 2022, según establece su disposición final 11. Redacción anterior: "1. Con el alcance y 
condiciones establecidos en este título, se cede a las Comunidades Autónomas, según los casos, el rendimiento total o parcial en su territorio 
de los siguientes tributos: a) Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. b) Impuesto sobre el Patrimonio. c) Impuesto sobre Sucesiones y 
Donaciones. d) Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados. e) Tributos sobre el Juego. f) Impuesto sobre el 
Valor Añadido. g) Impuesto sobre la Cerveza. h) Impuesto sobre el Vino y Bebidas Fermentadas. i) Impuesto sobre Productos Intermedios. j) 
Impuesto sobre el Alcohol y Bebidas Derivadas. k) Impuesto sobre Hidrocarburos. l) Impuesto sobre las Labores del Tabaco. m) Impuesto sobre 
la Electricidad. n) Impuesto Especial sobre Determinados Medios de Transporte. o) Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados 
Hidrocarburos."

2. La eventual supresión o modificación por el Estado de alguno de los tributos antes señalados implicará la
extinción o modificación de la cesión.

Se modifica, con efectos de 29 de agosto de 2022, el apartado 1, por la disposición final 5.1 de la Ley Orgánica 9/2022, de 28 de julio. Ref. BOE-
A-2022-12644

SECCIÓN 2.ª ALCANCE Y CONDICIONES GENERALES DE LA CESIÓN

Artículo 26.
Rendimiento que se cede.

1. Se entiende por rendimiento cedido de los tributos que se señalan en el artículo anterior:

A) El importe de la recaudación líquida derivada de las deudas tributarias correspondientes a los distintos
hechos imponibles cedidos, en el caso de:

a) El Impuesto sobre el Patrimonio.

b) El Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.

c) El Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.

d) Los Tributos sobre el Juego.

e) El Impuesto Especial sobre Determinados Medios de Transporte.

f) El Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos.

g) El Impuesto sobre el Depósito de Residuos en vertederos, la incineración y la coincineración de residuos.

B) El importe de la recaudación líquida efectivamente ingresada derivada de la parte de la deuda tributaria
cedida, en el caso de: a) El Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. b) El Impuesto sobre el Valor
Añadido. c) El Impuesto sobre la Cerveza. d) El Impuesto sobre el Vino y Bebidas Fermentadas. e) El
Impuesto sobre Productos Intermedios. f) El Impuesto sobre el Alcohol y Bebidas Derivadas. g) El
Impuesto sobre Hidrocarburos.

h) El Impuesto sobre las Labores del Tabaco.

i) El Impuesto sobre la Electricidad.
Téngase en cuenta que esta última actualización del apartado 1, por la disposición final 5.2 de la Ley Orgánica 9/2022, de 28 de julio. Ref. 
BOE-A-2022-12644, entrará en vigor el 29 de agosto de 2022, según establece su disposición final 11. Redacción anterior: "1. Se entiende 
por rendimiento cedido de los tributos que se señalan en el artículo anterior: A) El importe de la recaudación líquida derivada de las 
deudas tributarias correspondientes a los distintos hechos imponibles cedidos, en el caso de: a) El Impuesto sobre el Patrimonio. b) El 
Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones. c) El Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados. d) Los 
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Tributos sobre el Juego. e) El Impuesto Especial sobre Determinados Medios de Transporte. f) El Impuesto sobre las Ventas Minoristas de 
Determinados Hidrocarburos. B) El importe de la recaudación líquida efectivamente ingresada derivada de la parte de la deuda tributaria 
cedida, en el caso de: a) El Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. b) El Impuesto sobre el Valor Añadido. c) El Impuesto sobre la 
Cerveza. d) El Impuesto sobre el Vino y Bebidas Fermentadas. e) El Impuesto sobre Productos Intermedios. f) El Impuesto sobre el Alcohol y 
Bebidas Derivadas. g) El Impuesto sobre Hidrocarburos. h) El Impuesto sobre las Labores del Tabaco. i) El Impuesto sobre la Electricidad."

2. A efectos de lo dispuesto en la letra B) del apartado anterior, se entenderá que componen la parte de la
deuda tributaria cedida:

a) En el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas:

1.º Las cuotas líquidas autonómicas que los residentes en el territorio de la Comunidad Autónoma hayan
consignado en la declaración del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas presentada dentro de
los plazos establecidos por la normativa reguladora del Impuesto, minorada en: El 50 por ciento de las
deducciones por doble imposición. El 50 por ciento de las compensaciones fiscales a que se refiere la
Disposición transitoria decimotercera de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la
Renta de las Personas Físicas y de modificación parcial de las Leyes de los Impuestos sobre Sociedades,
sobre la Renta de No residentes y sobre el Patrimonio.

2.º El resultado de aplicar el 50 por ciento a las cuotas líquidas de los contribuyentes que hayan optado
por tributar por el Impuesto sobre la Renta de No Residentes, conforme al régimen fiscal especial
aplicable a los trabajadores desplazados a territorio español regulado en el artículo 93 de la Ley 35/2006,
de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de modificación parcial de las
Leyes de los Impuesto sobre Sociedades, sobre la Renta de No residentes y sobre el Patrimonio.

3.º El resultado de aplicar el 50 por ciento sobre los pagos a cuenta realizados o soportados por los
contribuyentes residentes en el territorio de la Comunidad Autónoma que no estén obligados a declarar
y que no hayan presentado declaración.

4.º El resultado de aplicar el 50 por ciento sobre los pagos a cuenta realizados o soportados por los
contribuyentes residentes en el territorio de la Comunidad Autónoma que no estando incluidos en el
apartado anterior no hayan presentado declaración dentro de los plazos establecidos por la normativa
reguladora del Impuesto.

5.º La parte de la deuda tributaria que, correspondiente a la Comunidad Autónoma, sea cuantificada o,
en su caso consignada, por actas de inspección, liquidaciones practicadas por la Administración y
declaraciones presentadas fuera de los plazos establecidos por la normativa reguladora del impuesto. A
estos efectos, se entenderá por deuda tributaria la constituida por la cuota líquida más los conceptos a
que se refiere el apartado 2 del artículo 58 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, con
excepción de los recargos previstos en sus letras c) y d), y en su caso, por los pagos a cuenta del
impuesto. Esta partida se minorará en el importe de las devoluciones por ingresos indebidos que deban
imputarse a la Comunidad Autónoma, incluidos los intereses legales. No se considerará parte de la
deuda tributaria cedida los importes señalados en el párrafo anterior cuando formen parte de la deuda
tributaria cedida por alguno de los conceptos previstos en los apartados 1.º a 4.º anteriores. Si a lo largo
de la vigencia del sistema se produjeran reformas normativas que modificasen sustancialmente
determinados componentes de la parte de la deuda tributaria cedida, se entenderá que la cesión se hace
extensiva a los nuevos o reformados componentes que, en su caso, sustituyan a los anteriores,
cumpliendo su finalidad.

b) En el Impuesto sobre el Valor Añadido, en los Impuestos sobre la Cerveza, sobre el Vino y Bebidas
Fermentadas, sobre Productos Intermedios, sobre el Alcohol y Bebidas Derivadas, sobre Hidrocarburos,
sobre las Labores del Tabaco y sobre la Electricidad, el porcentaje cedido del conjunto de ingresos líquidos
de la Hacienda Estatal por los conceptos que integran cada uno de dichos impuestos, con criterio de caja,
obtenidos una vez deducidas de la recaudación bruta las devoluciones reguladas en la normativa tributaria
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y, en su caso, las transferencias o ajustes (positivos o negativos) establecidos en el Concierto con la
Comunidad Autónoma del País Vasco y en el Convenio con la Comunidad Foral de Navarra.

Se modifica, con efectos de 29 de agosto de 2022, el apartado 1, por la disposición final 5.2 de la Ley Orgánica 9/2022, de 28 de julio. Ref. BOE-
A-2022-12644

Artículo 27. Normativa aplicable a los tributos cedidos.
1. Los tributos cuyo rendimiento se cede a las Comunidades Autónomas se regirán por los Convenios o
Tratados internacionales, la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, la Ley propia de cada tributo,
los Reglamentos generales dictados en desarrollo de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria y
de las Leyes propias de cada tributo, las demás disposiciones de carácter general, reglamentarias o
interpretativas, dictadas por la Administración del Estado y, en los términos previstos en este Título, por las
normas emanadas de la Comunidad Autónoma competente según el alcance y los puntos de conexión
establecidos en el mismo. La terminología y conceptos de las normas que dicten las Comunidades Autónomas
se adecuarán a la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.

2. La normativa que dicten las Comunidades Autónomas en relación con las materias cuya competencia les
corresponda de acuerdo con su Estatuto de Autonomía y que sea susceptible de tener, por vía indirecta,
efectos fiscales no producirá tales efectos en cuanto el régimen tributario que configure no se ajuste al
establecido por las normas estatales.

Artículo 28. Residencia habitual de las personas físicas.
1. A efectos de lo dispuesto en este Título, se considerará que las personas físicas residentes en territorio
español lo son en el territorio de una Comunidad Autónoma:

1.º Cuando permanezcan en su territorio un mayor número de días:

a) Del período impositivo, en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.

b) Del período de los cinco años inmediatos anteriores, contados de fecha a fecha, que finalice el día
anterior al de devengo, en el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.

c) Del año inmediato anterior, contado de fecha a fecha, que finalice el día anterior al de devengo, en el
Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados y en el Impuesto Especial
sobre Determinados Medios de Transporte. Para determinar el período de permanencia se computarán las
ausencias temporales. Salvo prueba en contrario, se considerará que una persona física permanece en el
territorio de una Comunidad Autónoma cuando en dicho territorio radique su vivienda habitual,
definiéndose ésta conforme a lo dispuesto en la normativa reguladora del Impuesto sobre la Renta de las
Personas Físicas. 2.º Cuando no fuese posible determinar la permanencia a que se refiere el punto 1.º
anterior, se considerarán residentes en el territorio de la Comunidad Autónoma donde tengan su principal
centro de intereses, considerándose como tal el territorio donde obtengan la mayor parte de la base
imponible del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, determinada por los siguientes
componentes de renta: a) Rendimientos de trabajo, que se entenderán obtenidos donde radique el centro
de trabajo respectivo, si existe. b) Rendimientos del capital inmobiliario y ganancias patrimoniales
derivados de bienes inmuebles, que se entenderán obtenidos en el lugar en que radiquen éstos. c)
Rendimientos derivados de actividades económicas, ya sean empresariales o profesionales, que se
entenderán obtenidos donde radique el centro de gestión de cada una de ellas. 3.º Cuando no pueda
determinarse la residencia conforme a los criterios establecidos en los puntos 1.º y 2.º anteriores, se
considerarán residentes en el lugar de su última residencia declarada a efectos del Impuesto sobre la Renta
de las Personas Físicas.

2. En el Impuesto sobre el Patrimonio, la residencia de las personas físicas será la misma que corresponda
para el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas a la fecha de devengarse aquél.
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3. Las personas físicas residentes en el territorio de una Comunidad Autónoma que pasasen a tener su
residencia habitual en el de otra, cumplirán sus obligaciones tributarias de acuerdo con la nueva residencia,
cuando ésta actúe como punto de conexión. Además, cuando en virtud de lo previsto en el apartado 4
siguiente deba considerarse que no ha existido cambio de residencia, las personas físicas deberán presentar
las autoliquidaciones complementarias que correspondan, con inclusión de los intereses de demora. El plazo
de presentación de las autoliquidaciones complementarias finalizará el mismo día que concluya el plazo de
presentación de las declaraciones por el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas correspondientes al
año en que concurran las circunstancias que, según lo previsto en el apartado 4 siguiente, determinen que
deba considerarse que no ha existido cambio de residencia.

4. No producirán efecto los cambios de residencia que tengan por objeto principal lograr una menor
tributación efectiva en los tributos total o parcialmente cedidos. Se presumirá, salvo que la nueva residencia
se prolongue de manera continuada durante, al menos, tres años, que no ha existido cambio, en relación con
el rendimiento cedido de los Impuestos sobre la Renta de las Personas Físicas y sobre el Patrimonio, cuando
concurran las siguientes circunstancias:

a) Que en el año en el cual se produce el cambio de residencia o en el siguiente, su base imponible del
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas sea superior en, al menos, un 50 por ciento, a la del año
anterior al cambio. En caso de tributación conjunta se determinará de acuerdo con las normas de
individualización.

b) Que en el año en el cual se produce la situación a que se refiere la letra anterior, su tributación efectiva
por el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas sea inferior a la que hubiese correspondido de
acuerdo con la normativa aplicable en la Comunidad Autónoma en la que residía con anterioridad al
cambio.

c) Que en el año siguiente a aquel en el cual se produce la situación a que se refiere la letra a) anterior, o en
el siguiente, vuelva a tener su residencia habitual en el territorio de la Comunidad Autónoma en la que
residió con anterioridad al cambio.

5. Las personas físicas residentes en territorio español, que no permanezcan en dicho territorio más de ciento
ochenta y tres días durante el año natural, se considerarán residentes en el territorio de la Comunidad
Autónoma en que radique el núcleo principal o la base de sus actividades o de sus intereses económicos.

6. Las personas físicas residentes en territorio español por aplicación de la presunción prevista en el último
párrafo del apartado 1 del artículo 9 de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las
Personas Físicas, se considerarán residentes en el territorio de la Comunidad Autónoma en que residan
habitualmente el cónyuge no separado legalmente y los hijos menores de edad que dependan de ellas.

Artículo 29.
Domicilio fiscal de las personas jurídicas Se entiende que las personas jurídicas tienen su domicilio fiscal en la
Comunidad Autónoma que resulte de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General
Tributaria.

SECCIÓN 4.ª COMPETENCIAS NORMATIVAS

Artículo 45. Titularidad de competencias.
1. La titularidad de las competencias normativas y de aplicación de los tributos cuyo rendimiento se cede a las
Comunidades Autónomas, de la potestad sancionadora, así como la revisión de los actos dictados en ejercicio
de las competencias citadas, corresponde al Estado.

2. La Inspección General del Ministerio de Economía y Hacienda realizará anualmente una inspección de los
servicios y rendirá informe sobre el modo y la eficacia en el desarrollo de las diversas competencias asumidas
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por la Comunidad Autónoma de que se trate respecto a los tributos cuyo rendimiento se cede. Dicho informe
se unirá a la documentación de los Presupuestos Generales del Estado.

Artículo 46. Alcance de las competencias normativas en el Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas.
1. En el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, las Comunidades Autónomas podrán asumir
competencias normativas sobre:

a) El importe del mínimo personal y familiar aplicable para el cálculo del gravamen autonómico. A estos
efectos, las Comunidades Autónomas podrán establecer incrementos o disminuciones en las cuantías
correspondientes al mínimo del contribuyente y a los mínimos por descendientes, ascendientes y
discapacidad a que se refieren los artículos 57, 58, 59 y 60 de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas con el límite del 10 por ciento para cada una de las
cuantías.

b) La escala autonómica aplicable a la base liquidable general: La estructura de esta escala deberá ser
progresiva.

c) Deducciones en la cuota íntegra autonómica por: Circunstancias personales y familiares, por
inversiones no empresariales y por aplicación de renta, siempre que no supongan, directa o
indirectamente, una minoración del gravamen efectivo de alguna o algunas categorías de renta.
Subvenciones y ayudas públicas no exentas que se perciban de la Comunidad Autónoma, con excepción de
las que afecten al desarrollo de actividades económicas o a las rentas que se integren en la base del ahorro.
En relación a las deducciones señaladas en esta letra c), las competencias normativas de las Comunidades
Autónomas abarcarán también la determinación de: La justificación exigible para poder practicarlas. Los
límites de deducción. Su sometimiento o no al requisito de comprobación de la situación patrimonial. Las
reglas especiales que, en su caso, deban tenerse en cuenta en los supuestos de tributación conjunta,
período impositivo inferior al año natural y determinación de la situación familiar. Si la Comunidad
Autónoma no regulara alguna de estas materias se aplicarán las normas previstas a estos efectos en la Ley
35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.

d) Aumentos o disminuciones en los porcentajes de deducción por inversión en vivienda habitual, a que se
refiere el apartado 2 del artículo 78 de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de
las Personas Físicas.

2. Las Comunidades Autónomas no podrán regular:

a) Los tipos de gravamen autonómicos de la base liquidable del ahorro y los aplicables a determinadas
categorías de renta, que serán los que a estos efectos se determinen por la Ley 35/2006, de 28 de
noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.

b) Las deducciones de la cuota establecidas y reguladas por la normativa del Estado.

c) Los límites previstos en el artículo 69 de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta
de las Personas Físicas.

d) Los pagos a cuenta del Impuesto.

e) Los conceptos ni las situaciones personales y familiares comprendidos en cada uno de los mínimos a
que se refieren los artículos 57, 58, 59 y 60, ni las normas para su aplicación previstas en el artículo 61, de la
Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.

f) En general, todas las materias no contempladas en el apartado 1 anterior.

3. La liquidación del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas se ajustará a lo dispuesto por la Ley
35/2006, de 28 de noviembre, reguladora del tributo.

4. La cuota líquida autonómica no podrá ser negativa.
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5. El Estado y las Comunidades Autónomas procurarán que la aplicación de este sistema tenga el menor
impacto posible en las obligaciones formales que deban cumplimentar los contribuyentes. A estos efectos, los
modelos de declaración por el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas serán únicos, si bien en ellos
deberán figurar debidamente diferenciados los aspectos autonómicos, con el fin de hacer visible el carácter
cedido del impuesto.

Artículo 47. Alcance de las competencias normativas en el Impuesto sobre el Patrimonio.
1. En el Impuesto sobre el Patrimonio, las Comunidades Autónomas podrán asumir competencias normativas
sobre:

a) Mínimo exento.

b) Tipo de gravamen.

c) Deducciones y bonificaciones de la cuota.

2. Las deducciones y bonificaciones aprobadas por las Comunidades Autónomas resultarán, en todo caso,
compatibles con las deducciones y bonificaciones establecidas en la normativa estatal reguladora del
impuesto y no podrán suponer una modificación de las mismas. Estas deducciones y bonificaciones
autonómicas se aplicarán con posterioridad a las reguladas por la normativa del Estado.

Artículo 48. Alcance de las competencias normativas en el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.
1. En el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, las Comunidades Autónomas podrán asumir competencias
normativas sobre:

a) Reducciones de la base imponible: Las Comunidades Autónomas podrán crear, tanto para las
transmisiones ``ínter vivos´´, como para las mortis causa, las reducciones que consideren convenientes,
siempre que respondan a circunstancias de carácter económico o social propias de la Comunidad
Autónoma de que se trate. Asimismo, las Comunidades Autónomas podrán regular las establecidas por la
normativa del Estado, manteniéndolas en condiciones análogas a las establecidas por éste o mejorándolas
mediante el aumento del importe o del porcentaje de reducción, la ampliación de las personas que puedan
acogerse a la misma o la disminución de los requisitos para poder aplicarla. Cuando las Comunidades
Autónomas creen sus propias reducciones, éstas se aplicarán con posterioridad a las establecidas por la
normativa del Estado. Si la actividad de la Comunidad Autónoma consistiese en mejorar una reducción
estatal, la reducción mejorada sustituirá, en esa Comunidad Autónoma, a la reducción estatal. A estos
efectos, las Comunidades Autónomas, al tiempo de regular las reducciones aplicables deberán especificar
si la reducción es propia o consiste en una mejora de la del Estado.

b) Tarifa del impuesto.

c) Cuantías y coeficientes del patrimonio preexistente.

d) Deducciones y bonificaciones de la cuota. Las deducciones y bonificaciones aprobadas por las
Comunidades Autónomas resultarán, en todo caso, compatibles con las deducciones y bonificaciones
establecidas en la normativa estatal reguladora del impuesto y no podrán suponer una modificación de las
mismas. Estas deducciones y bonificaciones autonómicas se aplicarán con posterioridad a las reguladas
por la normativa del Estado.

2. Las Comunidades Autónomas también podrán regular los aspectos de gestión y liquidación. No obstante, el
Estado retendrá la competencia para establecer el régimen de autoliquidación del impuesto con carácter
obligatorio en las diferentes Comunidades Autónomas, implantando éste conforme cada Administración
autonómica vaya estableciendo un servicio de asistencia al contribuyente para cumplimentar la
autoliquidación del impuesto.
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Artículo 49. Alcance de las competencias normativas en el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales 
y Actos Jurídicos Documentados.
1. En el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, las Comunidades
Autónomas podrán asumir competencias normativas sobre:

a) Tipos de gravamen: En relación con la modalidad «Transmisiones Patrimoniales Onerosas», las
Comunidades Autónomas podrán regular el tipo de gravamen en: Concesiones administrativas.
Transmisión de bienes muebles e inmuebles. Constitución y cesión de derechos reales que recaigan sobre
muebles e inmuebles, excepto los derechos reales de garantía. Arrendamiento de bienes muebles e
inmuebles. Los modelos de contrato para el arrendamiento de inmuebles podrán ser elaborados por la
propia Comunidad Autónoma. En relación con la modalidad «Actos Jurídicos Documentados», las
Comunidades Autónomas podrán regular el tipo de gravamen de los documentos notariales.

b) Deducciones y bonificaciones de la cuota: Las deducciones y bonificaciones aprobadas por las
Comunidades Autónomas sólo podrán afectar a los actos y documentos sobre los que las Comunidades
Autónomas pueden ejercer capacidad normativa en materia de tipos de gravamen con arreglo a lo
dispuesto en la letra anterior. En todo caso, resultarán compatibles con las deducciones y bonificaciones
establecidas en la normativa estatal reguladora del impuesto sin que puedan suponer una modificación de
las mismas. Estas deducciones y bonificaciones autonómicas se aplicarán con posterioridad a las reguladas
por la normativa del Estado.

2. Las Comunidades Autónomas también podrán regular los aspectos de gestión y liquidación.

Artículo 50. Alcance de las competencias normativas en los Tributos sobre el Juego.
1. En los Tributos sobre el Juego las Comunidades Autónomas podrán asumir competencias normativas sobre:

a) Exenciones.

b) Base imponible.

c) Tipos de gravamen y cuotas fijas.

d) Bonificaciones.

e) Devengo.

2. Las Comunidades Autónomas también podrán regular los aspectos de aplicación de los tributos.

Artículo 51. Alcance de las competencias normativas en el Impuesto Especial sobre Determinados 
Medios de Transporte.
En el Impuesto Especial sobre Determinados Medios de Transporte las Comunidades Autónomas podrán
incrementar los tipos de gravamen aplicables a los epígrafes del apartado 1 del artículo 70 de la Ley 38/1992,
de 28 de diciembre, de Impuestos Especiales, en un 15 por ciento como máximo.

Artículo 52. Alcance de las competencias normativas en el Impuesto sobre Hidrocarburos.
1. En el Impuesto sobre Hidrocarburos las Comunidades Autónomas podrán asumir competencias normativas
sobre el tipo de gravamen autonómico aplicable a los siguientes productos dentro de la banda que se indica en
cada caso:

a) Productos comprendidos en los epígrafes 1.1, 1.2.1, 1.2.2, 1.3, 1.13 y 1.14 del artículo 50 de la Ley
38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos Especiales: desde 0 hasta 48 euros por 1.000 litros.

b) Productos comprendidos en los epígrafes 1.4 y 1.15 del artículo 50 de la Ley 38/1992, de 28 de diciembre,
de Impuestos Especiales: desde 0 euros hasta 12 euros por 1.000 litros.

c) Productos comprendidos en el epígrafe 1.5 del artículo 50 de la Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de
Impuestos Especiales: desde 0 euros hasta 2 euros por tonelada.
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d) Productos comprendidos en el epígrafe 1.11 del artículo 50 de la Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de
Impuestos Especiales: desde 0 euros hasta 48 euros por 1.000 litros. El límite superior de la banda podrá ser
actualizado por la Ley de Presupuestos Generales del Estado.

2. Cuando se trate de gasóleo de uso general, a que se refiere el epígrafe 1.3, las Comunidades Autónomas
podrán no ejercer, en todo o en parte, la competencia normativa en relación con el gasóleo al que resulte
aplicable la devolución del Impuesto sobre Hidrocarburos establecida en el artículo 52 bis de la Ley 38/1992,
de 28 de diciembre, de Impuestos Especiales. En tal caso, la no aplicación total o parcial del tipo de gravamen
autonómico revestirá la forma de devolución parcial del impuesto previamente satisfecho respecto del
referido gasóleo, en los términos que establezca la normativa reguladora del Impuesto sobre Hidrocarburos.
En el supuesto indicado la Comunidad Autónoma fijará el tipo de devolución, cuyo importe no podrá exceder
del importe del tipo de gravamen autonómico al que hubiera tributado el indicado gasóleo.

3. El tipo de gravamen autonómico aprobado por cada Comunidad Autónoma se aplicará a los productos
gravados cuyo consumo final se produzca en su territorio, de acuerdo con el punto de conexión a que se
refiere el artículo 44 de la presente Ley.

Se modifica, con efectos desde el 1 de enero de 2013, por la disposición final 12.5 de la Ley 2/2012, de 29 de junio. Ref. BOE-A-2012-8745.

Artículo 52 bis. Alcance de las competencias normativas en el Impuesto sobre el Depósito de Residuos 
en vertederos, la incineración y la coincineración de residuos.
1. En el Impuesto sobre el Depósito de Residuos en vertederos, la incineración y la coincineración de residuos,
las Comunidades Autónomas podrán incrementar los tipos de gravamen aplicables a cada una de las
categorías de residuos e instalaciones previstas en el artículo 93 de la Ley 7/2022, de 8 de abril, de residuos y
suelos contaminados para una economía circular, respecto de los residuos depositados, incinerados o
coincinerados en sus respectivos territorios. No obstante, no podrán regular la clasificación de residuos y de
instalaciones contenida en dicho precepto que da lugar a la aplicación de tipos de gravamen diferenciados.

2. Las Comunidades Autónomas también podrán regular los aspectos de gestión y liquidación.
Téngase en cuenta que esta última actualización, por la que se añade este precepto, por la disposición final 5.4 de la Ley Orgánica 9/2022, de 
28 de julio. Ref. BOE-A-2022-12644, entrará en vigor el 29 de agosto de 2022, según establece su disposición final 11.
Se añade, con efectos de 29 de agosto de 2022, por la disposición final 5.4 de la Ley Orgánica 9/2022, de 28 de julio. Ref. BOE-A-2022-12644

Artículo 53.
Supuesto de no uso de las competencias normativas. Si una Comunidad Autónoma no hiciera uso de las
competencias normativas que le confieren los artículos 46, excepto la letra b) del punto 1, a 52 bis, se aplicará,
en su defecto, la normativa del Estado.

Téngase en cuenta que esta última actualización, por la disposición final 5.5 de la Ley Orgánica 9/2022, de 28 de julio. Ref. BOE-A-2022-12644, 
entrará en vigor el 29 de agosto de 2022, según establece su disposición final 11. Redacción anterior: "Si una Comunidad Autónoma no hiciera 
uso de las competencias normativas que le confieren los artículos 46, excepto la letra b) del punto 1, a 52, se aplicará, en su defecto, la 
normativa del Estado."
Se modifica, con efectos de 29 de agosto de 2022, por la disposición final 5.5 de la Ley Orgánica 9/2022, de 28 de julio. Ref. BOE-A-2022-12644
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Ponte a prueba 5 preguntas de examen real del Tema 2

1 ¿Cuál de los siguientes artículos no hace referencia a la Administración Local en la Constitución Española de 
1978?

A) Artículo 140.

B) Artículo 141.

C) Artículo 142.

D) Artículo 143.
Ayuntamiento de Albolote, 2019

2 ¿Cómo se organiza territorialmente el Estado, según el artículo 137 de la CE?

A) En municipios, provincias, mancomunidades y Comunidades Autónomas.

B) En entidades locales y provincias.

C) En municipios, en provincias y en las Comunidades Autónomas que se constituyan.

D) En municipios, territorios insulares y Comunidades Autónomas.
Ayuntamiento de Biar, 2026

3 Según la Constitución Española de 1978, ¿cuál de las siguientes opciones es correcta respecto a los 
Estatutos de Autonomía?

A) Son la norma institucional superior de cada comunidad autónoma y del Estado.

B) El Estado los reconocerá y amparará como parte integrante de su ordenamiento jurídico.

C) El procedimiento de reforma requerirá, en todo caso, la celebración de un referéndum y la aprobación por las 
Cortes Generales, mediante ley orgánica.

D) Se aprueban por ley ordinaria.
Administración General del Estado (INAP), 2024

4 De conformidad con lo señalado en la Constitución Española, ¿cuál de las siguientes materias es una 
competencia que no pueden asumir las Comunidades Autónomas?:

A) Relaciones Internacionales.

B) Asistencia social.

C) Organización de sus instituciones de autogobierno.

D) Ferias Interiores.
Gobierno de Aragón - Instituto Aragonés de Administración Pública (IAAP), 2025

5 De acuerdo con el artículo 147 de la Constitución Española, ¿cuál de los siguientes contenidos no es 
obligatorio que figure en un Estatuto de Autonomía?

A) La delimitación del territorio de la Comunidad Autónoma.

B) La denominación, organización y sede de las instituciones autónomas propias.

C) El régimen lingüístico y la cooficialidad de las lenguas propias.

D) Las competencias asumidas dentro del marco establecido en la Constitución.
Ayuntamiento de Alberic, 2026
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Soluciones — Tema 2 Cada una con su explicación y su artículo

1 D Art. 143 CE pág. 44 La autonomía local se regula en el Título VIII de la Constitución: el municipio y su
gobierno por ayuntamientos, la provincia como entidad local con representación propia y las haciendas locales
que financian estas entidades. Sin embargo, el precepto que abre la regulación de las Comunidades Autónomas
no trata sobre el ámbito local, sino sobre el derecho de provincias limítrofes y territorios a constituirse en
Comunidad Autónoma. Por eso conviene distinguir entre la regulación de los entes locales y la del proceso
autonómico.

2 C Art. 137 CE pág. 44 La estructura territorial básica del Estado descansa en tres niveles: el municipio, la
provincia y las comunidades autónomas que vayan constituyéndose. Todas estas entidades gozan de
autonomía para gestionar sus intereses propios. Conviene precisar que las mancomunidades o los territorios
insulares no integran ese reparto esencial; son figuras posteriores o agrupaciones derivadas, pero la
organización nuclear se reduce a esos tres escalones reconocidos en el texto constitucional.

3 B Art. 147 CE pág. 45 La norma fundamental establece que el Estado reconocerá y amparará los Estatutos de
Autonomía como parte integrante de su ordenamiento jurídico. Estos constituyen la norma institucional básica
de cada comunidad autónoma, no la norma superior del Estado. Su aprobación y reforma se realiza mediante
ley orgánica, no ley ordinaria. El referéndum de reforma solo resulta obligatorio en determinados supuestos y
no en todos los casos. Por tanto, la afirmación exacta es la que recoge el reconocimiento y amparo estatal de
estos textos.

4 A Art. 149 CE pág. 46 Las relaciones internacionales corresponden en exclusiva al Estado y no pueden ser
asumidas por las Comunidades Autónomas como competencia propia. En cambio, la asistencia social, la
organización de las instituciones de autogobierno y las ferias interiores figuran entre las materias que pueden
asumir, conforme a la Constitución y a sus respectivos estatutos.

5 C Art. 147 CE pág. 45 El contenido mínimo y obligatorio de todo Estatuto se reduce a cuatro elementos: el
nombre de la Comunidad acorde con su identidad histórica, la delimitación de su territorio, la denominación,
organización y sede de sus instituciones propias, y las competencias que asume dentro del marco
constitucional, junto con las bases para el traspaso de servicios. El régimen lingüístico y la cooficialidad de las
lenguas, aunque suelen incorporarse, no forman parte de ese listado imprescindible y pueden regularse
después.

Practica con más de 250 preguntas de este tema en 
haztefuncionario.com
Apunta con la cámara: test del Tema 2, corregido al momento y con el artículo de la ley delante 
de cada respuesta.

haztefuncionario.com/oposicion/ayud-auditoria-sindicatura-bal
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TEMAS INCLUIDOS 3.ª vuelta2.ª vuelta1.ª vuelta

TEMA

3
El Estatuto de autonomía de las Illes Balears: contenidos básicos y principios 
fundamentales. Clasificación competencial y características generales de las 
competencias exclusivas, de desarrollo legislativo y ejecución, y competencias 
ejecutivas.

Qué entra en este tema

EA-BAL · LO 1/2007 Estatuto de Autonomía de las Illes Balears
arts. 1 a 38 y 139 · 39 artículos

39 artículos · empieza en la pág. 80

Lo más preguntado de este tema

Art. 1 EA-BAL 1

Preguntas de examen real sobre cada artículo.

EA-BAL
LO 1/2007 Estatuto de Autonomía de las Illes Balears
En este tema: arts. 1 a 38 y 139 · 39 artículos · texto consolidado a 11 de julio de 2026 · BOE-A-2007-4233

TÍTULO I DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. Illes Balears.
1. La nacionalidad histórica que forman las islas de Mallorca, de Menorca, de Ibiza y de Formentera, como
expresión de su voluntad colectiva y en el ejercicio del derecho al autogobierno que la Constitución reconoce a
las nacionalidades y a las regiones, se constituye en Comunidad Autónoma en el marco de la propia
Constitución y del presente Estatuto.

2. La denominación de la Comunidad Autónoma es Illes Balears.

Artículo 2. El territorio.
El territorio de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears es el formado por el de las islas de Mallorca,
Menorca, Ibiza, Formentera y Cabrera y por el de las otras islas menores adyacentes.

Artículo 3. Insularidad.
1. El Estatuto ampara la insularidad del territorio de la Comunidad Autónoma como hecho diferencial y
merecedor de protección especial.

2. Los poderes públicos, de conformidad con lo que establece la Constitución, garantizan la realización
efectiva de todas las medidas necesarias para evitar que del hecho diferencial puedan derivarse desequilibrios
económicos o de cualquier otro tipo que vulneren el principio de solidaridad entre todas las comunidades
autónomas.

Artículo 4. La lengua propia.
1. La lengua catalana, propia de las Illes Balears, tendrá, junto con la castellana, el carácter de idioma oficial.

2. Todos tienen el derecho de conocerla y utilizarla, y nadie podrá ser discriminado por razón del idioma.

3. Las instituciones de las Illes Balears garantizarán el uso normal y oficial de los dos idiomas, tomarán las
medidas necesarias para asegurar su conocimiento y crearán las condiciones que permitan llegar a la
igualdad plena de las dos lenguas en cuanto a los derechos de los ciudadanos de las Illes Balears.

Artículo 5. Los territorios con vínculos lingüísticos y culturales con las Illes Balears.
El Gobierno ha de promover la comunicación, el intercambio cultural y la cooperación con las comunidades y
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los territorios, pertenecientes o no al Estado español, que tienen vínculos lingüísticos y culturales con las Illes
Balears. A estos efectos, el Gobierno de las Illes Balears y el Estado, de acuerdo con sus respectivas
competencias, podrán suscribir convenios, tratados y otros instrumentos de colaboración.

Artículo 6. Los símbolos de las Illes Balears.
1. La bandera de las Illes Balears, integrada por símbolos distintivos legitimados históricamente, estará
constituida por cuatro barras rojas horizontales sobre fondo amarillo, con un cuartel situado en la parte
superior izquierda de fondo morado y con un castillo blanco de cinco torres en medio.

2. Cada isla podrá tener su bandera, su día de celebración y sus símbolos distintivos propios, por acuerdo del
Consejo Insular respectivo.

3. El día de las Illes Balears es el 1 de marzo.

Artículo 7. Capital de las Illes Balears.
La capital de las Illes Balears es la ciudad de Palma, que es la sede permanente del Parlamento, de la
Presidencia del Gobierno y del Gobierno, sin perjuicio de que el Parlamento y el Gobierno puedan reunirse en
otros lugares de las Illes Balears, de acuerdo con lo que establecen, respectivamente, el Reglamento del
Parlamento y la ley.

Artículo 8. La organización territorial.
1. La Comunidad Autónoma articula su organización territorial en islas y en municipios. Las instituciones de
gobierno de las islas son los Consejos Insulares, y las de los municipios, los Ayuntamientos.

2. Esta organización será regulada, en el marco de la legislación básica del Estado, por ley del Parlamento de
las Illes Balears, de acuerdo con este Estatuto y con los principios de eficacia, jerarquía, descentralización,
desconcentración, delegación y coordinación entre los organismos administrativos y de autonomía en sus
ámbitos respectivos.

Artículo 9. La condición política de los isleños.
1. A los efectos de este Estatuto, tienen la condición política de ciudadanos de la Comunidad Autónoma los
españoles que, de acuerdo con las leyes generales del Estado, tengan vecindad administrativa en cualquiera de
los municipios de las Illes Balears.

2. Gozan de los derechos políticos definidos en este Estatuto los ciudadanos españoles residentes en el
extranjero que hayan tenido su última vecindad administrativa en las Illes Balears y acrediten esta condición
en el correspondiente consulado de España. Gozan también de estos derechos sus descendientes inscritos
como españoles, si lo solicitan, en la forma que determine la ley del Estado.

3. Los extranjeros que, teniendo vecindad en cualquiera de los municipios de las Illes Balears, adquieran la
nacionalidad española quedan sujetos al Derecho Civil de las Illes Balears excepto en el caso en que
manifiesten su voluntad en sentido contrario.

Artículo 10. Las disposiciones de los poderes públicos de las Illes Balears.
Las normas, las disposiciones y el Derecho Civil de la Comunidad Autónoma tienen eficacia en su territorio,
sin perjuicio de las normas para resolver los conflictos de leyes y de las excepciones que puedan establecerse
en cada materia.

Artículo 11. Comunidades isleñas fuera del territorio.
1. Las comunidades baleares establecidas fuera del territorio de la Comunidad Autónoma podrán solicitar
como tales el reconocimiento de su personalidad de origen, entendida como el derecho a colaborar y
compartir la vida social y cultural de las islas. Una ley del Parlamento de las Illes Balears regulará, sin
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perjuicio de las competencias del Estado, el alcance y contenido del reconocimiento mencionado que, en
ningún caso, implicará la concesión de derechos políticos.

2. La Comunidad Autónoma podrá solicitar del Estado español que, para facilitar la disposición anterior,
celebre, en su caso, los pertinentes tratados internacionales.

Artículo 12. Principios rectores de la actividad pública.
1. La Comunidad Autónoma fundamenta el derecho al autogobierno en los valores del respeto a la dignidad
humana, la libertad, la igualdad, la justicia, la paz y los derechos humanos.

2. Este Estatuto reafirma, en el marco de las competencias de la Comunidad Autónoma, los derechos
fundamentales que emanan de la Constitución, de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión
Europea, del Convenio Europeo para la protección de los Derechos Humanos y de las Libertades
Fundamentales y de los tratados y los acuerdos sobre la materia ratificados por el Estado.

3. Las instituciones propias de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears, para cumplir las finalidades que
les son propias y en el marco de las competencias que les atribuye este Estatuto, deben promover, como
principios rectores de la política económica y social, el desarrollo sostenible encaminado a la plena
ocupación, la cohesión social y el progreso científico y técnico de manera que asegure a toda la ciudadanía el
acceso a los servicios públicos y el derecho a la salud, la educación, la vivienda, la protección social, el ocio y
la cultura.

4. Las instituciones propias deben orientar la función del poder público en el sentido de consolidar y
desarrollar las características de nacionalidad común de los pueblos de Mallorca, de Menorca, de Ibiza y de
Formentera, así como las peculiaridades de cada isla como vínculo de solidaridad entre ellas.

TÍTULO II DE LOS DERECHOS, LOS DEBERES Y LAS LIBERTADES DE LOS CIUDADANOS DE LAS ILLES BALEARS

Artículo 13. Derechos, deberes y libertades reconocidos a los ciudadanos de las Illes Balears.
1. Los ciudadanos de las Illes Balears, como ciudadanos españoles y europeos, son titulares de los derechos,
deberes y libertades reconocidos en la Constitución, en el ordenamiento de la Unión Europea y en los
instrumentos internacionales de protección de los derechos humanos, individuales y colectivos: en particular,
en la Declaración de Derechos Humanos, en los Pactos Internacionales de Derechos Civiles y Políticos y de
Derechos Económicos, Sociales y Culturales; en la Convención Europea de Derechos del Hombre y Libertades
Fundamentales y en la Carta Social Europea.

2. Los poderes públicos de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears están vinculados por estos derechos y
libertades y velarán por su protección y respeto, así como por el cumplimiento de los deberes.

3. Los derechos y principios del presente Título no supondrán una alteración del régimen de distribución de
competencias, ni la creación de títulos competenciales nuevos o la modificación de los ya existentes. Ninguna
de las disposiciones de este Título puede ser desarrollada, aplicada o interpretada de forma que reduzca o
limite los derechos fundamentales reconocidos por la Constitución y por los tratados y convenios
internacionales ratificados por España.

Artículo 14. Derechos en relación con las Administraciones públicas.
1. Sin perjuicio de lo que dispone la legislación básica del Estado, una ley del Parlamento de las Illes Balears
regulará el derecho a una buena administración y al acceso a los archivos y registros administrativos de las
instituciones y Administraciones públicas de las Illes Balears.

2. Todos los ciudadanos tienen derecho a que las Administraciones públicas de las Illes Balears traten sus
asuntos de forma objetiva e imparcial y en un plazo razonable, a gozar de servicios públicos de calidad, así
como a acceder a la función pública en condiciones de igualdad y según los principios constitucionales de
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mérito y capacidad.

3. Los ciudadanos de las Illes Balears tendrán derecho a dirigirse a la Administración de la Comunidad
Autónoma en cualquiera de sus dos lenguas oficiales y a recibir respuesta en la misma lengua utilizada.

4. En el ámbito de sus competencias, la Comunidad Autónoma garantizará la calidad de los servicios de la
Administración de Justicia, la atención a las víctimas y el acceso a la justicia gratuita.

5. Las Administraciones públicas de las Illes Balears garantizarán políticas de protección y defensa de
consumidores y usuarios y de sus asociaciones, así como de su derecho a ser informados y a intervenir,
directamente o a través de sus representantes, ante las Administraciones públicas de las Illes Balears de
acuerdo con la legislación del Estado y las leyes del Parlamento.

Artículo 15. Derechos de participación.
1. Todos los ciudadanos de las Illes Balears tienen derecho a participar de forma individual o colectiva en la
vida política, económica, cultural y social de la Comunidad Autónoma. Los poderes públicos promoverán la
participación de los agentes económicos y sociales del conjunto de la sociedad civil en los asuntos públicos.

2. Los ciudadanos de las Illes Balears tienen el derecho a participar en condiciones de igualdad en los asuntos
públicos, directamente o por medio de representantes, en los términos que establecen la Constitución, este
Estatuto y las leyes. Este derecho comprende:

a) El derecho a elegir a los miembros de los órganos representativos de la Comunidad Autónoma y a
concurrir como candidato a los mismos.

b) El derecho a promover y presentar iniciativas legislativas ante el Parlamento de las Illes Balears y a
participar en la elaboración de leyes, directamente o mediante entidades asociativas, en los términos que
establezca la ley.

c) El derecho a promover la convocatoria de consultas populares por el Gobierno de las Illes Balears,
Consejos Insulares o por los Ayuntamientos en los términos que establezca la Constitución española y las
leyes.

d) El derecho de petición individual y colectiva en los términos que establezcan las leyes del Estado.

Artículo 16. Derechos sociales.
1. Los poderes públicos de las Illes Balears defenderán y promoverán los derechos sociales de los ciudadanos
de las Illes Balears, que representan un ámbito inseparable del respeto de los valores y derechos universales
de las personas y que constituyen uno de los fundamentos cívicos del progreso económico, cultural y
tecnológico de la Comunidad Autónoma.

2. Mediante una ley del Parlamento se elaborará la Carta de Derechos Sociales de la Comunidad Autónoma de
las Illes Balears, como expresión del espacio cívico de convivencia social de los ciudadanos de las Illes Balears,
que contendrá el conjunto de principios, derechos y directrices que informan la actuación pública de las
Administraciones públicas de las Illes Balears en el ámbito de la política social.

3. En todo caso, la actuación de las Administraciones públicas de las Illes Balears deberá centrarse
primordialmente en los siguientes ámbitos: la defensa integral de la familia; los derechos de las parejas
estables; la protección específica y la tutela social del menor; la no discriminación y los derechos de las
personas dependientes y de sus familias a la igualdad de oportunidades, su participación y protección, a la
integración y a la accesibilidad universal en cualquier ámbito de la vida pública, social, educativa y
económica; la protección y atención integral de las personas mayores para la promoción de su autonomía
personal y del envejecimiento activo que les permita una vida digna e independiente y su bienestar social e
individual; la articulación de políticas que garanticen la participación de la juventud en el desarrollo político,
social, económico y cultural; la asistencia social a las personas que padezcan marginación, pobreza o
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exclusión social; la igualdad de derechos de hombres y mujeres en todos los ámbitos, en particular en materia
de empleo y trabajo; la protección social contra la violencia, especialmente la violencia de género; los
derechos y la atención social de los inmigrantes con residencia permanente en la Comunidad Autónoma de
las Illes Balears.

4. Las Administraciones públicas, en el marco de sus competencias respectivas, promoverán las condiciones
necesarias para que los derechos sociales de los ciudadanos de las Illes Balears y de los grupos y colectivos en
que se integran sean objeto de una aplicación real y efectiva.

Artículo 17.
No discriminación por razón de sexo.

1. Todas las mujeres y hombres tienen derecho al libre desarrollo de su personalidad y capacidad personal, y a
vivir con dignidad, seguridad y autonomía.

2. Las Administraciones públicas, según la Carta de Derechos Sociales, velarán en todo caso para que las
mujeres y los hombres puedan participar plenamente en la vida laboral, social, familiar y política sin
discriminaciones de ningún tipo y garantizarán que lo hagan en igualdad de condiciones. A estos efectos se
garantizará la conciliación de la vida familiar y laboral.

3. Todas las personas tienen derecho a no ser discriminadas por razón de su orientación sexual.

Artículo 18. Derechos en el ámbito cultural y en relación con la identidad del pueblo de las Illes Balears 
y con la creatividad.
1. Todas las personas tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a la cultura, a la protección y la
defensa de la creatividad artística, científica y técnica, tanto individual como colectiva. Los poderes públicos
procurarán la protección y defensa de la creatividad en la forma que determinen las leyes.

2. Todas las personas tienen derecho a que los poderes públicos promuevan su integración cultural.

3. Los poderes públicos de las Illes Balears velarán por la protección y la defensa de la identidad y los valores e
intereses del pueblo de las Illes Balears y el respeto a la diversidad cultural de la Comunidad Autónoma y a su
patrimonio histórico.

Artículo 19. Derechos en relación con las personas dependientes.
1. Las Administraciones públicas de las Illes Balears, según la Carta de Derechos Sociales, garantizarán en
todo caso a toda persona dependiente, el derecho a las prestaciones públicas necesarias para asegurar su
autonomía personal, su integración socio-profesional y su participación en la vida social de la comunidad.

2. Las Administraciones públicas de las Illes Balears procurarán a las personas dependientes su integración
mediante una política de igualdad de oportunidades, desarrollando medidas de acción positiva, y garantizarán
la accesibilidad espacial de las instalaciones, los edificios y los servicios públicos.

3. Las Administraciones públicas de las Illes Balears garantizarán el uso de la lengua de signos propia de las
personas sordas, que deberá ser objeto de enseñanza, protección y respeto.

Artículo 20. Catástrofes.
Los poderes públicos velarán por los derechos y las necesidades de las personas que hayan padecido daños
causados por catástrofes.

Artículo 21. Pobreza e inserción social.
A fin de combatir la pobreza y facilitar la inserción social, los poderes de las Illes Balears garantizan el
derecho de los ciudadanos de las Illes Balears en estado de necesidad a la solidaridad y a una renta mínima de
inserción en los términos previstos en la ley.
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Artículo 22. Derecho de acceso a una vivienda digna.
Las Administraciones públicas de las Illes Balears garantizarán el derecho de acceso a una vivienda digna de
los ciudadanos de las Illes Balears. Por ley se regularán las ayudas para promover este derecho, especialmente
a favor de los jóvenes, de las personas sin medios, de las mujeres maltratadas, de las personas dependientes y
de aquellas otras en cuyo caso estén justificadas las ayudas.

Artículo 23. Medio ambiente.
1. Toda persona tiene derecho a gozar de una vida y un medio ambiente seguro y sano. Las Administraciones
públicas de las Illes Balears, en el ámbito de sus competencias, protegerán el medio ambiente e impulsarán
un modelo de desarrollo equitativo, territorialmente equilibrado y sostenible.

2. Los poderes públicos de la Comunidad Autónoma velarán por la defensa y la protección de la naturaleza,
del territorio, del medio ambiente y del paisaje. Establecerán políticas de gestión, ordenación y mejora de su
calidad armonizándolas con las transformaciones que se producen por la evolución social, económica y
ambiental. Asimismo, la Comunidad Autónoma cooperará con las instancias nacionales e internacionales en
la evaluación y en las iniciativas relacionadas con el medio ambiente y el clima.

3. Las Administraciones públicas de las Illes Balears promoverán políticas de equilibrio territorial entre las
zonas costeras y las del interior.

Artículo 24. Actividad turística y sector primario.
1. Los poderes públicos de la Comunidad Autónoma reconocerán la actividad turística como elemento
económico estratégico de las Illes Balears. El fomento y la ordenación de la actividad turística deben llevarse a
cabo con el objetivo de hacerla compatible con el respeto al medio ambiente, al patrimonio cultural y al
territorio, así como con el impulso de políticas generales y sectoriales de fomento y ordenación económica
que tengan como finalidad favorecer el crecimiento económico a medio y largo plazo.

2. Desde el reconocimiento social y cultural del sector primario de las Illes Balears y de su importante labor
en la actividad productiva, en el mantenimiento del paisaje, del territorio, del medio ambiente, de la cultura,
de las tradiciones y costumbres más definitorias de la identidad balear, las Administraciones públicas de las
Illes Balears adoptarán las medidas políticas, jurídicas y legislativas que garanticen los derechos de este sector
y de sus agricultores y ganaderos en su desarrollo y protección.

Artículo 25. Salud.
1. Se garantiza el derecho a la prevención y a la protección de la salud mediante un sistema sanitario público
de carácter universal.

2. Todas las personas con relación a los servicios sanitarios tienen derecho a ser informadas sobre los
servicios a que pueden acceder y los requisitos necesarios para usarlos y sobre los tratamientos médicos y sus
riesgos, antes de que les sean aplicados; a dar el consentimiento para cualquier intervención; a acceder a su
historia clínica propia y a la confidencialidad de los datos relativos a la propia salud, en los términos que
establecen las leyes.

3. Todas las personas con relación a los servicios sanitarios tienen derecho al conocimiento y a la exigencia de
cumplimiento de un plazo máximo para que les sea aplicado un tratamiento; a ser informadas de todos los
derechos que les asisten y a no padecer ningún tratamiento o práctica degradante.

4. Todas las personas tienen derecho a un adecuado tratamiento del dolor y a cuidados paliativos, así como a
declarar su voluntad vital anticipada que deberá respetarse en los términos que establezca la ley.
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Artículo 26. Educación.
1. Todas las personas tienen derecho a una educación de calidad y acceder a ella en condiciones de igualdad.

2. Todos tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a los centros educativos sostenidos con fondos
públicos.

3. Se garantizará la gratuidad de la enseñanza en los niveles obligatorios y en los demás niveles que se
establezcan por ley.

4. Las personas con necesidades educativas especiales por razones de enfermedad o discapacidad tienen
derecho a acceder a una educación adaptada.

5. Todas las personas tienen derecho a acceder a la formación profesional y a la educación permanente en los
términos que establezca la ley.

6. Los miembros de la comunidad educativa tienen derecho a participar en los asuntos escolares y
universitarios en los términos establecidos por la ley.

Artículo 27. Derechos relativos a la ocupación y al trabajo.
1. En el ámbito de sus competencias, las Administraciones públicas de las Illes Balears impulsarán la
formación permanente, el acceso gratuito a los servicios públicos de ocupación y a la ocupación estable y de
calidad en la que se garanticen la seguridad, la dignidad y la salud en el trabajo.

2. Se proclama el valor de la concertación y del diálogo social como instrumento indispensable de cohesión
social, y del papel institucional que en tal resultado tienen los interlocutores sociales más representativos, por
ello se reconocen a los que cumplan las condiciones previstas en el ordenamiento jurídico, las facultades y
prerrogativas institucionales que tienen asignadas y su ineludible participación en la vida administrativa
pública, ya que con ello contribuyen a la satisfacción de los intereses generales mediante el ejercicio de su
función.

Artículo 28. Datos personales y ficheros.
Todas las personas tienen derecho al acceso, la protección, la corrección y la cancelación de sus datos
personales que figuren en los ficheros de titularidad de las Administraciones públicas de la Comunidad
Autónoma y de los entes u organismos de cualquier clase vinculados o dependientes de las mismas.

Artículo 29. Nuevas tecnologías y sociedad de la información.
En el ámbito de sus competencias, los poderes públicos de las Illes Balears impulsarán el acceso a las nuevas
tecnologías, a la plena integración en la sociedad de la información y a la incorporación de los procesos de
innovación.

TÍTULO III DE LAS COMPETENCIAS DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE LAS ILLES BALEARS

Artículo 30. Competencias exclusivas.
La Comunidad Autónoma tiene la competencia exclusiva en las siguientes materias, sin perjuicio de lo
dispuesto en el artículo 149.1 de la Constitución:

1. Organización, régimen y funcionamiento de sus instituciones propias en el marco de este Estatuto.

2. Alteraciones de los términos municipales y denominación oficial de los municipios y topónimos.

3. Ordenación del territorio, incluyendo el litoral, el urbanismo y la vivienda.

4. Obras públicas en el territorio de la Comunidad Autónoma que no sean de interés general del Estado.

5. Ferrocarriles, carreteras y caminos. El transporte realizado por estos medios, por cable y por tubería.
Puertos, aeropuertos y helipuertos no calificados de interés general por el Estado, y puertos de refugio,
puertos, aeropuertos y helipuertos deportivos.
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6. Transporte marítimo, exclusivamente entre puertos o puntos de la Comunidad Autónoma, sin conexión con
otros puertos o puntos de otros ámbitos territoriales.

7. Centros de contratación y terminales de carga en materia de transportes. Delimitación de las zonas de
servicios de los puertos y aeropuertos señalados en el apartado 5 de este mismo artículo.

8. Régimen de aguas y aprovechamientos hidráulicos, canales y regadíos. Aguas minerales y termales.
Ordenación y concesión de recursos y aprovechamientos hidráulicos. Medidas ordinarias y extraordinarias
para garantizar el suministro. Participación de los usuarios.

9. Montes, aprovechamientos forestales, vías pecuarias y pastos. Tratamiento especial de las zonas de
montaña.

10. Agricultura y ganadería. Calidad, trazabilidad y condiciones de los productos agrícolas y ganaderos y de
los productos alimenticios que de ellos se derivan. El ejercicio de estas competencias se realizará de acuerdo
con la ordenación general de la economía.

11. Turismo. Ordenación y planificación del sector turístico. Promoción turística. Información turística.
Oficinas de promoción turística en el exterior. Regulación y clasificación de las empresas y de los
establecimientos turísticos. Regulación de las líneas públicas propias de apoyo y promoción del turismo.

12. Deporte y ocio. Fomento, planificación y coordinación de las actividades deportivas y de ocio. Regulación
y declaración de utilidad pública de las entidades deportivas.

13. Juventud. Diseño y aplicación de políticas, planes y programas destinados a la juventud.

14. Tercera edad.

15. Acción y bienestar social. Desarrollo comunitario e integración. Voluntariado social. Complementos de la
seguridad social no contributiva. Políticas de protección y apoyo a las personas con discapacidades físicas,
psíquicas y sensoriales. Políticas de atención a personas dependientes. Políticas de atención a las personas y a
los colectivos en situación de pobreza o necesidad social.

16. Protección social de la familia, conciliación de la vida familiar y laboral.

17. Políticas de género.

18. Artesanía. Fomento de la competitividad, la capacitación y el desarrollo de las empresas artesanales.
Promoción de productos artesanales. Creación de canales de comercialización.

19. Vigilancia y protección de sus edificios y de sus instalaciones. Coordinación y demás facultades en
relación con las policías locales, en los términos que establezca una ley orgánica.

20. Ferias y mercados no internacionales.

21. Fomento del desarrollo económico en el territorio de la Comunidad Autónoma, de acuerdo con las bases y
la coordinación general de la actividad económica.

22. Pesca y actividades recreativas en aguas interiores, cría y recogida de marisco, acuicultura.

23. Caza. Regulación, vigilancia y aprovechamiento de los recursos cinegéticos.

24. Archivos, bibliotecas y museos que no sean de titularidad estatal. Conservatorios de música, servicios de
bellas artes, hemerotecas e instituciones similares.

25. Patrimonio monumental, cultural, histórico, artístico, arquitectónico, arqueológico, científico y
paisajístico, sin perjuicio de lo que dispone el artículo 149.1.28.ª de la Constitución.

26. Cultura. Actividades artísticas y culturales. Fomento y difusión de la creación y la producción teatral,
musical, cinematográfica y audiovisual, literaria, de danza y de artes combinadas, así como su difusión
nacional e internacional.

27. Conservación, modificación y desarrollo del derecho civil propio de las Illes Balears, incluida la
determinación de su sistema de fuentes, excepto las reglas relativas a la aplicación y la eficacia de las normas
jurídicas, las relaciones jurídico-civiles relativas a las formas de matrimonio, la ordenación de los registros y
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de los instrumentos públicos, las bases de las obligaciones contractuales, las normas para resolver los
conflictos de leyes y la determinación de las fuentes del derecho de competencia estatal.

28. Ordenación de la hacienda de la Comunidad Autónoma, de acuerdo con lo que establece este Estatuto.

29. Casinos, juegos y apuestas, con exclusión de las apuestas mutuas deportivo-benéficas.

30. Cooperativas, pósitos y mutualidades de previsión social complementarias o alternativas al sistema de
Seguridad Social, sin perjuicio de la legislación mercantil.

31. Espectáculos y actividades recreativas.

32. Estadísticas de interés para la Comunidad Autónoma. Organización y gestión de un sistema estadístico
propio.

33. Fundaciones y asociaciones que desarrollen principalmente sus funciones en las Illes Balears, respetando
la reserva de ley orgánica.

34. Industria, sin perjuicio de lo que determinen las normas del Estado por razones de seguridad, sanitarias o
de interés militar y las normas relacionadas con las industrias sujetas a la legislación de minas, hidrocarburos
o energía nuclear. El ejercicio de la competencia se realizará de acuerdo con las bases y la ordenación de la
actividad económica general. Seguridad de las instalaciones, de los procesos y de los productos industriales.

35. Instalaciones de producción, distribución y transporte de energía, cuando el transporte no salga de la
comunidad y su aprovechamiento no afecte a otra Comunidad Autónoma, respetando lo establecido en el
núm. 25 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución.

36. Procedimiento administrativo derivado de las especialidades de la organización propia.

37. Publicidad, sin perjuicio de la legislación mercantil.

38. Servicio meteorológico de la Comunidad Autónoma.

39. Protección de menores.

40. Establecimientos de bolsas de valores y establecimiento y regulación de centros de contratación de
mercancías situados o que operen en el territorio de la Comunidad Autónoma, de conformidad con la
legislación mercantil.

41. Cajas de ahorro e instituciones de crédito cooperativo público y territorial, respetando lo que establezca el
Estado en ejercicio de las competencias que le atribuye los artículos 149.1.11 y 149.1.13 de la Constitución.

42. Comercio interior, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 38, 131 y en los números 11 y 13 del
apartado 1 del artículo 149 de la Constitución. Ordenación de la actividad comercial. Regulación de los
calendarios y horarios comerciales con respeto al principio de unidad de mercado. Modalidades de venta, sin
perjuicio de la legislación mercantil. Condiciones para ejercer la actividad comercial y el establecimiento de
las normas de calidad en materia de comercio. Promoción de la competencia en el ámbito autonómico, sin
perjuicio de la legislación estatal y europea y establecimiento y regulación de los órganos de defensa de la
competencia de la Comunidad Autónoma.

43. Denominaciones de origen y demás indicaciones de procedencia relativas a los productos de la
Comunidad Autónoma.

44. Investigación, innovación y desarrollo científico y técnico. Establecimiento de líneas propias de
investigación y seguimiento, control y evolución de los proyectos.

45. Organización local, respetando lo previsto en los artículos 140, 141 y 149.1.18.ª de la Constitución.

46. Protección del medio ambiente, ecología y espacios naturales protegidos, sin perjuicio de la legislación
básica del Estado. Normas adicionales de protección del medio ambiente.

47. Defensa de los consumidores y de los usuarios, en el marco de las bases y la ordenación de la actividad
económica general y en el marco de las bases y la coordinación general de la sanidad, en los términos de lo
dispuesto en los artículos 38, 131 y en los números 11, 13 y 16 del apartado 1 del artículo 149 de la
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Constitución. Regulación y fomento de las asociaciones de consumidores y usuarios. Regulación de los
procedimientos de mediación.

48. Organización, funcionamiento y control de los centros sanitarios públicos y de los servicios de salud.
Planificación de los recursos sanitarios. Coordinación de la sanidad privada con el sistema sanitario público.
Promoción de la salud en todos los ámbitos, en el marco de las bases y la coordinación general de la sanidad.
Ordenación farmacéutica, en el marco de lo que dispone el número 16, apartado 1, del artículo 149 de la
Constitución.

49. Integración social y económica del inmigrante.

50. Pesca marítima en las aguas de las Illes Balears.

51. Bienes de dominio público y patrimoniales de su titularidad.
Redactado el apartado 48 y sucesivos conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 77, de 30 de marzo de 2007. Ref. BOE-
A-2007-6720

Artículo 31. Competencias de desarrollo legislativo y ejecución.
En el marco de la legislación básica del Estado, corresponden a la Comunidad Autónoma de las Illes Balears el
desarrollo legislativo y la ejecución de las siguientes materias:

1. Régimen jurídico y sistema de responsabilidad de la Administración de la Comunidad Autónoma.

2. Normas procesales derivadas de las peculiaridades del derecho sustantivo de las Illes Balears.

3. Estatuto de los funcionarios de la Administración de la Comunidad Autónoma y de la administración local.

4. Salud y sanidad. Formación sanitaria especializada. Sanidad vegetal y animal.

5. Contratos y concesiones administrativas en el ámbito sustantivo de competencias de la Comunidad
Autónoma.

6. Ordenación y planificación de la actividad económica de las Illes Balears.

7. Medios de comunicación social.

8. Ordenación del sector pesquero.

9. Corporaciones de derecho público, representativas de intereses económicos y profesionales.

10. Sistemas de consultas populares en el ámbito de las Illes Balears, de conformidad con las leyes a que se
refieren el apartado 3 del artículo 92 y el núm. 32 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución.

11. Protección civil. Emergencias.

12. Seguridad social, exceptuando las normas que configuran su régimen económico.

13. Régimen local.

14. La protección de datos de carácter personal respecto de los ficheros de titularidad de las Administraciones
públicas de la Comunidad Autónoma y los entes u organismos de cualquier clase vinculados o dependientes
de éstas.

15. Régimen minero y energético.

16. Agencias de transportes. Alquiler de vehículos.

17. Actividades clasificadas.

Artículo 32. Competencias ejecutivas.
Corresponde a la Comunidad Autónoma de las Illes Balears, en los términos que se establezcan en las leyes y
normas reglamentarias que, en desarrollo de su legislación, dicte el Estado, la función ejecutiva en las
siguientes materias:

1. Expropiación forzosa.

2. Ordenación del transporte de viajeros y mercancías que tengan su origen y su destino dentro del territorio
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de la Comunidad Autónoma, sin perjuicio de la ejecución directa que de ellas se reserve la Administración
General del Estado.

3. Ferias internacionales.

4. Régimen económico de la Seguridad Social respetando los principios de unidad económico-patrimonial y
solidaridad financiera de la Seguridad Social.

5. Gestión de museos, bibliotecas y archivos de titularidad estatal que no se reserve el Estado. Los términos de
la gestión se fijarán mediante convenios.

6. Pesos y medidas. Contraste de metales.

7. Planes establecidos por el Estado para la implantación o la reestructuración de sectores económicos.

8. Productos farmacéuticos.

9. Propiedad industrial.

10. Propiedad intelectual.

11. Legislación laboral. Formación profesional contínua.

12. Salvamento marítimo.

13. Crédito, banca y seguros.

14. Sector público estatal en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma, que participará en las
actividades que correspondan.

15. Puertos y aeropuertos con calificación de interés general, cuando el Estado no se reserve su gestión. La
Comunidad Autónoma puede participar en la gestión de estos puertos y aeropuertos de conformidad con lo
previsto en las leyes del Estado.

16. Vertidos industriales y contaminados en las aguas territoriales del Estado correspondientes al litoral de las
Illes Balears.

17. La gestión del dominio público marítimo-terrestre, respetando el régimen general del dominio público,
especialmente en lo que se refiere a la concesión de autorizaciones; la ejecución de obras y actuaciones en el
litoral que no sean de interés general; la policía administrativa en la zona de dominio público marítimo-
terrestre y las concesiones y los amarres. A estos efectos, se entiende por dominio público marítimo-terrestre
el comprendido tanto por el ámbito terrestre como por las aguas interiores y el mar territorial.

18. La inmigración en los términos previstos en la Constitución y en la legislación del Estado.

19. Seguridad privada, cuando así lo establezca la legislación del Estado.

20. Defensa de la competencia en el ámbito autonómico, en los términos establecidos en la legislación estatal
y europea.

Artículo 33. Policía de las Illes Balears.
1. Es competencia de las Illes Balears la creación y la organización de un cuerpo de policía propio en el marco
de la legislación estatal. En los mismos términos, corresponde a la Comunidad Autónoma el mando de la
policía de las Illes Balears que llevará a cabo sus funciones bajo la directa dependencia de las instituciones de
las Illes Balears.

2. Las funciones de la policía de las Illes Balears se fijan en su ley de creación de acuerdo con la legislación
estatal.

Artículo 34. Protección y fomento de la cultura.
1. La Comunidad Autónoma tiene competencia exclusiva respecto de la protección y el fomento de la cultura
autóctona y del legado histórico de las Illes Balears.

2. En el desarrollo de esta competencia podrá crear los organismos adecuados.
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Artículo 35. Enseñanza de la lengua propia.
La Comunidad Autónoma tiene competencia exclusiva para la enseñanza de la lengua catalana, propia de las
Illes Balears, de acuerdo con la tradición literaria autóctona. Normalizarla será un objetivo de los poderes
públicos de la Comunidad Autónoma. Las modalidades insulares del catalán¸ de Mallorca, Menorca, Ibiza y
Formentera serán objeto de estudio y protección, sin perjuicio de la unidad de la lengua. La institución oficial
consultiva para todo lo que se refiere a la lengua catalana será la Universidad de las Illes Balears. La
Comunidad Autónoma de las Illes Balears podrá participar en una institución dirigida a salvaguardar la
unidad lingüística, formada por todas las comunidades que reconozcan la cooficialidad de la lengua catalana.

Artículo 36. Enseñanza.
De acuerdo con lo que dispone el artículo 27 y el número 30 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución
en materia de enseñanza, corresponde a la Comunidad Autónoma de las Illes Balears:

1. En materia de enseñanza no universitaria, la competencia exclusiva en la creación, la organización y el
régimen de los centros públicos; régimen de becas y ayudas con fondos propios, la formación y el
perfeccionamiento del personal docente; servicios educativos y actividades extraescolares complementarias
en relación con los centros públicos y privados sostenidos con fondos públicos, en colaboración con los
órganos de participación de los padres y las madres de sus alumnos.

2. Corresponde a la Comunidad Autónoma de las Illes Balears la competencia de desarrollo legislativo y de
ejecución de la enseñanza en toda su extensión, niveles y grados, modalidades y especialidades.

3. En materia de enseñanza no universitaria, la competencia ejecutiva sobre la expedición y la homologación
de los títulos académicos y profesionales estatales.

4. En materia de enseñanza universitaria, la Comunidad Autónoma de las Illes Balears tiene competencia
exclusiva, sin perjuicio de la autonomía universitaria, en la programación y la coordinación del sistema
universitario, en la financiación propia de las universidades y en la regulación y la gestión del sistema propio
de becas y ayudas.

Artículo 37. Ejercicio de las competencias de la Comunidad Autónoma.
El ejercicio de todas las competencias de la Comunidad Autónoma se realizará de acuerdo con los términos
que dispone la Constitución.

Artículo 38. Competencias inherentes al pleno ejercicio.
En el ámbito de las competencias que en este Estatuto se le atribuyen, corresponden a las Illes Balears,
además de las facultades expresamente contempladas, todas aquellas que resulten inherentes a su pleno
ejercicio.

TÍTULO IX DE LA REFORMA DEL ESTATUTO

Artículo 139. Iniciativa.
1. La iniciativa de reforma corresponderá al Parlamento, a propuesta de una quinta parte de los Diputados, al
Gobierno de la Comunidad Autónoma y a las Cortes Generales.

2. La propuesta de reforma requerirá para prosperar la aprobación del Parlamento por mayoría de dos tercios
de los Diputados y la aprobación de las Cortes Generales mediante una ley orgánica.

3. En todo lo no previsto en este artículo, se estará a lo dispuesto en la Constitución sobre esta materia.

4. En el supuesto de tramitación en el Congreso de los Diputados y en el Senado de una propuesta de reforma
del Estatuto de Autonomía de las Illes Balears, el Parlamento podrá retirarla.
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Ponte a prueba 5 preguntas de refuerzo del Tema 3

Preguntas de refuerzo elaboradas por HazteFuncionario.com a partir del artículo que citan: este tema todavía no tiene preguntas de

examen oficial. No proceden de un examen real.

1 Las comunidades baleares establecidas fuera del territorio de la Comunidad Autónoma podrán solicitar el 
reconocimiento de su personalidad de origen. ¿Qué alcance tiene ese reconocimiento?

A) Implica el derecho a participar en las instituciones autonómicas y a acceder a derechos políticos en la 
Comunidad Autónoma.

B) Se limita a la colaboración económica con las instituciones de las Illes Balears, sin contenido social ni cultural.

C) Puede extenderse a cualquier derecho que determine el Estado mediante tratados internacionales.

D) Entendida como el derecho a colaborar y compartir la vida social y cultural de las islas, sin que en ningún caso 
implique la concesión de derechos políticos.

Refuerzo

2 ¿Cuál de las siguientes islas figura expresamente entre las que integran el territorio de la Comunidad 
Autónoma de las Illes Balears?

A) Dragonera.

B) Cabrera.

C) Es Vedrà.

D) Tagomago.
Refuerzo

3 ¿Qué obligación asumen las instituciones de las Illes Balears respecto de las lenguas oficiales de la 
Comunidad Autónoma?

A) Garantizar exclusivamente el uso normal y oficial de la lengua castellana en el ámbito institucional.

B) Permitir el uso libre de ambas lenguas, sin adoptar medidas específicas para su conocimiento.

C) Reconocer la lengua catalana como lengua propia, pero sin atribuirle carácter oficial.

D) Garantizar el uso normal y oficial de los dos idiomas, tomar las medidas necesarias para asegurar su 
conocimiento y crear las condiciones para lograr la igualdad plena de las dos lenguas en cuanto a los derechos 
de los ciudadanos.

Refuerzo

4 En la bandera de las Illes Balears, las cuatro barras son:

A) Rojas y horizontales sobre fondo amarillo.

B) Amarillas y horizontales sobre fondo rojo.

C) Rojas y verticales sobre fondo amarillo.

D) Blancas y horizontales sobre fondo morado.
Refuerzo

5 Los descendientes de ciudadanos españoles residentes en el extranjero que hayan tenido su última 
vecindad administrativa en las Illes Balears gozarán de los derechos políticos definidos en el Estatuto 
cuando:

A) Estén inscritos como españoles y los soliciten en la forma que determine la ley del Estado.

B) Tengan vecindad administrativa en cualquiera de los municipios de las Illes Balears y lo acrediten ante el 
consulado.

C) Hayan nacido en las Illes Balears y obtengan autorización del Gobierno de la Comunidad Autónoma.

D) Acrediten su parentesco ante el consulado de España, aunque no estén inscritos como españoles.
Refuerzo
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Soluciones — Tema 3 Cada una con su explicación y su artículo

1 D Art. art. 11 EA-BAL pág. 81 La personalidad de origen se configura como un vínculo de colaboración y
participación en la vida social y cultural de las islas, no como un título para obtener derechos políticos. La
regulación corresponde a una ley del Parlamento de las Illes Balears, sin perjuicio de las competencias del
Estado. No cabe ampliar ese reconocimiento a derechos institucionales ni reducirlo a una mera relación
económica, porque el precepto le atribuye un contenido social y cultural concreto.

2 B Art. art. 2 EA-BAL pág. 80 La delimitación territorial incluye expresamente las islas de Mallorca, Menorca,
Ibiza, Formentera y Cabrera, además de otras islas menores adyacentes. Cabrera forma parte, por tanto, de la
enumeración nominal del territorio autonómico. Las restantes islas indicadas no aparecen en esta relación.

3 D Art. art. 4 EA-BAL pág. 80 El precepto establece un deber activo para las instituciones autonómicas: no basta
con reconocer la oficialidad, sino que deben asegurar el uso normal de ambas lenguas, promover su
conocimiento y favorecer la igualdad efectiva de derechos. No cabe reducir esa garantía a una sola lengua ni
dejarla en una mera tolerancia sin medidas concretas. Tampoco se limita a declarar la lengua catalana como
propia, porque el texto le atribuye junto al castellano el carácter de idioma oficial.

4 A Art. art. 6 EA-BAL pág. 81 La bandera de las Illes Balears está formada por cuatro barras rojas dispuestas
horizontalmente sobre un fondo amarillo. Las alternativas restantes alteran el color de las barras, su orientación
o el color del fondo, elementos que aparecen definidos expresamente en la regulación de este símbolo.

5 A Art. art. 9 EA-BAL pág. 81 Los descendientes pueden acceder a esos derechos si están inscritos como
españoles y los solicitan conforme a la forma que determine la ley del Estado. No basta con ser descendiente ni
con residir en el extranjero, pues la inscripción como español y la solicitud son requisitos expresamente
exigidos. La acreditación ante el consulado se refiere a los ciudadanos españoles que tuvieron la última
vecindad administrativa en las Illes Balears, no al requisito específico de sus descendientes.
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